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Ideas mínimas alrededor del recurso de revisión 
en el contexto de la nueva Ley de Amparo
El recurso de revisión previsto en la Ley de Amparo, Reglamentaria de los 
arts. 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, se erige, como 
la gran mayoría de la doctrina lo ha identificado, en el medio de impugnación 
de mayor importancia en el contexto de dicho ordenamiento.

I. Procedencia. Se encuentra regulada en términos de lo dispuesto en su Ca-
pítulo XI, específicamente en el art. 81, donde se establecen las hipótesis que 
justifican su apertura, diferenciándose entre los supuestos relativos al juicio de 
amparo indirecto y del juicio de amparo directo, respectivamente.

Para el primer caso, atinente al amparo indirecto, se dispone que el re-
curso de revisión procede contra las resoluciones siguientes: a) las que conce-
dan o nieguen la suspensión definitiva; debiéndose impugnar, en su caso, los 
acuerdos pronunciados en la audiencia incidental; b) las que modifiquen o 
revoquen el acuerdo en que se conceda o niegue la suspensión definitiva, o las 
que nieguen la revocación o modificación de esos autos; en su caso, debién-
dose impugnar los acuerdos pronunciados en la audiencia correspondiente; 
c) las que decidan el incidente de reposición de constancias de autos; d) las que 
declaren el sobreseimiento fuera de la audiencia constitucional, y e) las senten-
cias dictadas en la audiencia constitucional; en su caso, impugnándose los 
acuerdos pronunciados en la propia audiencia.

En el caso del amparo directo, el recurso de revisión procede contra las 
sentencias que resuelvan acerca de la constitucionalidad de normas generales 
que establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos o de los derechos humanos estable-
cidos en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea par-
te, u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieran sido planteadas, 
siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo dispon-
ga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de acuerdos 
generales del Pleno.

En ambas hipótesis, según lo dispuesto en el art. 82 de la ley en comento, 
la parte que obtuvo resolución favorable en el juicio de amparo puede adhe-
rirse a la revisión interpuesta por otra de las partes dentro del plazo de cinco 
días, contados a partir del día siguiente a aquél en que surta efectos la notifi-
cación de la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes. 
La adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste.

II. Competencia. Para conocer del recurso de revisión, los arts. 83 a 85 de 
la Ley de Amparo identifican que la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
es quien resolverá el recurso de revisión contra las sentencias dictadas en la 
audiencia constitucional, cuando habiéndose impugnado normas generales 
por estimarlas inconstitucionales, o cuando en la sentencia se establezca la in-
terpretación directa de un precepto de la Constitución y subsista en el recurso 
el problema de constitucionalidad.

En ese sentido, se precisa que el Pleno del alto tribunal, mediante acuer-
dos generales, distribuirá entre las salas los asuntos de su competencia o re-
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mitirá a los tribunales colegiados de circuito los que, conforme a los referidos 
acuerdos, la propia Corte determine.

Haciendo uso de esa facultad, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación emitió el acuerdo general 5/2013, del 13 de mayo de 
2013, relativo a la determinación de los asuntos que el Pleno conservará 
para su resolución, y el envío de los de su competencia originaria a las salas y 
a los tribunales colegiados de circuito.

En los casos restantes, son competentes para conocer del recurso de re-
visión los tribunales colegiados de circuito, cuyas sentencias no admitirán 
recurso alguno.

A pesar de lo anterior, cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
estime que un amparo en revisión, por sus características especiales, deba ser 
de su conocimiento, lo atraerá oficiosamente conforme al procedimiento esta-
blecido en el art. 40 de la propia ley.

Igualmente, el tribunal colegiado del conocimiento podrá solicitar a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación que ejercite la facultad de atracción, 
para lo cual expresará las razones en que funde su petición y remitirá los autos 
originales a ésta, quien dentro de los treinta días siguientes al recibo de los 
autos originales resolverá si ejercita la facultad de atracción, procediendo en 
consecuencia en los términos del párrafo anterior.

Tratándose de la revisión de sentencias pronunciadas en materia de ampa-
ro directo por tribunales colegiados de circuito, la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación resolverá únicamente sobre la constitucionalidad de la norma 
general impugnada, o sobre la interpretación directa de un precepto de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de los derechos hu-
manos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado mexi-
cano sea parte.

III. Plazos. En lo relativo a la oportunidad, según lo dispuesto en el art. 86 
de la Ley de Amparo, el recurso de revisión se interpondrá en el plazo de diez 
días por conducto del órgano jurisdiccional que haya dictado la resolución 
recurrida y que su presentación por conducto de órgano diferente al anterior 
no interrumpirá el plazo de presentación.

IV. Legitimación. Además de lo adelantado, se tiene que, en términos del 
art. 87 de la Ley de Amparo, las autoridades responsables solo podrán inter-
poner el recurso de revisión contra sentencias que afecten directamente el 
acto reclamado de cada una de ellas; tratándose de amparo contra normas 
generales, podrán hacerlo los titulares de los órganos del Estado a los que se 
encomiende su emisión o promulgación.

Acerca de ese aspecto se puntualiza que las autoridades judiciales o juris-
diccionales carecen de legitimación para recurrir las sentencias que declaren 
la inconstitucionalidad del acto reclamado, cuando éste se hubiera emitido en 
ejercicio de la potestad jurisdiccional.

V. Formalidades. Por otra parte, las formalidades de la interposición del 
recurso se encuentran descritas, en principio y de manera genérica, en el art. 
80 del ordenamiento en cita, que exige que los escritos y promociones que se 
realicen en los medios de impugnación sean presentados en forma impresa o 
electrónicamente, así como que los requisitos relativos al acompañamiento 
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de copias o de presentación de cualquier tipo de constancias impresas a los 
que ahí se refiere no serán exigibles a las partes que hagan uso de los medios 
electrónicos, siendo que éstos serán cumplimentados por esa vía.

Ya de modo específico, el art. 88 de la Ley de Amparo establece que el 
recurso de revisión se interpondrá por escrito, en el que se expresarán los 
agravios que cause la resolución impugnada. Así, para el caso de que el recur-
so se interponga en contra de una resolución dictada en amparo directo, el 
recurrente deberá transcribir textualmente la parte de la sentencia que con-
tenga un pronunciamiento sobre constitucionalidad de normas generales o 
establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, o la parte del concepto de violación respec-
tivo cuyo análisis se hubiera omitido en la sentencia.

En caso de que el escrito de expresión de agravios se presente en forma 
impresa, el recurrente deberá exhibir una copia del mismo para el expediente 
y una para cada una de las partes; exigencia que, como se adelantaba, no será 
necesaria en los casos que el recurso se presente en forma electrónica.

Cuando no se haga la transcripción antes referida o no se exhiban las 
copias señaladas, se requerirá al recurrente para que en el plazo de tres días 
lo haga; si no lo hiciera se tendrá por no interpuesto el recurso, salvo que se 
afecte al recurrente por actos restrictivos de la libertad, se trate de menores o 
de incapaces, o se afecten derechos agrarios de núcleos de población ejidal 
o comunal, o de ejidatarios o comuneros en lo individual, o quienes por sus 
condiciones de pobreza o marginación se encuentren en clara desventaja so-
cial para emprender un juicio, en los que el órgano jurisdiccional expedirá las 
copias correspondientes.

VI. Tramitación. En el contexto de la substanciación del recurso, los arts. 
89 a 92 de la Ley de Amparo prevén que la definición de su procedencia la 
califica el presidente del órgano jurisdiccional, quien en su caso observará 
ciertas reglas, a saber:

1. Si quien recurre es el quejoso, examinará, en primer término, los agra-
vios hechos valer en contra del sobreseimiento decretado en la resolución re-
currida.

Si los agravios son fundados, examinará las causales de sobreseimiento 
invocadas y no estudiadas por el órgano jurisdiccional de amparo de primera 
instancia, o surgidas con posterioridad a la resolución impugnada;

2. Si quien recurre es la autoridad responsable o el tercero interesado, 
examinará, en primer término, los agravios en contra de la omisión o nega-
tiva a decretar el sobreseimiento; si son fundados se revocará la resolución 
recurrida;

3. Para efectos de las fracs. I y II, podrá examinar de oficio y, en su caso, 
decretar la actualización de las causales de improcedencia desestimadas por el 
juzgador de origen, siempre que los motivos sean diversos a los considerados 
por el órgano de primera instancia;

4. Si encontrara que por acción u omisión se violaron las reglas funda-
mentales que norman el procedimiento del juicio de amparo, siempre que ta-
les violaciones hayan trascendido al resultado del fallo, revocará la resolución 
recurrida y mandará reponer el procedimiento;
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5. Si quien recurre es el quejoso, examinará los demás agravios; si estima 
que son fundados, revocará la sentencia recurrida y dictará la que corresponda;

6. Si quien recurre es la autoridad responsable o el tercero interesado, 
examinará los agravios de fondo, si estima que son fundados, analizará los 
conceptos de violación no estudiados y concederá o negará el amparo, y

7. Solo tomará en consideración las pruebas que se hubieran rendido 
ante la autoridad responsable o el órgano jurisdiccional de amparo, salvo 
aquéllas que tiendan a desestimar el sobreseimiento fuera de la audiencia 
constitucional.

En el caso de la revisión adhesiva, el estudio de los agravios podrá hacerse 
en forma conjunta o separada, atendiendo a la prelación lógica que establece 
el art. anterior.

Luis María Aguilar Morales

Igualdad de género
El tema de la “igualdad” se relaciona de manera estrecha con el concepto de 
justicia. Sin embargo, es el constitucionalismo moderno el que lo ha elevado 
a principio de derecho positivo que se encentra consagrado en las grandes 
declaraciones de derechos y en todos los textos constitucionales. En la Decla-
ración de los Derechos de Virginia de 1776 se estipula: “Todos los hombres 
son, por naturaleza, igualmente libres e independientes” (art. 1o.). Asimismo, 
en la Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano de 1789, en 
Francia, se señala: “Los hombres nacen y viven libres e iguales en derechos. 
Las distinciones sociales solamente pueden ser fundadas en la utilidad co-
mún” (art. 1o.).

Cabe señalar que la idea de igualdad del siglo XVIII se refería estricta-
mente a la mitad de la población: los varones. Fue hasta el siglo XX que se 
encuentran las primeras referencias a la igualdad entre mujeres y hombres, 
como en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917 
que fue reformada en 1974 para incluir la disposición en el art. 4o.: “El varón 
y la mujer son iguales ante la ley…”. También se encuentra en la Constitución 
de Weimar de 1919 (Alemania) la siguiente disposición: “Todos los alemanes 
son iguales ante la ley. Hombres y mujeres tienen, en principio, los mismos 
derechos y deberes políticos…” (art. 109).

Ahora bien, al referirnos a la idea de igualdad tenemos: la igual dignidad 
de toda persona, la igual participación, igualdad ante la ley, igualdad política, 
igualdad en las condiciones materiales de vida y la igualdad de oportunidades.

La igualdad de género parte del postulado de que todos los seres huma-
nos, mujeres y hombres, tienen la libertad de desarrollar sus habilidades per-
sonales y hacer elecciones sin estar limitados por estereotipos, roles de género 
rígidos o prejuicios. La igualdad de género implica que se han considerado los 
comportamientos, aspiraciones y necesidades específicas de las mujeres y de 
los hombres, y que ésas han sido valoradas y favorecidas de la misma manera. 
Significa que sus derechos, responsabilidades y oportunidades no depende-
rán del hecho de haber nacido mujer u hombre. De acuerdo con el art. 6o. 
de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, de México, 
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la “igualdad entre mujeres y hombres implica la eliminación de toda forma 
de discriminación en cualquiera de los ámbitos de la vida, que se genere por 
pertenecer a cualquier sexo”.

Asimismo, el art. 1o. de la Convención para la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW por sus siglas en 
inglés) establece: “A los efectos de la presente Convención, la expresión «dis-
criminación contra la mujer» denotará toda distinción, exclusión a restricción 
basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular 
el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su 
estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, 
social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”.

María Vallarta Vázquez

Imparcialidad judicial
I. El derecho a un juzgador independiente e imparcial como principio informador del Poder 
Judicial y derecho fundamental de los justiciables. La “independencia” judicial surge 
con el Estado liberal, primer eslabón del Estado constitucional, en cuanto ele-
mento que integra la división poderes y el Estado de derecho. El juez es “in-
dependiente” porque actúa de forma “imparcial”, sobreordenada a las partes, 
y con sumisión plena y exclusiva a la ley y no a la voluntad del Ejecutivo, del 
Parlamento o del rey. Hoy el art. 10 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos de 1948 reconoce que toda persona tiene derecho, en condiciones 
de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal inde-
pendiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones. 
El posterior art. 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
de 1966 añade a esta misma garantía: por un tribunal competente y estableci-
do por la ley. Una justicia imparcial es un ingrediente necesario e indefectible 
del derecho a un juicio equitativo o a un proceso justo, junto a otros que, pese 
a poder descomponerse, están muy interrelacionados entre sí. La imparciali-
dad es consustancial a la propia función de juzgar: un juez parcial no es un 
verdadero juez.

La independencia judicial abarca varias notas complementarias. Es pues 
sometimiento pleno a la Constitución, a la ley y al resto del ordenamiento 
jurídico: la discreción judicial viene siempre condicionada y amparada por la 
predeterminación normativa. Y, por contrapartida, ausencia de sometimiento 
a las partes y a las presiones de cualquier poder, público o privado, externo 
al Poder Judicial, e incluso a cualquier otro órgano interno, pues ese poder 
se organiza de forma horizontal y difusa, y se armoniza y mantiene unido 
mediante un sistema judicial de recursos y no a través de instrucciones jerár-
quicas. Supone la exclusividad judicial, reserva o monopolio de jurisdicción. 
No es un privilegio del juzgador sino un postulado y principio que informa la 
organización moderna de la justicia, pero abarca la lucha por la inamovilidad 
de los jueces como garantía de su independencia personal de criterio. La pre-
determinación legal del juez o tribunal, de su composición o titulares, y de su 
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competencia (juez ordinario predeterminado por la ley) son rasgos que, pese 
a que componen hoy un derecho independiente, tienden a entremezclarse.

“Independencia” e “imparcialidad” son conceptos próximos e interrela-
cionados tanto para las Constituciones y los tratados sobre derechos como 
para la doctrina científica y la jurisprudencia que tiende a confundirlos, o 
cuando menos a considerarlos fungibles; algunos autores creen incluso que 
la distinción es artificial o forzada. La imparcialidad supone una ausencia de 
prejuicio y la presencia de desinterés y neutralidad. La imparcialidad subje-
tiva está vinculada a la libre formación de la convicción del juez en su fuero 
interno ante un caso concreto. Mientras que la objetiva atiende a la confianza 
que el juzgador ofrezca al justiciable en función de la existencia de suficientes 
garantías que permitan rechazar cualquier duda legítima: la descontamina-
ción del juzgador. La primera debe presumirse, salvo prueba en contrario de 
quien la arguye. La segunda debe llevar a revisar si el temor de contaminación 
está objetivamente justificado. El buen enjuiciamiento sobre la tacha de par-
cialidad del juzgador debe ser concreto, entretejido de hechos y no abstracto 
o apriorístico.

El largo medio siglo de experiencias y jurisprudencia del Tribunal Eu-
ropeo de Derechos Humanos (TEDH) revela muy diversos y variados esce-
narios reales de posibles conflictos: el juez que actúa como fiscal durante la 
instrucción, la acumulación de funciones juzgadoras e instructoras, el juez 
que ya ha expresado su opinión sobre la culpabilidad del sujeto o que incluso 
se había pronunciado al respecto en una resolución judicial, la presencia entre 
las deliberaciones del tribunal de sujetos distintos a los jueces, los vínculos o 
intereses comunes del juez con una de las partes (conflictos de intereses), las 
declaraciones públicas del juez ante los medios de comunicación, el desbor-
damiento de los tribunales militares o de las llamadas cortes de seguridad u 
orden público, o la discutible acumulación de funciones consultivas y jurisdic-
cionales, etcétera.

El TEDH y la cuarentena de tribunales constitucionales europeos que si-
guen su rastro incluyen también, entre la garantía la teoría de las apariencias, 
“un tribunal no debe sólo hacer justicia sino que debe verse que la hace”. La 
similitud de esta garantía en la familia de Estados constitucionales es indicio 
del rol que cumplen los derechos fundamentales como un emergente derecho 
común: una suerte de globalización de los derechos.

II. La imparcialidad judicial en el constitucionalismo mexicano. En la historia 
mexicana, la imparcialidad judicial tiene origen en la Constitución de Cádiz 
de 1812. Esta Constitución liberal, que llegó a gozar de limitada eficacia en 
el territorio mexicano, disponía que los magistrados y jueces, al tomar pose-
sión de sus plazas, debían jurar: “guardar la Constitución, ser fieles al Rey, 
observar las leyes y administrar imparcialmente justicia” (art. 279). Tras la 
independencia, el principio se asumió en el Acta Constitutiva de la Federa-
ción de 1824 (art. 18), anejo a la Constitución del mismo año. Sin embargo, 
no tuvo recepción expresa en los documentos constitucionales posteriores: los 
textos centralistas de 1836 y 1843, y la Constitución Federal de 1857. Mas la 
preocupación por la imparcialidad de los tribunales no pasó desapercibida 
a lo largo del siglo XIX, y diversos documentos emitidos por el gobierno en 
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funciones declararon este principio como parte de las formas que debían regir 
los procedimientos judiciales.

El texto originario de la Constitución mexicana de 1917 no previó una 
disposición acerca de la “imparcialidad judicial”. No fue hasta la reforma 
constitucional de 1987 cuando el principio fue introducido expresamente 
en el segundo párrafo del art. 17: “Toda persona tiene derecho a que se le 
administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en 
los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera 
pronta, completa e imparcial…”. En el debate en el Senado, se adujo que su 
justificación se encontraba en los modernos tratados internacionales que re-
conocen este derecho de los justiciables. El principio tiene otro fundamento 
introducido por la posterior reforma constitucional de diciembre de 1994. El 
art. 100, párrafo séptimo, establece una norma de principios para la carrera 
judicial del Poder Judicial Federal, según la cual su desarrollo debe regirse 
por los principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, profesionalismo e 
independencia, todos ellos imbricados entre sí.

Javier García Roca 
Alfonso Herrera García

Inaplicación de leyes electorales
La inaplicación de leyes en materia electoral es un mecanismo de control de 
constitucionalidad a partir del acto concreto de aplicación, con el objeto de 
que las resoluciones de las autoridades electorales y de los partidos políticos 
se sustenten en disposiciones jurídicas acordes a las normas y principios cons-
titucionales. Entre estos principios destacan aquellos que rigen a los procesos 
electorales, como son los de equidad, igualdad, pluralismo político, certeza y 
seguridad jurídica; así como los de autonomía, independencia, objetividad y 
legalidad, como ejes rectores de las actuaciones de las autoridades electorales, 
tanto administrativas como jurisdiccionales (Penagos, 2012).

Su fundamento lo encontramos en el art. 99, párrafo sexto, de la Consti-
tución general de la República, en el que se otorga al Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación la facultad de inaplicar leyes electorales al caso 
concreto, y es la jurisprudencia de su Sala Superior la que ha fijado las reglas 
para el uso efectivo de este medio de control.

I. Antecedentes. Con anterioridad a la reforma constitucional de 2007, los 
individuos no estaban legitimados para controvertir la inconstitucionalidad 
de leyes electorales con motivo de su aplicación en un caso concreto, en vir-
tud de que el juicio de amparo, desde su origen, se previó como improceden-
te para resolver sobre la constitucionalidad de normas en la materia.

El primer antecedente que establece la posibilidad de revisar la regularidad 
constitucional de las leyes electorales es la reforma constitucional de 1996, a 
través de la cual, en el art. 105, frac. II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, se previó la procedencia de la acción de inconstitucio-
nalidad en materia electoral, competencia de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, como tribunal constitucional, con el objeto de resolver de manera 
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abstracta las posibles contradicciones entre una ley electoral y una norma o 
principio constitucional.

Además, la acción de inconstitucionalidad en materia electoral solo puede 
ser promovida por los órganos del poder legitimados para ello, así como por 
los partidos políticos, con lo cual prevaleció la imposibilidad de impugnar la 
constitucionalidad de una norma electoral con motivo de su aplicación a un 
caso concreto. Fue hasta la reforma constitucional de 2007, que se estableció, 
en el art. 99, que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
tiene la facultad de resolver sobre la no aplicación de leyes electorales al caso 
concreto, que se estimen contrarias a la Constitución.

II. Sujetos legitimados. Con la reforma aludida, el constituyente colmó el va-
cío que estuvo presente en el constitucionalismo mexicano durante los siglos 
XIX y XX, pues a partir de ella todas las personas están legitimadas para 
controvertir la constitucionalidad de una ley electoral, cuando les genere una 
afectación por su acto concreto de aplicación (Penagos, 2012).

III. Competencia para inaplicar normas electorales. Los órganos jurisdiccionales 
facultados para declarar la inaplicación de normas electorales son la Sala Su-
perior y las Salas Regionales del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, según lo previsto en el ya indicado art. 99 constitucional, que en 
su párrafo sexto prevé: “Sin perjuicio de lo dispuesto por el art. 105 de esta 
Constitución, las salas del Tribunal Electoral podrán resolver la no aplicación 
de leyes sobre la materia electoral contrarias a la presente Constitución. Las 
resoluciones que se dicten en el ejercicio de esta facultad se limitarán al caso 
concreto sobre el que verse el juicio…”.

De esta disposición constitucional se advierte que las salas que integran 
ese tribunal están facultadas para la revisión de la constitucionalidad de nor-
mas electorales con motivo de su aplicación, y en el supuesto de resultar con-
trarias a la Constitución deberán inaplicarse con efectos inter partes, es decir, 
la resolución que se emita se limitará al caso concreto sobre el que verse la 
controversia.

Esta facultad de inaplicar normas electorales puede ejercerse al resolver 
cualquiera de los medios de impugnación en materia electoral, de manera 
que dicha atribución no está circunscrita a un juicio o recurso en específico, 
sino que las salas del Tribunal Electoral pueden realizar el análisis de la regu-
laridad constitucional de preceptos electorales en los casos en que se hubieran 
aplicado de manera expresa o tácita, siempre que exista agravio al respecto 
(Penagos, 2013).

IV. Recurso de reconsideración. El art. 61 de la Ley General del Sistema de 
Medios de Impugnación en Materia Electoral prevé la procedencia del re-
curso de reconsideración en contra de las resoluciones de fondo que emitan 
las Salas Regionales cuando inapliquen una norma electoral; sin embargo, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ha 
ampliado los supuestos de procedencia con el objeto de privilegiar la revisión 
de la regularidad constitucional de las leyes de la materia y propiciar seguri-
dad jurídica en la democracia electoral (Penagos, 2013).

En ese sentido, se ha sostenido que el recurso de reconsideración debe 
estimarse procedente contra sentencias en las que: a) expresa o implícitamen-
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te, se inapliquen leyes electorales (jurisprudencia 32/2009), normas partidis-
tas (jurisprudencia 7/2012) o normas relacionadas con los usos y costumbres 
de las comunidades indígenas, de carácter electoral (tesis XXII/2011); b) se 
omita el estudio o se declaren inoperantes los agravios relacionados con la 
inconstitucionalidad de las normas controvertidas (jurisprudencia 10/2011); 
c) cuando se haya dejado de aplicar una norma estatutaria en contravención 
a los principios constitucionales de auto organización y autodeterminación de 
los partidos políticos (sentencia SUP-REC-35/2012); d) se realice una in-
terpretación de un precepto constitucional, mediante el cual se oriente la 
aplicación o no de normas secundarias (sentencia SUP-REC-180/2012 y 
acumulados), o e) se ejerza control de convencionalidad tratándose de dere-
chos humanos (jurisprudencia 28/2013).

Además, los criterios que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federación ha emitido al respecto han contribuido a la efi-
cacia plena de esta facultad constitucional.

V. Dualidad del control constitucional. De lo anterior se advierte que el control 
de constitucionalidad de normas electorales puede llevarse a cabo a través de 
dos vías (Ferreres, 2008): por medio de la acción de inconstitucionalidad, como 
control abstracto, y por la inaplicación de normas electorales, como control 
concreto. Esto recobra particular relevancia tratándose de la materia electo-
ral, ya que la revisión de la regularidad constitucional de esas leyes le otorga 
certeza y seguridad jurídica al sistema democrático, al prever instrumentos 
jurisdiccionales para velar porque todas las normas en materia electoral sean 
acordes a los preceptos y principios constitucionales.

Pedro Esteban Penagos López

Incidente
I. Del latín incidere, que significa sobrevenir, interrumpir, producirse. Los inci-
dentes son procedimientos que se plantean dentro de un juicio y que tienen 
como finalidad resolver cuestiones adjetivas o procesales, aunque relaciona-
das con el asunto principal.

Los incidentes sobrevienen de manera accesoria dentro del proceso, y son 
planteados por las partes siempre que ocurran aspectos emergentes, es decir, 
anormales a la secuela del juicio.

Su utilidad radica en la oportunidad que tienen las partes de superar los 
problemas que saltan y que resulta necesario resolver para el dictado de la 
decisión final; tal vez por ello se pueden clasificar como un medio de im-
pugnación que busca, en última instancia, regularizar el proceso que ha sido 
alterado.

II. Los incidentes pueden clasificarse, atendiendo al momento procesal en que 
han de fallarse, en aquellos que se resuelven mediante resolución interlocutoria, 
es decir, antes del dictado de la sentencia, y en aquellos que se resuelven de 
manera conjunta con la decisión final; los primeros, dada su especial natura-
leza, requieren que su pronunciamiento incidental sea previo a la resolución 
final —por ejemplo, el incidente de falta de personalidad—; los segundos se 
resuelven de manera conjunta con la sentencia definitiva —por ejemplo, in-
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cidente de falsedad de firmas en el amparo directo—; por su parte, existen 
los que se plantean y se resuelven una vez dictada la decisión final del asunto, 
como ocurre con los incidentes de liquidación y ejecución de las sentencias, 
sin embargo, aquí no se abordan temas eminentemente procesales, pero sí ac-
cesorios, pues solo se desarrollarán de conformidad a lo ya dicho en el asunto 
principal, situación que no se puede desconocer.

Otra forma de clasificación es la que se refiere a si paralizan o no el proceso, 
éstos comprenden a los de previo y especial pronunciamiento y a aquellos que 
no paralizan el procedimiento; la presentación de los primeros ocasiona 
que se suspenda el curso del juicio en tanto no son resueltos por medio de 
una resolución interlocutoria, pues lo que se ventila la mayoría de las veces 
es justamente un presupuesto procesal, sin el cual el juicio puede ser inválido 
y que de seguir el proceso haga inútil el desarrollo de todo el litigio —por 
ejemplo, incidente de incompetencia—; por su parte, los que no detienen el 
proceso hacen que ambas cuestiones —incidente y juicio— sigan su marcha 
de manera paralela y su resolución se deja hasta sentencia final. Existe otra 
categoría, no tan aceptada en la doctrina, que sostiene que hay incidentes que 
siendo de especial pronunciamiento no suspenden el procedimiento, sino 
que lo que ocurre es que se resuelven fuera del expediente principal y antes 
del dictado de la sentencia (José Ramón Cossío Díaz).

También podemos señalar a aquellos incidentes que se clasifican en no-
minados o innominados, entendiéndose por los primeros aquellos que tienen una 
denominación legal y en ocasiones una regulación especial —por ejemplo, el 
incidente de suspensión en la controversia constitucional— por su parte los 
segundos carecen de nomenclatura específica y con mayor razón de estatuto 
propio, pero que no impiden su ejercicio.

III. Por lo que respecta a los procesos constitucionales en México —con-
troversia constitucional y acción de inconstitucionalidad—, la Ley Reglamen-
taria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos realiza una regulación de los incidentes nomina-
dos e innominados que pueden plantearse en ese tipo de juicios y se refiere a 
ellos de manera escueta al señalar que son incidentes de especial pronuncia-
miento el de nulidad de notificaciones, de reposición de autos y de falsedad de 
documentos, los cuales deberán promoverse ante el ministro instructor antes 
del dictado de la sentencia y deberán ser sustanciados en una audiencia en la 
que el ministro instructor recibirá las pruebas y alegatos, y dictará la resolu-
ción que corresponda.

Aunque la ley de referencia no hace alusión a que estos incidentes sean de 
previo pronunciamiento, es claro que al señalar que su sustanciación se realiza 
en una sola audiencia, en la que además debe pronunciarse resolución, de 
alguna forma sí requiere que se resuelvan antes de la sentencia final.

Otra interrogante que surge es si debe o no suspender el proceso de la 
controversia constitucional o la acción de inconstitucionalidad, pues, como 
ya mencionamos, no existe duda de que se debe resolverse por interlocutoria, 
pero qué pasa con la continuidad del proceso; al ser omisa la ley compartimos 
la idea de que queda al arbitrio del juzgador constitucional estimar cuándo se 
estaría en presencia de un incidente que por su especial naturaleza requiere 
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que se suspenda el procedimiento (Cossío Díaz), pues puede ocurrir que lo que 
se ventile sea por ejemplo la nulidad de notificación de un tercero interesado 
y ello podría no ser razón suficiente para que no siguiera el proceso por sus 
diferentes etapas, siempre y cuando la cuestión incidental se resuelva antes del 
principal.

Por lo que tocante al juicio de amparo, la ley reglamentaria lo regula de 
manera expresa en su capítulo relativo los incidentes de nulidad de notifica-
ciones y reposición de autos, sin que ello implique que no se pueda promover 
otro tipo de incidentes establecidos o no en la propia ley; por ejemplo, en el 
art. 122 se establece un trámite incidental cuando se objete de falso una prue-
ba documental.

En la Ley de Amparo se establece una regulación distinta en torno al 
momento de su resolución, ya que se deja a consideración del órgano que 
conoce del juicio principal decidir si se resuelve de plano, amerita un especial 
pronunciamiento o si se resuelve junto con la definitiva, lo cual es acertado, 
pues cada caso puede presentar características diferentes que deberá valorar 
el juzgador y proveer lo que considere más conveniente con la finalidad de dar 
celeridad al juicio constitucional.

José Manuel Chavarín Castillo

Incidente de falsedad de documentos
I. Es el procedimiento que se plantea dentro de un juicio de controversia cons-
titucional o acción de inconstitucionalidad que permite que las partes cues-
tionen los documentos aportados al expediente, por falsedad en la forma, y 
que se busca no sean tomados en cuenta por el ministro instructor por no ser 
pruebas fidedignas.

II. Por lo que se refiere al órgano del conocimiento de este incidente, la 
Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (en delante Ley Reglamentaria) se-
ñala que deberán promoverse ante el ministro instructor a quien, en términos 
del art. 24 de la ley citada, haya sido turnado el asunto, es decir, corresponde 
al ministro encargado de la sustanciación de la controversia o la acción de 
inconstitucionalidad el conocimiento de los incidentes, pues hay que señalar 
que una vez recibida la demanda ante la oficialía de partes de la Suprema 
Corte es el ministro presidente quien dicta un acuerdo de radicación y turno; 
de esta forma corresponde al ministro instructor proveer sobre la admisión, y 
una vez sustanciado el procedimiento elaborar el proyecto de sentencia.

III. La promoción de este incidente corre a cargo de las partes o sus repre-
sentes así reconocidos, siempre y cuando les cause afectación el documento 
que se tilda de falso y debe hacerse antes de que se dicte sentencia o bien, si se 
trata de un documento aportado en la fase de ejecución de la sentencia, antes 
de que concluya éste (José Ramón Cossío Díaz).

IV. Este incidente es declarado por la Ley Reglamentaria como de especial 
pronunciamiento, sin que sea de previo, es decir, se deja al arbitrio del minis-
tro instructor decidir si se suspende o no el procedimiento dependiendo del 
tipo de impugnación y si amerita la interrupción del procedimiento; pues si la 
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interlocutoria que va decidir el incidente trasciende al resultado del proceso sí 
conviene suspender el juicio principal, pero si el resultado del incidente no in-
terrumpe el desarrollo de las etapas procesales puede llevarse a la par del prin-
cipal, siempre y cuando se dicte decisión antes de la sentencia final (Cossío).

V. Por lo que se refiere al trámite del incidente, la Ley Reglamentaria 
únicamente señala que se sustanciará en una audiencia en la que el ministro 
instructor recibirá las pruebas y alegatos de las partes y pronunciará la sen-
tencia; sin embargo, previo al señalamiento de la audiencia consideramos que 
se tiene que aplicar de manera supletoria el primer párrafo del art. 360 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, que señala que con la promoción 
del incidente se deberá correr traslado a las otras partes por el término de tres 
días, con la finalidad de que tengan oportunidad de manifestar lo que consi-
deren pertinente y puedan ofrecer pruebas; también puede ocurrir con mayor 
regularidad en este incidente que se requiera de la preparación y desahogo 
de algún medio probatorio —por ejemplo, una prueba pericial—, para ello 
el ministro instructor deberá señalar previamente a la audiencia su práctica. 
Todo ello con la finalidad de dejar preparado el procedimiento para que pue-
da desarrollarse la audiencia con el ofrecimiento de los medios de convicción 
y los alegatos.

VI. La resolución que decide sobre el incidente tiene el carácter de inter-
locutoria y se pronuncia en cuanto al fondo de la falsedad cuestionada, que de 
declararse procedente tiene el efecto de dejar sin valor el documento y dictar 
lo que corresponda. Esta decisión puede ser impugnada por medio del re-
curso de reclamación, pues, de acuerdo con el art. 51, frac. III, establece que 
procede aquél en contra de las resoluciones dictadas por el ministro instructor 
al resolver sobre los incidentes previstos en el art. 12, donde se incluye el de 
falsedad de documentos.

VII. Tratándose de este incidente dentro del amparo, de acuerdo con el 
art. 122 de la Ley de Amparo, es en la audiencia constitucional donde inicia y 
termina el procedimiento incidental, ya que si se objeta de falso un documen-
to, se suspende la audiencia constitucional por un periodo de diez días para 
que en la nueva fecha las partes ofrezcan las pruebas, y una vez sustanciado se 
procesa con la audiencia constitucional, por lo que el procedimiento inciden-
tal es parte de la misma audiencia.

José Manuel Chavarín Castillo

Incidente de nulidad de notificaciones
I. Es el procedimiento que se promueve dentro de un juicio de controversia 
constitucional o acción de inconstitucionalidad —adelante nos referiremos 
sobre el juicio de amparo— y que tiene como finalidad dejar sin efectos una 
notificación que no fue realizada conforme a las formalidades que establece la 
Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (en delante Ley Reglamentaria).

Para poder determinar cuándo una notificación debe o no ser declarada 
nula es preciso señalar sus formalidades, las cuales se encuentran previstas en 
los arts. 4o.-6o. de la Ley Reglamentaria; en principio, las notificaciones se 
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practicarán al día siguiente de pronunciada la resolución o al auto, y se noti-
fican bien sea por lista o por oficio en el domicilio de las partes por conducto 
del actuario, con la posibilidad de que se realicen a través del correo certi-
ficado con acuse de recibo o bien tratándose de cuestiones urgentes puede 
ordenarse que se practique vía telegráfica.

La práctica de la notificación deberá atenderse con la persona autoriza-
da para ello; en el caso de aquéllas dirigidas al presidente de la República se 
entenderán con el secretario de Estado, jefe del Departamento Jurídico que 
corresponda el asunto o con el consejero jurídico, quienes, en términos del 
art. 11, son los que pueden representarlo en los juicios de controversia consti-
tucional y acción de inconstitucionalidad; sin embargo, el segundo párrafo del 
art. 4o. señala que se pueden autorizar a personas distintas a los promoventes 
para que reciban notificaciones.

El actuario, al realizar una diligencia de notificación, deberá asentar en 
el acta el nombre de la persona con quien se entiende el acto, y si se niega a 
firmar o recibir, la notificación se tendrá por legalmente hecha. Así, cualquier 
notificación que se realice inobservando los anteriores requisitos es susceptible 
de ser declara nula por medio este incidente.

Vale la pena preguntarnos cuándo una notificación debe realizarse de 
manera personal, sin embargo, la Ley Reglamentaria es omisa en tal punto; 
para responder esta interrogantes es preciso aplicar de manera supletoria, en 
términos del art. 2o. de la Ley Reglamentaria, el Código Federal de Proce-
dimientos Civiles, mismo que señala, en el art. 309, que son personales las 
notificaciones por medio de las cuales se emplaza a juicio al demandado, o 
bien cuando se haya dejado de actuar más de seis meses, cuando sea ordenado 
expresamente en el auto a notificar y todas aquellas que se realicen al procura-
dor general de la República, y en general todas las que la ley así lo disponga.

II. Por lo que se refiere al órgano del conocimiento de este incidente, es 
la propia Ley Reglamentaria la que señala que deberán promoverse ante el 
ministro instructor, a quien, en términos del art. 24 de la ley citada, haya sido 
turnado el asunto, es decir, corresponde al propio ministro encargado de la 
sustanciación de la controversia o la acción de inconstitucionalidad el conoci-
miento de los incidentes, pues hay que señalar que una vez recibida la deman-
da ante la oficialía de partes de la Suprema Corte es el ministro presidente 
quien dicta un acuerdo de radicación y turno; de esta forma, corresponde al 
ministro instructor proveer sobre la admisión y, una vez sustanciado el proce-
dimiento, elaborar el proyecto de sentencia.

III. La promoción de esta clase de incidentes corre a cargo de las partes 
o sus representes así reconocidos, siempre y cuando les cause afectación la 
notificación hecha de forma irregular; y se deberá hacer siempre y cuando no 
se haya dictado sentencia.

IV. Este incidente es declarado por la Ley Reglamentaria como de espe-
cial pronunciamiento, sin que sea de previo, es decir, se deja al arbitrio del 
ministro instructor decidir sí se suspende o no el procedimiento dependiendo 
del tipo de impugnación; pues si la interlocutoria que va decidir el incidente 
trasciende al resultado del proceso sí conviene suspender el juicio principal, 
pero si el resultado del incidente no transgrede el desarrollo de las etapas pro-
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cesales puede llevarse a la par del principal, siempre y cuando se dicte decisión 
antes de la sentencia final (José Ramón Cossío Díaz).

V. Por lo que se refiere al trámite del incidente la Ley Reglamentaria tan 
sólo señala que se sustanciarán en una audiencia en la que el ministro ins-
tructor recibirá las pruebas y alegatos de las partes y dictará la sentencia; sin 
embargo, previo al señalamiento de la audiencia consideramos que se tiene 
que aplicar de manera supletoria el primer párrafo del art. 360 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, que señala que con la promoción del inci-
dente se deberá correr traslado a las otras partes por el término de tres días, 
con la finalidad de que tengan oportunidad de manifestar lo que consideren 
pertinente y puedan ofrecer pruebas; también puede ocurrir que se requiera 
de la preparación y desahogo de algún medio probatorio —por ejemplo, una 
prueba pericial—, para ello el ministro instructor deberá señalar previamente 
a la audiencia su práctica. Todo ello con la finalidad de dejar preparado el 
procedimiento para que pueda desarrollarse la audiencia incidental.

VI. La resolución que decide sobre el incidente tiene el carácter de inter-
locutoria y se pronuncia en cuanto al fondo de la nulidad planteada que de 
declararse estimatoria deberá decretarse la nulidad de la notificación, y como 
consecuencia todo lo actuado a partir de ella, en caso contrario, se seguirá el 
proceso por sus etapas siguientes. Esta determinación puede ser impugnada 
por medio del recurso de reclamación, pues de acuerdo al art. 51, frac. III, 
establece que procede aquél en contra de las resoluciones dictadas por el mi-
nistro instructor al resolver sobre los incidentes previstos en el art. 12, donde 
se incluye, desde luego, el de nulidad de notificaciones.

VII. En el juicio de amparo, si se alega la nulidad de una notificación, la 
promoción del incidente, según el art. 68 de la Ley de Amparo, debe realizar-
se en la siguiente actuación que se comparezca, es decir, si se realiza después 
de la notificación tildada de inválida, alguna actuación de la parte afectada se 
convalida la notificación, lo que impediría solicitar su nulidad y se trata de un 
incidente que no suspende el procedimiento.

Su tramitación requiere que una vez presentado el incidente con las prue-
bas respectivas, el juzgador dará vista por el término de tres días a las partes 
para que aleguen lo que consideren conveniente u ofrezcan pruebas, transcu-
rrido ese periodo, dentro de los tres días siguientes, se celebrará la audiencia 
en la que se recibirán y desahogarán las pruebas, se oirán los alegatos y se 
dictará la resolución correspondiente, que de resultar procedente se repondrá 
el procedimiento a partir de la actuación anulada.

José Manuel Chavarín Castillo

Incidente de reposición de autos
I. Es el procedimiento que se promueve dentro de un juicio de controversia 
constitucional o acción de inconstitucionalidad que tiene como objetivo reinte-
grar al expediente algún elemento que por cualquier razón desapareció de él.

Puede ocurrir que en el desarrollo del juicio constitucional se extravíe 
o desaparezca alguna parte o la totalidad del expediente por cualquier ra-
zón, sea de forma natural —por ejemplo, un terremoto— o provocada —por 
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ejemplo, que se haya sustraído algún auto o constancia del expediente—, para 
ello, la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en delante Ley Reglamen-
taria) prevé que se pueda promover un incidente con la intención de que las 
piezas perdidas sean repuestas al expediente al cual pertenecen.

II. Por lo que se refiere al órgano que tramita este incidente, la Ley Regla-
mentaria señala que deberán promoverse ante el ministro instructor, a quien, 
en términos del art. 24 de la ley citada, haya sido turnado el asunto, de esta 
forma corresponde al ministro encargado del trámite de la controversia o la 
acción de inconstitucionalidad el conocimiento de los incidentes, pues hay 
que señalar que una vez recibida la demanda ante la oficialía de partes de 
la Suprema Corte, el ministro presidente dicta un acuerdo de radicación y 
turno; así, corresponde al ministro instructor proveer sobre la admisión, y una 
vez sustanciado el procedimiento, elaborar el proyecto de sentencia.

III. La promoción de esta clase de incidentes corre a cargo de las partes o 
sus representes así reconocidos, y puede ordenarse incluso de manera oficiosa 
por el ministro instructor, quien deberá certificar la existencia anterior y la 
falta posterior del expediente o de algún auto, y aunque la ley señala que debe 
presentarse antes del dictado de la sentencia, también se puede válidamente 
promover en la etapa de ejecución de la decisión final si fue en esa etapa en la 
que ocurrió la falta del expediente.

IV. Este incidente es declarado por la Ley Reglamentaria como de espe-
cial pronunciamiento, sin que sea declarado como de previo; sin embargo, 
consideramos que tratándose de un asunto tan delicado como es la pérdida 
del expediente o alguna de sus partes conviene suspender el procedimiento en 
tanto las partes allegan de constancias que permitan continuar con el proce-
dimiento.

V. Por lo que se refiere al trámite del incidente, la Ley Reglamentaria 
solamente señala que se sustanciarán en una audiencia, en la que el ministro 
instructor recibirá las pruebas y alegatos de las partes y emitirá la sentencia; 
sin embargo, previo al señalamiento de la audiencia consideramos que se tie-
ne que aplicar de manera supletoria el primer párrafo del art. 360 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, que señala que con la promoción del inci-
dente se deberá correr traslado a las otras partes por el término de tres días, 
con la finalidad de que tengan oportunidad de manifestar lo que consideren 
pertinente y poder aportar las constancias o copias del expediente extraviado; 
también puede ocurrir que se requiera de la preparación y desahogo de algún 
medio probatorio, para ello, el ministro instructor deberá señalar previamente 
a la audiencia su práctica. Todo ello con la finalidad de dejar preparado el 
procedimiento y repuestos los autos para que pueda desarrollarse la audiencia.

VI. La resolución que decide sobre el incidente tiene el carácter de interlo-
cutoria y se pronuncia en el sentido de declarar que el expediente se encuentra 
completo y se puede continuar con el trámite del proceso. Esta determinación 
puede ser impugnada por medio del recurso de reclamación, pues, de acuerdo 
con el art. 51, frac. III, establece que procede aquél en contra de las resolucio-
nes dictadas por el ministro instructor al resolver sobre los incidentes previstos 
en el art. 12, donde se incluye desde luego el de nulidad de notificaciones.
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Es importante señalar que el ministro instructor cuenta con la facultad de 
realizar investigaciones que considere pertinentes, siempre y cuando no sean 
contrarias al derecho, todo con la intención de encontrar una respuesta a la 
falta el expediente o de sus autos.

VII. Al igual que en los anteriores procesos en el amparo, al advertirse la 
falta de constancias del expediente —arts. 70-72 de la Ley de Amparo— se 
deberá certificar la existencia anterior y la falta posterior, y puede plantearse 
de oficio o a petición de parte, para ello, el juez de amparo requiere a las par-
tes para que un plazo de cinco días, con opción de ampliarse a diez, aporten 
las copias o constancias que obren en su poder; transcurrido el anterior plazo 
se cita a las partes dentro de los tres días siguientes para la celebración de la 
audiencia en la que se elaborará una relación de las constancias aportadas, se 
oirán alegatos y se dictará la sentencia correspondiente.

En términos similares a la controversia y la acción de inconstitucionali-
dad, el juez que conozca del amparo está facultado para realizar las investiga-
ciones pertinentes sobre la falta de las piezas del expediente.

La Ley de Amparo prevé que si existe el expediente electrónico será inne-
cesario la promoción de este incidente, ya que las constancias que lo integran 
se encuentran digitalizadas en archivos electrónicos con el uso de las tecno-
logías que para el caso establezca el propio Consejo de la Judicatura Federal.

José Manuel Chavarín Castillo

Inconstitucionalidad por omisión
Es la infracción a la Constitución cometida por la inactividad del legislador, 
consistente en no legislar en concreto cuando ha recibido un encargo específi-
co, sea por parte del órgano constituyente o por parte del órgano revisor de la 
Constitución, para desarrollar una norma constitucional de eficacia limitada 
que precisa de la intervención del legislador, en un primer momento, para 
alcanzar plena eficacia.

La omisión legislativa es una especie del género omisión normativa, es 
decir, la falta o ausencia de creación de normas jurídicas, en la que puede 
incurrir no solo el legislador sino incluso otros órganos del Estado, como, por 
ejemplo, el Ejecutivo que no emite un reglamento que torne plenamente efi-
caz una ley. Sin embargo, en el discurso cotidiano cuando se hace referencia 
a la inconstitucionalidad por omisión se entiende la inactividad del legislador 
que vulnera la Constitución.

La inconstitucionalidad por omisión implica varios elementos; en un pri-
mer momento, es preciso identificar la omisión del legislador, es decir, resulta 
indispensable precisar en qué momento se configura un “no hacer” o un “no 
legislar” del legislador; en segundo término, se ha de identificar en qué mo-
mento ese “no hacer” del legislador deviene inconstitucional, lo que, a su vez, 
implica el análisis de tres cuestiones diversas: a) la inactividad voluntaria del 
legislador; b) el mandato específico de legislar, y c) la ineficacia de la norma 
constitucional.

En primer término, toda omisión implica abstención de hacer o decir, 
flojedad o descuido del que está encargado de un asunto; en un sentido puni-
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tivo, denota una falta por haber dejado de hacer algo necesario o conveniente 
en la ejecución de una cosa o por no haberla ejecutado. La omisión es el acto 
de omitir, y esta palabra significa dejar de hacer, decir o consignar algo, dejar 
fuera algo, así, una omisión es un “no hacer”, un “no actuar”.

Una característica básica de la omisión es que es un concepto referen-
cial, es decir, no existe una omisión en sí, sino siempre en relación con una 
determinada acción. Por tanto, solo se omite algo en un contexto en el que 
es relevante una actuación determinada, solo se deja de hacer o se omite una 
conducta cuando tal conducta o ese hacer es probable; por ello es que se afir-
ma que detrás de la estructura típica de la omisión hay siempre una norma 
de mandato que obliga a una determinada acción no realizada por el sujeto.

Así, la omisión consiste en la violación a una norma de mandato que 
impone al destinatario la obligación específica de hacer algo en determina-
das circunstancias o condiciones, de donde se sigue que el de omisión es un 
concepto normativo y de referencia a una acción determinada. Por otra parte, 
para la configuración de la omisión se hace necesario atender a la capacidad 
psicofísica y normativa del destinatario, puesto que no se puede exigir una 
conducta a algún sujeto incapacitado física o mentalmente para realizarla, 
como tampoco puede ser exigida una conducta a un sujeto que desconocía 
que estaba obligado a algo. Es por ello que se puede, finalmente, definir la 
omisión como “la inactividad voluntaria frente al deber de obrar consignado 
en la norma”.

Asimismo, la omisión implica un no actuar como se esperaba; un suje-
to solo omite una conducta cuando ésta es probable que se realice, y, en el 
ámbito de lo jurídico, la probabilidad de una conducta deriva tanto de las 
condiciones físicas y psicológicas del destinatario como, fundamentalmente, 
del mandato de una norma que impone el deber de una actuación concreta 
en condiciones específicas.

Cuando se habla de “omisión legislativa” o de “omisión del legislador” se 
pretende indicar que éste, el legislador, no ha actuado como se esperaba que actuara, 
que su conducta empírica y normativamente probable no se ha presentado. 
Y, particularmente en un Estado de derecho, la conducta que se reclama del 
legislador, tanto desde el punto de vista empírico como del normativo, con-
siste en legislar; es decir, crear textos normativos que tengan la categoría de 
leyes. En otras palabras, lo que se espera del legislador es que cree leyes. Así, 
las expresiones “omisión legislativa” u “omisión del legislador” denotan que el 
encargado de dar o crear una ley en particular no lo ha hecho (o lo ha hecho 
en forma deficiente) cuando era esperado o probable que lo hiciera.

Para la configuración jurídica de la inconstitucionalidad por omisión le-
gislativa lo importante no es establecer la existencia o presencia de una omisión 
en sí, empíricamente verificable incluso; lo que de verdad importa es determi-
nar si la omisión puede ser tipificada, es decir, si se está ante la ausencia de una 
conducta debida, si la conducta omitida era mandada por una norma de rango 
constitucional o si una norma constitucional se torna inaplicable por la inacti-
vidad del legislador. Considero que la problemática de la inconstitucionalidad 
por omisión legislativa es fundamentalmente normativa, es decir, no se busca 

www.juridicas.unam.mx                                      Ir a la página del libro
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2014. Poder Judicial de la Federación, Consejo de la Judicatura Federal 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas



710

In
c

o
n

st
it

u
c

io
n

al
id

ad
 p

o
r

 o
m

is
ió

n

castigar al sujeto que omitió la conducta, sino tornar plenamente eficaz una 
norma constitucional.

Lo inconstitucional es aquello que no es constitucional, es decir, que no está 
de acuerdo o conforme a la Constitución. Cuando se habla de inconstitucionalidad 
por omisión legislativa significa que el legislador no actuó, en forma voluntaria, 
frente a un deber específico de legislar consignado en una norma constitucio-
nal; en otras palabras, que el legislador violó el mandato de una norma consti-
tucional que le imponía el deber específico de legislar, pues no lo hizo.

La Constitución está conformada por diversas normas jurídicas, todas 
ellas supremas, pero con un grado de eficacia diferente, puesto que algunas 
normas constitucionales no requieren de alguna intervención posterior para 
ser plenamente eficaces, en tanto que otras normas constitucionales, y su-
premas por tanto, sí requieren de la intervención de un agente que las torne 
cabalmente eficaces, como aquellas que requieren de un desarrollo legislativo 
posterior. Cuando el legislador no actúa, es decir, no legisla y, por lo tanto, no 
desarrolla la Constitución vulnera el principio de supremacía constitucional y 
menoscaba la eficacia plena de la norma suprema.

Las normas constitucionales pueden ser divididas, según el grado de su 
eficacia, en normas de eficacia plena y normas de eficacia limitada; las prime-
ras son aquellas que para convertirse en móvil de la conducta de los sujetos no 
requieren de un desarrollo normativo posterior, sino que son eficaces desde el 
mero momento en que existen; en tanto que las segundas son normas consti-
tucionales que requieren, para su plena eficacia, de un desarrollo normativo 
posterior, tales como las disposiciones normativas que crean órganos o institu-
ciones procesales. Por ejemplo, las llamadas normas constitucionales de prin-
cipio, por definición, serán normas de eficacia plena, en tanto que las llama-
das normas constitucionales programáticas serán normas de eficacia limitada.

En no pocas ocasiones el órgano constituyente o el órgano revisor de la 
Constitución le hace al legislador ordinario algunos “encargos”, es decir, se le 
asigna ya no la tarea genérica de legislar, sino la específica de desarrollar cier-
tos preceptos constitucionales de eficacia limitada, puesto que, dada la previ-
sión explícita o implícita contenida en tales preceptos, resultan de obligatorio 
y concreto desarrollo para que cobren eficacia plena.

Este mandato o encargo al legislador es esencial para que se presente la 
infracción a la Constitución en caso de omisión, puesto que ésta solo será 
relevante desde el punto de vista jurídico cuando exista un precepto jurídico, 
en este caso constitucional, que mande una conducta o acción legislativa es-
pecífica y concreta, y dicha acción o conducta no se verifique. El mandato o 
encargo puede ser implícito o explícito, pero siempre deberá existir.

Al no cumplir con este mandato, es decir, al omitir legislar en lo particular, 
el legislador vulnera la eficacia de una norma constitucional y menoscaba su 
aplicabilidad, la posibilidad de que sea acatada. De esta forma, la infracción 
a la Constitución se puede actualizar no solo en el momento en que el legisla-
dor incumple con un deber específico de legislar en concreto, derivado de un 
mandato o encargo del constituyente o del órgano revisor, sino que se confi-
gura también cuando la falta de eficacia de una norma constitucional que la 
torna inaplicable deriva de la inactividad legislativa.
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Así, la omisión se configura tanto con la verificación del incumplimiento 
del deber específico de legislar en concreto impuesto por el constituyente u 
órgano revisor de la Constitución, como al constatar que la inactividad del 
legislador genera la ineficacia de una norma constitucional específica; de lo 
anterior se infiere que el objeto del control es la consecuencia normativa deri-
vada o producida por la inactividad legislativa.

Carlos Báez Silva

Interés legítimo
I. Concepto. Semánticamente tiene dos acepciones; por un lado, el interés de 
una persona reconocido por el derecho y, por el otro, la situación jurídica que 
se ostenta en relación con la actuación del Estado, que conlleva la facultad de 
exigirle, a través de un procedimiento administrativo o judicial, un compor-
tamiento ajustado a derecho. El fin es que ninguna conducta (acción u omi-
sión) de la administración, y en especial sus consecuencias, quede al margen o 
exenta de un auténtico y efectivo control judicial.

La institución es de cuño jurisprudencial, tendente a la tutela de actos, 
en especial, aquéllos basados en facultades discrecionales y omisiones de la 
autoridad administrativa, donde destaca la indebida prestación de servicios 
públicos que, siendo contrarias al orden jurídico, impliquen un perjuicio cua-
lificado a cierto o algunos sujetos en cualquiera de sus intereses. Por esa razón 
se confiere un poder de exigencia respecto a la legitimidad en el actuar admi-
nistrativo.

Ferrer, en su obra Juicio de amparo e interés legítimo, refiere que es una situa-
ción jurídica activa que se ostenta por relación a la actuación de un tercero y 
que no supone, a diferencia del derecho subjetivo, una obligación correlativa 
de dar, hacer o no hacer, exigible de otra persona, pero sí comporta la facultad 
del interesado de exigir el respeto del ordenamiento jurídico y, en su caso, de 
exigir una reparación de los perjuicios antijurídicos que de esa actuación le 
deriven. En otras palabras, existe interés legítimo, en concreto en el derecho 
administrativo, cuando una conducta administrativa determinada es suscep-
tible de causar un perjuicio o generar un beneficio en la situación fáctica del 
interesado, reconocida o aceptada por el derecho, siendo así que éste no tiene 
un derecho subjetivo a impedir esa conducta o a imponer otra distinta, ni la 
contraparte una obligación correlativa, pero sí a exigir de la administración 
y a reclamar ante los tribunales la observancia de las normas jurídicas cuya 
infracción pueda perjudicarle. En tal caso, el titular del interés está legitimado 
para intervenir en el procedimiento administrativo correspondiente y para 
recurrir o actuar como parte en los procesos judiciales, relacionados con el 
mismo, a fin de defender esa situación de interés.

García de Enterría, citando criterios jurisprudenciales españoles, señala 
que por interés legítimo ha de entenderse, precisamente, un perjuicio que el 
acto cause o un beneficio que de su eliminación resulte al recurrente; concep-
to que la jurisprudencia francesa llama el grief (queja, perjuicio ilegítimamente 
causado, echar en cara, reclamo, consecuencias perturbadoras), entendido 
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como un perjuicio concreto causado al interés, que es lo sustancial y no el 
interés mismo.

Esta observación permite recomponer la actitud del recurrente, no como 
una simple inclinación sino como una reacción frente a un perjuicio que le 
causa el acto u omisión de la administración y, por tanto, tal perjuicio debe 
ser eliminado como resultado o consecuencia de la anulación del acto ilegal, 
de modo tal que se conectan y coinciden el interés subjetivo y la legalidad 
objetiva.

Finalmente, algunos aspectos que será necesario controlar y corroborar 
para afirmar que se está ante la presencia de intereses legítimos desconocidos 
y violados son: la ilegitimidad o inoportunidad del acto u omisión; el interés 
personal del inconforme asociado a una especial situación frente al orden 
jurídico; el círculo definido y limitado de individuos afectados; el interés patri-
monial o moral lesionado.

II. Objeto. Dice Sánchez Morón: “quien impugna un acto en virtud de un 
interés legítimo no ha de limitarse a pretender su anulación, sino que podrá 
pedir también, si procede, el reconocimiento de una situación jurídica indi-
vidualizada, que no será un derecho subjetivo típico, del que carece, pero sí 
puede ser un derecho instrumental de participación en un procedimiento o el 
derecho a una indemnización por los daños y perjuicios que le haya causado 
la actuación ilegal de la Administración”.

Debe destacarse que para tener acceso al procedimiento o vía de impug-
nación correspondiente es necesario acreditar la afectación resentida en la es-
fera jurídica de un interés subjetivo, en virtud de una especial situación frente 
al orden jurídico.

En efecto, es necesario acreditar, por un lado, la actuación ilegítima de 
una autoridad y, por otro, presentar una situación especial o cualificada rela-
cionada con una lesión o principio de afectación a la esfera jurídica en virtud 
de esa especial situación e incidencia en un interés individual o colectivo.

Para obtener una decisión favorable es necesario que durante la secuela 
procesal, la afectación a la esfera jurídica, que justificó instar la vía jurisdic-
cional, subsista, en tanto es una cuestión de procedencia que no debe desapa-
recer.

Una vez emitida la resolución, de ser favorable, se declarará la actuación 
u omisión de la autoridad como ilegítima respecto a un derecho objetivo o 
régimen legal que no fue acatado; además, se ordenará rectificar, enmendar 
o anular esa conducta ilegítima, obteniéndose una satisfacción indirecta del 
interés personal, en la medida que se logra una ventaja legítima al desapare-
cer los efectos y consecuencias de la acción u omisión ilegal de la autoridad.

Correlativamente, la nulidad del acto de la autoridad es susceptible de ge-
nerar un título conducente a obtener una restauración o reparación del daño 
consecuente (pretensión secundaria) derivado de un acto ilegítimo que no se 
tiene obligación jurídica de soportar.

Los efectos de la restitución ordenada serán generales, en tanto que se 
comunican y extienden a todos los individuos o colectivos incididos por los 
efectos de la conducta ilegal.
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En el caso del juicio de amparo, la restitución consiste en obtener el pleno 
disfrute y eficacia de los derechos fundamentales que puedan resultar lesiona-
dos, desconocidos o erosionados, sobre todo aquéllos donde va implícita una 
acción en favor del titular del derecho, acorde a lo que ahora prevé el art. 1o. 
constitucional, dadas las obligaciones del Estado de promover, respetar, pro-
teger, garantizar y reparar los efectos y consecuencias de cualquier violación.

El propósito básico es anular actos ilegales, lo que implica también la 
censura de omisiones ilegítimas, esto sucede cuando la autoridad, estando 
obligada a comportarse de cierta manera, omite la conducta respectiva.

A esa consecuencia básica, tanto en Argentina como en Costa Rica, se 
agrega la posibilidad de plantear pretensiones prestacionales derivadas de 
omisiones en el actuar del Estado, siguiendo caminos ya andados en Europa, 
donde hay precedentes de censura respecto a omisiones ilegítimas, incluso res-
pecto a prestaciones derivadas de derechos económicos, sociales y culturales.

Estas ideas se apoyan en que al estar regulada, legal y constitucionalmente 
la función o actividad administrativa, la disfunción es objeto de cuestiona-
miento y tutela, especialmente cuando se afectan prestaciones que implican 
un mínimo vital al que cualquier administrado tiene derecho y facultad de 
exigir y obtener.

Acreditada la ilegalidad del actuar de la administración, surge el título 
para una eventual y consecuente acción de condena por los efectos y conse-
cuencias tanto de las acciones realizadas como también de prestaciones omi-
tidas, entendida como una justicia retributiva por el grief  (perjuicio concre-
to causado). Resulta así procedente una consecuente acción para instar una 
restitución o reparación, solicitada respecto a intereses propios, cualificados, 
específicos y afectados (individuales, colectivos o difusos) que incidan en el 
denunciante.

III. Legislación e interpretación jurisprudencial. La previsión del interés legítimo 
para el juicio de amparo aparece estipulada en la frac. I del art. 107 consti-
tucional. Es de considerar que el precepto referido contempla, de manera 
disyuntiva, como ingredientes del interés jurídico, necesario para la proceden-
cia del juicio, la titularidad de un: a) derecho subjetivo o b) interés legítimo, ya 
sea individual o colectivo.

Con la inclusión del interés legítimo como condición sustantiva o legiti-
mación ad causam (y su correspondiente incorporación en el art. 5o. de la Ley 
de Amparo vigente) se están generando criterios jurisprudenciales que definen 
el concepto a partir de sus elementos o características definitorias, como la de 
rubro “Interés legítimo. En qué consiste para efectos de la procedencia 
del juicio de amparo” (véase tesis I.4o.A.3 K (10a.)); consistente en otorgar 
un poder de exigencia al justiciable cuando la actuación u omisión de la auto-
ridad administrativa o las consecuencias de dichos actos le genere una afecta-
ción, cuya anulación o declaratoria de ilegalidad le beneficia por hallarse en 
una situación especial o cualificada.

Asimismo, existe un interesante criterio de la Primera Sala de la Suprema 
Corte que abarca tanto el alcance multifacético de los intereses materia de 
tutela, como de la aplicación del concepto afectación indirecta o en virtud de 
su especial situación frente al orden jurídico, de rubro “Interés legítimo. En 
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principio, la falta de éste no es motivo manifiesto e indudable de improce-
dencia del juicio de amparo que conduzca a desechar la demanda cuando 
los padres, en representación de su hijo menor de edad, acuden a combatir 
actos de autoridad dirigidos a afectar los predios de un tercero, de cuyo 
uso se benefician por algún título lícito, y se relacionan con la satisfac-
ción de necesidades sensibles para determinados derechos constituciona-
les” (véase tesis 1a./J. 44/2013).

Sin embargo, no toda la jurisprudencia ha sido consistente y unánime en 
la connotación del concepto, en tanto hay criterios que atribuyen tanto al in-
terés legítimo como al interés jurídico la cualidad de legitimación ad procesum. 
La conclusión es que la evolución jurisprudencial y doctrinal darán cuenta de 
estos aspectos discordantes.

Jean Claude Tron Pëtit

Interés simple
I. Intereses. En sentido común, interés es el juicio formulado por un sujeto acer-
ca de una necesidad, sobre la utilidad, provecho, ganancia o sobre el valor de 
un bien en cuanto sea medio de satisfacción de una necesidad.

Al hablar de intereses se alude a una aspiración o deseo respecto a ciertos 
objetos, bienes, hechos o casos hipotéticos, expectativas, prestaciones o estatus 
que puedan ser anhelados, aprovechados y, en su caso, exigibles.

II. Interés simple. En un contexto jurídico, el concepto de interés simple sur-
ge por la necesidad de distinguir entre éste y los diversos conceptos de interés 
legítimo, intereses colectivos y derecho subjetivo, ya que ser titular de alguno 
de éstos dota de legitimación procesal (interés jurídico) para participar en pro-
cedimientos o para promover una acción judicial, conducente a reparar un 
daño causado u obtener un beneficio.

En este sentido, el interés simple es común, general, perteneciente a cual-
quier persona en relación con el buen funcionamiento de la administración, 
sin que medien daños o pretendidos beneficios, distintos o desiguales a los que 
pudieran afectar a la generalidad de los miembros de la sociedad.

Ferrer Mac-Gregor define al interés simple como el interés general que 
tiene todo miembro de la comunidad en que las autoridades cumplan con las 
normas de derecho objetivo, sin que ese cumplimiento implique un beneficio 
personal. Es el mero interés ciudadano por la legalidad, el cual no faculta 
para accionar al juicio de amparo, sino que únicamente permite la denuncia 
o la acción popular cuando las leyes lo permiten, en tanto que no requiere de 
una condición precisa o de una cualificación subjetiva especial.

III. Daño cualificado. Se dice que un daño es cualificado cuando el agravio 
que sufre el sujeto es diferenciado respecto de la situación en que se hallan las 
demás personas, incidiendo destacadamente en cierto individuo o un círculo 
limitado de personas en virtud de su especial situación frente al orden jurídico.

Sánchez Morón precisa que la afectación cualificada —elemento esencial 
del interés legítimo— lo distingue del interés simple.

Ese perjuicio especial es un concepto jurídico indeterminado que debe 
implicar un aspecto de seriedad procesal, en razón de provocar un daño o 
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privar de un beneficio, pero de carácter propio, real, personal, directo, actual 
o potencial —aunque no meramente hipotético—, que incida en un interés 
económico, profesional, político o inclusive intelectual o moral, o de cualquier 
otra naturaleza.

Esta diferencia de matices en el grado de intensidad o cualidad en razón 
de la afectación especial y peculiar marca la esencia de la clase distinguible.

En este sentido viene al caso citar la Ley Federal de Responsabilidad Pa-
trimonial del Estado que recoge esta institución en los términos siguientes:

“Artículo 4o. Los daños y perjuicios materiales que constituyan la lesión 
patrimonial reclamada, incluidos los personales y morales, habrán de ser rea-
les, evaluables en dinero, directamente relacionados con una o varias personas, 
y desiguales a los que pudieran afectar al común de la población” (cursivas añadidas).

Es así que se habla de interés legítimo en el supuesto de que una medida 
administrativa —otorgar a una empresa una licencia para construir un gran 
centro comercial, aun cuando ninguna ley lo prohíba—, pueda afectar de ma-
nera cualificada y con especial énfasis o intensidad a los pequeños comercian-
tes de la localidad, a quienes la competencia de una gran superficie comercial 
podría originar pérdidas de beneficios; de manera análoga puede incidir en 
el propietario de la parcela colindante, para quien el nuevo centro será una 
fuente de ruidos y molestias, o los integrantes de una asociación de vecinos al 
reclamar que el terreno se destine a un hospital.

Lo mismo puede ocurrir con los usuarios de un servicio que por defi-
ciencias de gestión devenga en ineficiente; pero sin que abarque o incluya a 
todos los ciudadanos o habitantes. Surge así una distinción o diferencia entre 
la universalidad de personas, con un interés simple y el colectivo perjudicado 
de un modo desigual.

En la mayoría de los ordenamientos jurídicos no se habla de interés sim-
ple; sin embargo, su noción surge, por exclusión, al exceder los límites que co-
rresponden ya sea al interés legítimo o a los intereses colectivos, que incluyen a 
los difusos, mereciendo una tutela distinta y privilegiada por llevar implícita la 
afectación cualificada. Es así que el interés simple ha sido desarrollado por 
la jurisprudencia nacional y extranjera, especialmente en los Estados Unidos 
de América, España y varios países latinoamericanos, donde destaca la cuali-
dad de ser un interés amplio, general, vago e impreciso, ya que de ser satisfe-
cho acarrea un provecho o utilidad universal, pero sin habilitar el ejercicio de 
acciones restitutorias como las que devienen al existir interés legítimo.

Cabe destacar la tesis 1a. XLIII/2013 (10a.) de rubro: “Interés legítimo 
en el amparo. Su diferencia con el interés simple”, en la que se advierte que 
un interés simple o jurídicamente irrelevante es entendido como el que puede 
tener cualquier persona por alguna acción u omisión del Estado, pero que en 
caso de satisfacerse no se traducirá en un beneficio personal para el interesa-
do, pues no supone afectación a su esfera jurídica en algún sentido.

También resulta ilustrativa la tesis aislada I.4o.A.1 K (10a.) identificada 
con el rubro: “Interés jurídico e interés simple. Sus diferencias para efec-
tos del amparo”, en la que se explica el interés simple como la situación en 
que solamente se aduzca la pérdida del beneficio o ventaja, ya sea fáctica 
o material, y no derive de una actuación irregular de la autoridad, que no 
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faculta al particular para exigir una determinada prestación, de manera que 
no es susceptible de tutela judicial, sino que únicamente permite formular 
peticiones o denuncias.

Asimismo, la tesis aislada IX.20.2 A (10a.) cuyo rubro es: “Interés legí-
timo en el juicio de amparo. Carece de él quien ostentándose únicamente 
como ciudadano del estado de San Luis Potosí, reclama la determinación 
que aprueba la reincorporación de un magistrado del Supremo Tribu-
nal de Justicia a sus labores después de que, con motivo de una licencia, 
ocupó el cargo de secretario de Despacho en el gobierno local, porque 
aduce que debido a este nombramiento dejó de cumplir con el requisito 
previsto en el artículo 99, fracción VI, de la Constitución Política de la 
entidad”, establece sustancialmente que el interés simple es un interés general 
que tiene todo miembro de la comunidad en que las autoridades cumplan con 
las normas de derecho objetivo, sin que ese cumplimiento implique un benefi-
cio personal. Es el mero interés ciudadano por la legalidad, el cual no faculta 
para accionar el juicio de amparo, sino que únicamente permite la denuncia 
o la acción popular.

En conclusión, para que un pretendido interés no sea reputado como 
simple deben concurrir los siguientes requisitos:

a) Especial posición cualificada de la persona o colectivo recurrente;
b) Círculo de intereses individual o colectivo afectado, distinto de uno 

general o universal;
c) Un interés propio, distinto del de cualquier persona;
d) Conveniencia o provecho específicos de ser acogida la pretensión;
e) Utilidad real, específica y diferenciada para el recurrente o interesado, 

es insuficiente un agravio vago o impreciso;
f) No es necesaria la afectación a un derecho subjetivo ni a la esfera jurídi-

ca del particular o colectivo, basta el perjuicio cualificado, y
g) El orden jurídico debe estipular un reconocimiento mayor que formu-

lar una simple denuncia, estableciendo un poder para exigir algo específico en 
favor del interés particular o colectivo lesionado.

IV. Acción popular. Se habla de acción popular, como una institución vecina 
del interés simple, cuando la ley permite cuestionar un acto, a cualquier per-
sona o ciudadano, sin exigirle requisitos o condiciones.

Su antecedente se remonta a Roma y servía para que cualquier persona 
pudiera controvertir la afectación o daño a intereses públicos, intereses del 
populus, aunque sin incluir o abarcar los individuales.

En ese sentido, existe la acción popular en Colombia, resultando idónea 
para la protección de bienes de uso o titularidad pública, en cuanto se relacio-
nan con el patrimonio, el espacio, la seguridad, la salubridad pública, la moral 
administrativa, el ambiente, la libre competencia y otros de similar naturaleza 
que se definan por el legislador.

El objetivo no es lograr la reparación o indemnización por un daño oca-
sionado en razón de una acción u omisión de las autoridades o de los parti-
culares, respecto de intereses individuales o colectivos, sino que se contrae a 
bienes de titularidad pública con una finalidad meramente preventiva —para 
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evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o 
agravio sobre los derechos e intereses públicos o restituir las cosas a su estado 
anterior— cuando fuera posible.

Algunas de sus peculiaridades son que cualquier ciudadano las puede uti-
lizar para impugnar un acto lesivo para el interés general y no es necesario 
invocar la lesión de un derecho, interés legítimo o acreditar la existencia de 
un daño cualificado.

La acción popular se reconoce en el derecho administrativo español, en 
ciertos casos concretos y excepcionales, como la defensa de la legalidad urba-
nística, del patrimonio histórico-artístico o de la legislación de costas.

En el caso de México hay un claro ejemplo de una figura atípica, en el 
apartado A, frac. III, del art. 6o. constitucional, que faculta a toda persona 
para acceder a información pública, datos personales o a su rectificación.

Pero además, existen diversas leyes que contemplan la denuncia popular, 
como ejemplo, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente que, en sus art. 189-204, contempla un procedimiento de denuncia 
popular en el cual dota de facultad a toda persona, grupos sociales, organi-
zaciones no gubernamentales, asociaciones y sociedades para denunciar, ante 
la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente o ante otras autoridades, 
todo hecho, acto u omisión que produzca o pueda producir desequilibrio 
ecológico o daños al ambiente o a los recursos naturales, o contravenga las 
disposiciones de la ley y de los demás ordenamientos que regulen materias 
relacionadas con la protección al ambiente y la preservación y restauración 
del equilibrio ecológico.

Asimismo, la Ley Federal de Protección al Consumidor, en su art. 97, con-
templa que cualquier persona podrá denunciar ante la Procuraduría Federal 
del Consumidor las violaciones a las disposiciones de dicha ley, de la Ley Fe-
deral sobre Metrología y Normalización, normas oficiales mexicanas y demás 
disposiciones aplicables.

Jean Claude Tron Pëtit

Interés superior del niño
El interés superior del niño es un concepto consagrado inicialmente en la De-
claración de los Derechos del Niño de 1959, la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las formas de Discriminación contra la Mujer y, posteriormente, 
en la Convención sobre los Derechos del Niño (art. 3o., párrafo I; art. 9o., fracs. 
I y III; art. 18, frac. I; art. 21, frac. I; art. 37, frac. III; art. 40, frac. VII). La 
Convención Americana sobre los Derechos Humanos también reconoce este 
concepto en los arts. 17, frac. IV, y 19. Dentro del ordenamiento jurídico mexi-
cano, este derecho se encuentra plasmado en el art. 4o. constitucional, así como 
en la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 
Este principio se vincula con el principio de dignidad que sitúa al niño, niña 
o adolescente como persona titular de los derechos reconocidos en la Conven-
ción, “separándolo definitivamente de la esfera de inmunidad paterna”.

El interés superior del niño, niña o adolescente es uno de los principios 
rectores de la Convención sobre los Derechos del Niño. Se le considera el 
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principio “rector-guía” de la misma, es decir, con base en él deben entenderse 
el resto de los derechos reconocidos en ella. El propósito de este concepto es 
garantizar el goce pleno y efectivo de los derechos reconocidos en este ins-
trumento internacional y el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, psi-
cológico y social del niño. El Comité de los Derechos del Niño ha señalado 
que la determinación por un adulto de lo que es interés superior del niño no 
puede primar sobre el goce de todos los derechos del niño contenidos en la 
Convención.

El Comité señaló que el interés superior del niño es un concepto triple:
1. Derecho sustantivo: el derecho a que el interés superior del niño sea 

una consideración primordial y se tome en cuenta al momento de la ponde-
ración de distintos intereses al adoptar cierta decisión. La Convención sobre 
los Derechos del Niño establece una obligación intrínseca para los Estados 
de aplicación directa de este principio, que es invocable frente a los órganos 
judiciales;

2. Principio jurídico interpretativo fundamental: se elegirá la interpreta-
ción que satisfaga más ampliamente el interés superior del niño.

3. Norma de procedimiento: el proceso de toma de decisiones debe incluir 
siempre una consideración de las posibles repercusiones, tanto positivas como 
negativas, de la decisión en el desarrollo del niño. La justificación de las deci-
siones deberá establecer que se tomó en cuenta el interés superior del infante.

El concepto de interés superior no es unívoco, sino dinámico, ya que su 
contenido se reinterpreta de manera diferente para cada niño o niña, a partir 
de su estado particular, considerando diversos aspectos como: su situación 
particular, su desarrollo, su contexto cultural y social, y las necesidades pro-
pias del niño, entre otros.

Miguel Cillero plantea que la noción de interés superior es una garantía 
que se traduce en que “los niños tienen derecho a que antes de tomar una 
medida respecto de ellos, se adopten aquellas que promuevan y protejan sus 
derechos y no las que los conculquen”. Este principio contiene, sin embargo, 
elementos mínimos, como son: el derecho a la protección, es decir, todo niño, 
niña o adolescente debe ser protegido contra toda forma de sufrimiento, abu-
so o descuido, incluidos el descuido físico, psicológico, mental y emocional. 
Por otro lado, el concepto establece que se debe garantizar la posibilidad de 
desarrollo armonioso, es decir, que el niño tenga derecho a crecer en un am-
biente sano y con un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, 
espiritual, moral y social.

Carlos Pérez Vázquez

Intereses difusos
A partir de lo que en esencia dispone el art. 580 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, se entiende por intereses difusos aquéllos de natura-
leza indivisible, cuya titularidad corresponde a una colectividad de personas 
indeterminada, relacionadas por circunstancias de hecho comunes, ligadas en 
virtud de una pretensión de goce, por parte de cada una de ellas, respecto de 
una misma prerrogativa. Ejemplos claros son el derecho a un medio ambiente 
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sano, a que no exista publicidad engañosa o la eficiencia de los servicios públi-
cos, y se conciben como una especie del género derechos o intereses colectivos 
(lato sensu).

Los titulares son usuarios de ciertos servicios o quienes disfrutan de bienes 
públicos o colectivos, preferentemente grupos vulnerables, discriminados, no 
organizados con asimetrías en cuanto a información o en relación con otras 
situaciones.

Son indivisibles, ya que la satisfacción de un fragmento o porción de inte-
rés que atañe a cada individuo se extiende, por naturaleza, a todos; del mismo 
modo que la lesión a cada uno afecta simultánea y globalmente a todos los 
integrantes del conjunto comunitario.

Obedecen a una evolución del principio de tutela judicial efectiva, que va 
más allá de los intereses individuales para comprender también, como dignos 
de protección, los intereses que en un determinado caso afectan a personas de 
manera colectiva, difusa o indiferenciada, incluyendo a grupos o categorías 
enteras de personas.

Algún sector de la doctrina los identifica con derechos fundamentales de 
2a. y 3a. generación, cuyo fundamento puede ser la igualdad, solidaridad y 
dignidad, incluso desde una perspectiva internacional, y facultan a una colec-
tividad para ejercer pretensiones o poder de exigencia con el fin de imponer 
pretensiones de hacer, no hacer o dar, instituidas para la defensa de intereses 
supraindividuales e indivisibles. Por lo general, dentro de los bienes tutelados 
se consideran aquéllos esenciales de la vida.

Comenta Gidi que el derecho difuso es de naturaleza transindividual e in-
divisible, y pertenece a un grupo indeterminado de personas que previamente 
no estaban vinculadas, pero que ahora están relacionadas únicamente por 
circunstancias de hecho en razón de una situación específica.

Cruz Parcero considera que en el análisis de los derechos o intereses de-
ben tomarse en cuenta tres elementos (titular, objeto y destinatario), lo que 
da origen a una definición relacional triádica. En ese sentido, resulta que los 
derechos o intereses pueden tener el calificativo de colectivos en razón de: 
a) sujetos titulares, siendo supraindividuales por corresponder a un conglo-
merado y ser imposible reducirlos o descomponerlos a la suma de derechos 
individuales, ya que su violación afecta a todo el grupo como entidad con 
identidad propia, y b) objeto, entendiendo por tal un bien, cosa, servicio o 
prestaciones tutelados que tengan el carácter de colectivo por tratarse de un 
bien indivisible o público.

I. Daño o amenaza. A diferencia del daño requerido en el interés jurídico, 
fundado en un derecho subjetivo o en un interés legítimo, en el interés difuso 
el grado de afectación efectiva se debilita o minimiza, llegando al extremo 
de no exigir un daño real (materia ambiental), bastando un eventual peligro 
que determine asumir medidas de protección, atendiendo a los principios de 
prevención, precaución y sufragar el costo de externalidades.

Es así que el grado de afectación real exigido dependerá de situaciones 
concretas y la correlación con bienes o valores que en materias específicas se 
tutelan, dependiendo de si la magnitud del menoscabo aconseje imponer re-
ferentes para limitar la legitimación, como pueden ser la vinculación espacial 
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en el caso de la prestación deficiente de un servicio (la falta de desagües en un 
barrio no parece legitimar al habitante de otro), los efectos del hecho (hasta 
dónde llega el daño por la liberación de toxinas en la atmosfera), el carácter 
con que acudan los sujetos (consumidores o usuarios, incluso probables); en 
todo caso, siempre es necesaria la lesión o posible afectación diferenciada del 
sujeto titular que pueda distinguir este tipo de intereses respecto del mera-
mente simple.

II. Instituciones afines o relacionadas. Un mismo hecho puede menoscabar 
intereses difusos (indivisibles) al propio tiempo que derechos individuales 
homogéneos (divisibles), siendo un ejemplo la afectación al medio ambiente 
(típicamente indivisible), pero que afecta también prerrogativas individuales 
escindibles (costo de tratamiento de personas afectadas por emanaciones tóxi-
cas o saneamiento de un determinado terreno contaminado).

Por tal motivo, bajo el concepto de acciones colectivas se hace referencia 
a medios procesales y de tutela para una pluralidad de intereses, no solo de 
carácter colectivo sino también derechos de incidencia colectiva, como lo es la 
figura de los derechos individuales homogéneos, de carácter divisible, que por 
razones de estricta conveniencia, y no de necesidad lógica, tornan propicio un 
tratamiento concentrado, además de carecer los afectados de incentivos para 
intentar acciones individuales, bastando una pluralidad relevante de sujetos 
incididos aunque los derechos sean divisibles (consumidores), tal es el caso 
de regulaciones en países como México, Argentina, Brasil y Estados Unidos.

En estos casos la decisión puede resultar disyuntiva: a) detener o remediar 
la afectación colectiva de carácter indivisible (casos de publicidad engañosa o 
emisión de contaminantes) y b) restituir o reparar daños individuales y divi-
sibles.

III. Legitimación para hacerlos valer. En cuanto a la formulación o expresión 
de estos intereses, además de citar los derechos u objetos que protejan, es 
indispensable tener bien claro cuáles son los valores esenciales o fines que se 
pretenden satisfacer, a fin de poder establecer su relación directa con el caso 
y las específicas circunstancias de lesión para proveer la mejor alternativa de 
tutela práctica y efectiva y de reparación. De no ser así pueden devenir en 
meras “declamaciones” vacías de contenido. Por tanto, debe atenderse a los 
derechos fundamentales incididos, a los grupos o sectores afectados, en espe-
cial cuando sean vulnerables, desprotegidos, carentes de organización o se 
ubiquen en situaciones asimétricas de manera que exijan especiales pondera-
ciones para acercar las decisiones a los fines de equidad más factibles.

En el sistema jurídico de los Estados Unidos, en principio, solo se en-
cuentran legitimados para accionar en defensa de derechos colectivos aque-
llos sujetos que puedan demostrar que la conducta cuestionada les produce 
un daño personal y actual, así como que la sentencia a dictarse resultará útil 
para poner fin a tal situación —standing o standing to sue—, semejante al daño 
cualificado en el sistema mexicano (véase interés simple e interés legítimo).

El estado actual de la regulación es que la legitimación variará depen-
diendo de criterios judiciales, de los intereses y derechos invocados y de la 
pretensión deducida.
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Por tanto, los criterios pretorianos deben ocuparse y atender a conseguir 
o construir, en casos específicos, las mejores alternativas de legitimación, tu-
tela, remediación y, en general reparación, tanto colectiva como individual, 
sobre la base del equilibrio de intereses y razonabilidad de consecuencias en 
el control judicial.

Estos derechos o intereses, siguiendo algunas ideas de Ferrer, presentan 
una o varias de las siguientes peculiaridades:

a) No se ubican en el derecho público ni en el privado, sino en el social, 
incidiendo sobre agrupaciones o sectores desorganizados cuyos miembros se 
desconocen entre sí y donde quienes los forman pueden entrar y salir del gru-
po o desubicarse en cualquier momento.

b) Otra peculiaridad es una específica (cualificada) afectación en compa-
ración con la sociedad en general, analizándose el grado en cada caso con-
creto.

c) Resultan afectados o incididos de manera diferenciada por una exter-
nalidad negativa.

d) Es difícil codificarlos, por lo que aparecen dispersos en varias norma-
tivas.

e) Protegen muy variados intereses no solo patrimoniales, sino fundamen-
talmente valores morales, culturales, estéticos, de salud, etcétera, o bienes 
como el agua y el aire que no están en el comercio y son bienes públicos.

f) Parecen formar parte del derecho administrativo pero lo desbordan.
g) Resulta casi imposible determinar las calidades exactas o inmutables de 

los sujetos y, por ende, definir las relaciones entre titular y destinatario, o entre 
sujetos activos y pasivos.

h) La tutela judicial implica idear nuevos conceptos de instituciones como 
legitimación, representación, garantía, pero también suplencia en pretensio-
nes y pruebas, emplazamientos masivos a sujetos indeterminados, cosa juzga-
da, etcétera.

Jean Claude Tron Pëtit

Internet (derecho al)
Los orígenes operativos de lo que hoy conocemos como Internet se remontan 
a finales de la década de los sesentas, durante la época de la llamada “guerra 
fría”, que surgió como un proyecto militar fundamentalmente defensivo en 
los Estados Unidos.

Además de ser Internet un fenómeno técnico de carácter mundial, tam-
bién lo es a otros niveles, dentro de los que destacan el económico, político, 
cultural, educativo, psicológico y por supuesto el jurídico.

En la Resolución A/HRC/20/L.13 del 5 de julio de 2012, el Consejo de 
Derechos Humanos de la ONU, basado en los informes del Relator Especial 
sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y de 
expresión, presentados al propio Consejo y a la Asamblea General, se señala 
que los derechos de las personas también deben estar protegidos en Internet, 
en particular la libertad de expresión, que es aplicable sin consideración de 
fronteras y por cualquier procedimiento que se elija, de conformidad con el 
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art. 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y del Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos, reconociendo la naturaleza mundial 
y abierta de Internet como fuerza impulsora de la aceleración de los progresos 
hacia el desarrollo en sus distintas formas, exhortando a los Estados a que 
promuevan y faciliten el acceso a Internet y la cooperación internacional, 
comprometiéndose a seguir examinando la promoción, la protección y el dis-
frute de los derechos humanos, incluido el derecho a la libertad de expresión, 
en Internet y en otras tecnologías, así como la forma en que Internet puede 
ser un importante instrumento para el desarrollo y para el ejercicio de los de-
rechos humanos, de conformidad con su programa de trabajo.

En el actual Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 en la Meta Nacional 
“México Próspero”, en una de sus estrategias y línea de acción transversal, se 
señala la necesidad de “incrementar el número de usuarios del Internet” en 
México.

La reforma constitucional a la CPEUM, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación del 11 de junio de 2013, entre otros rubros, señala en el art. 6o., ter-
cer párrafo, que “El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías 
de la información y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y 
telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e internet”.

Por otra parte, y en ese mismo art., el apartado B, frac. I, señala que “El 
Estado garantizará a la población su integración a la sociedad de la informa-
ción y el conocimiento, mediante una política de inclusión digital universal 
con metas anuales y sexenales”.

Por otro lado, el art. Décimo Cuarto Transitorio de dicha reforma men-
ciona que, entre otras metas de la política pública gubernamental en materia 
de TIC, por lo menos 70% de todos los hogares y 85% de todas las micros, 
pequeñas y medianas empresas a nivel nacional, deben contar con accesos a 
Internet con una velocidad real para descarga de información de conformi-
dad con el promedio registrado en los países miembros de la OCDE.

Finalmente, se señala que el Ejecutivo Federal realizará las acciones ten-
dientes a garantizar el acceso a Internet de banda ancha en edificios e instala-
ciones de las dependencias y entidades de la administración pública federal, y 
que las entidades federativas harán lo propio en el ámbito de su competencia.

Julio Téllez Valdés

Interpretación comparada
Interpretare significa ascrivere un significato a una proposizione. La scienza 
giuridica, si occupa in particolare di quel tipo di interpretazione avente ad 
oggetto proposizioni deontiche. Lo sviluppo del costituzionalismo e la rapida 
diffusione dei sistemi di controllo di costituzionalità a livello mondiale hanno 
portato la dottrina pubblicistica a elaborare teorie che distinguono, sulla base 
di parametri differenti, l’interpretazione giuridica in generale, da quella co-
stituzionale. Di volta in volta, la specificità dell’interpretazione costituzionale 
è stata individuata nel suo oggetto (norme vaghe, indeterminate, ideologiche 
e/o principi); nei suoi interpreti (le Corti costituzionali in primis); nel prodotto 
dell’interpretazione, ossia nel fatto che esso stesso diventi oggetto e determini 
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il carattere di superiorità della Costituzione (Troper), secondo la nota formula 
della Corte statunitense nel caso Cooper v. Aaron, 358 US 1 (1958): «the inter-
pretation of  the Fourteenth Amendment enunciated by this Court in the 
Brown case is the supreme law of  the land»; nei criteri o canoni interpretativi, 
evidenziando il particolare ruolo che giocano il principio di ragionevolezza e 
la tecnica del bilanciamento all’interno del giudizio di costituzionalità delle 
leggi.

Da Savigny in poi, la dottrina continua a discutere in merito all’esatto nu-
mero dei canoni di interpretazione e alla loro operatività. Alexy, ad esempio, li 
divide in sei gruppi: interpretazione semantica, genetica, storica, sistematica, 
teleologica, per finire con quella comparativa. Anche Häberle afferma che 
la comparazione assurge oggi a quinto metodo interpretativo, dopo i classici 
criteri grammaticale, logico, storico e sistematico. Anche il giudice emerito 
della Corte suprema israeliana Barak ritiene la comparazione utile al fine di 
scegliere tra i diversi significati possibili di una disposizione costituzionale, 
integrato con i criteri semantico e teleologico, qualora ci sia nelle diverse Co-
stituzioni un richiamo ai valori di una società democratica o una comune base 
ideologica e/o di valori fondamentali.

Il punto merita particolare attenzione in quanto si tratta di un argomento 
che ha generato un acceso dibattito in dottrina e fra gli stessi giudici, rive-
lando una delle frontiere d’uso della comparazione giuridica. Nonostante le 
primissime battute di questo dialogo siano state scritte da giuristi tedeschi, è 
nell’ambito del Common Law che si comincia a parlare, negli anni ’90, di transju-
dicial communication, transnational conversation e judicial dialogue, negli scritti di autori 
come A. Slaughter, C. McRudden e S. Choudhry, con riferimento all’uso, da 
parte delle Corti costituzionali e supreme, dell’argomento di diritto comparato, 
o più modestamente al richiamo alla giurisprudenza e al diritto stranieri nelle 
sentenze, al fine di risolvere questioni di costituzionalità delle norme. Ciò non 
è un caso, e appare del tutto comprensibile, alla luce della maggiore abitudine 
dei common lawyers al confronto con giurisprudenza di altri Paesi nell’ambito del 
Commonwealth, in applicazione del sistema del precedente.

Più o meno negli stessi anni, il dibattito assume una portata concreta nello 
scontro a colpi di opinioni di maggioranza, opinioni dissenzienti e dibattiti ac-
cademici fra i giudici Scalia e Breyer, rispettivamente contro e a favore dell’u-
so del diritto straniero come argomento interpretativo nella soluzione di casi 
di costituzionalità, iniziato nel caso Printz v. U.S. del 1997 e che si inserisce 
nell’ambito della più ampia disputa fra originalists e constructivists sull’interpre-
tazione costituzionale. Sporadici riferimenti al diritto straniero si potevano 
già trovare nella giurisprudenza della Corte Suprema, ma è con la sentenza 
Knight v. Florida del 1999 che l’uso della comparazione da parte delle Corti 
diventa un vero e proprio caso, giudiziario e politico, arrivando a conquistare 
eco internazionale. Nella sua dissenting opinion, infatti, il giudice Breyer arriva 
a citare in maniera quanto mai provocatoria, oltre a giurisprudenza del Privy 
Council, della Corte Suprema canadese, di quella indiana e della Corte euro-
pea dei diritti dell’uomo, una sentenza della Corte Suprema dello Zimbab-
we, al fine di sostenere la sua posizione circa l’illegittimità costituzionale della 
pena di morte eseguita dopo un lungo periodo di detenzione in carcere. Se in 
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Knight i cavalieri dell’uso della comparazione si erano trovati in minoranza, 
importanti sentenze successive hanno visto l’ampio utilizzo del richiamo a casi 
e diritti stranieri per argomentare le scelte della Corte in merito, ad esempio, 
all’illegittimità costituzionale della penalizzazione della sodomia (Laurence v. 
Texas del 2003) e della pena di morte ai minori (Roper v. Simmons del 2005).

Conseguenza politica eclatante di questo (ab)uso del diritto straniero sono 
state le ripetute proposte di legge alla Camera e al Senato, mai approvate, 
circa l’imposizione del divieto di citazione del diritto straniero nell’interpre-
tazione della Costituzione (ad es., S.Res. 92 (2005) «Resolved, That it is the 
sense of  the Senate that judicial interpretations regarding the meaning of  
the Constitution of  the United States should not be based in whole or in part 
on judgments, laws, or pronouncements of  foreign institutions unless such 
foreign judgments, laws, or pronouncements inform an understanding of  the 
original meaning of  the Constitution of  the United States»), arrivando addi-
rittura a proporre l’impeachment del giudice in caso di violazione del divieto.

Gli studiosi hanno poi successivamente ampliato il campo di indagine, 
creando una tassonomia fra Corti meno inclini all’uso di questo canone (come 
Francia, Italia o Germania) e Corti che addirittura trovano un fondamento 
positivo nella Costituzione quanto all’utilizzo del diritto straniero (come l’art. 
39 della Costituzione sudafricana, che legittima la Corte costituzionale all’u-
so del diritto straniero —foreign law— nell’interpretazione del Bill of  Rights) o 
Corti per cui ciò rappresenta un tratto genetico, in quanto giurisdizioni tenute 
ad applicare anche il diritto prodotto dalle tradizioni comuni dei vari Stati 
(come la Corte europea dei diritti o la Corte penale internazionale) (Groppi-
Ponthoreau).

Tuttavia, al di là degli studi che rilevano il fenomeno attraverso l’analisi 
del dato giurisprudenziale, occorre concentrarsi sulle ricerche di secondo gra-
do, ossia sulle riflessioni che cercano di inserire questo fenomeno nell’ambito 
di una teoria dell’argomentazione costituzionale.

M-C.Ponthoreau, pur riconoscendo che l’argomento comparativo realiz-
za quella funzione sovversiva, di maggiore conoscenza e critica del diritto in-
terno che essa stessa aveva attribuito alla comparazione, riconosce che ci sono 
diversi problemi nel ricorso al diritto comparato all’interno dell’argomenta-
zione costituzionale, fra cui la manifestazione di eccessivo potere discrezionale 
del giudice nella scelta dei precedenti da citare (cherrypicking) e il rischio della 
decontestualizzazione della citazione.

De Vergottini precisa come il mero richiamo al diritto straniero non co-
stituisca “comparazione” in senso stretto, essendo utilizzato nell’argomenta-
zione alla stregua di un dato di fatto, come per altri elementi extragiuridici, e 
non come fonte del diritto. Oltre a negare che il fenomeno possa descriversi 
nella forma di “dialogo”, mancando la reciprocità nella comunicazione, l’au-
tore distingue il diverso ruolo che il richiamo al diritto straniero può svolgere 
nell’argomentazione del giudice: semplice menzione, come forma di orna-
mento o erudizione discorsiva; argomento comparativo, qualora il giudice 
attraverso la comparazione sostenga una determinata interpretazione della 
disposizione costituzionale interna. In questo caso la forma di giustificazione 
esterna si mescola con quella che rinvia all’utilizzo dei precedenti, a sua volta 
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legata all’argomentazione dogmatica. Non è un caso che tra i frutti delle ricer-
che sull’uso del diritto comparato e straniero da parte delle Corti ci sia anche 
l’apertura di nuovi campi di indagine che si prefiggono di analizzare il peso 
del richiamo alla dottrina giuridica straniera nei processi di giustificazione da 
parte delle stesse Corti (Pegoraro). Infine, si ha vero e proprio giudizio compa-
rativo quando dalla comparazione fra diverse norme costituzionali straniere 
si trae il principio di diritto per risolvere la questione. Mentre numerosi sono 
i casi di utilizzo del diritto straniero della prima specie, molto minori sono i 
casi di argomentazione comparativa e scarsissimi quelli di giudizio compara-
tivo, per cui l’uso dell’espressione “dialogo fra Corti” andrebbe senza dubbio 
ridimensionato.

Silvia Bagni

Interpretación constitucional
La interpretación constitucional es la atribución de sentido a las disposiciones 
contenidas en el texto constitucional, realizada, en última instancia, por los 
jueces y tribunales constitucionales, sobre la base del principio de supremacía 
constitucional, atendiendo a los derechos humanos y a las transformaciones 
de la realidad constitucional.

El propio término “interpretación” es ambiguo y se distingue entre un 
sentido “estricto”, referido a la aclaración o atribución de significado a una 
expresión, y otro “amplio”, relacionado con el conjunto de operaciones ne-
cesarias para resolver un litigio, entre otras, la eliminación de antinomias, la 
integración de lagunas y la ponderación. De igual forma, se distingue entre 
interpretación “en abstracto” de un enunciado, y calificación o interpretación 
“en concreto” de un supuesto de hecho para subsumirlo en una “norma” 
previamente identificada. Supone también un acto cognoscitivo, decisorio o 
creativo, a partir de la distinción entre enunciados normativos (disposiciones) 
y significados de esos enunciados (normas).

La interpretación constitucional implica tanto una actividad hermenéuti-
ca, como el resultado interpretativo de la misma, entendida como un procedi-
miento argumentativo “racional y controlable” en términos de Konrad Hesse. 
En cuanto tal, reviste una gran importancia en el modelo de Estado consti-
tucional contemporáneo, no solo por tratarse de una labor consustancial al 
ejercicio de la jurisdicción, en particular de los tribunales constitucionales u 
órganos similares, sino porque las reglas y principios constitucionales cons-
tituyen los principales parámetros de validez de la legislación y los criterios 
interpretativos del conjunto del ordenamiento jurídico. En última instancia, 
como lo destacan, entre otros, Manuel Atienza y Raúl Canosa, constituye una 
forma de racionalizar y controlar el ejercicio del poder a través de la razón 
jurídica expresada en argumentos interpretativos.

El tema de la interpretación constitucional es problemático en múltiples 
aspectos. En particular, respecto de los sujetos participantes, significación, ob-
jeto y métodos, así como en su relación con la doctrina del control judicial 
de convencionalidad. Uno de los problemas centrales estriba en que, como 
lo apunta Jon Elster, la Constitución por sí misma “no resuelve nada, a me-
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nos que esté dotada de un sistema de interpretación y aplicación”. En efecto, 
dada la indeterminación parcial del derecho, y atendiendo al principio de 
inexcusabilidad, la adjudicación constitucional supone aplicar e interpretar 
la Constitución para solucionar problemas que, en principio, no admiten una 
única solución posible. Problemática que se representa en cuestión de grados, 
distinguiendo entre casos “difíciles” o “fáciles”, atendiendo a las dudas inter-
pretativas que plantean.

Muchos de los denominados “casos difíciles” se originan a partir de la in-
determinación de sus premisas normativas y, por ende, requieren de su inter-
pretación. Entre las fuentes de indeterminación semántica del derecho están 
los problemas de ambigüedad y vaguedad, así como la falta de consistencia 
normativa, que se traduce en antinomias. Otra dificultad radica en las incon-
sistencias derivadas de reformas constantes a la Constitución que extienden, 
en ocasiones de manera excesiva, su contenido reglamentario, y, en particular, 
a partir del carácter abierto y abstracto de su contenido, caracterizado por la 
inclusión de términos valorativos, no solo en la formulación de reglas, sino 
particularmente a partir de la inclusión de principios y valores que requieren, 
para su aplicación, de una argumentación con base en consideraciones o ra-
zones morales, como lo han destacado, entre otros, Ronald Dworkin, David 
Brink y Andrei Marmor.

Entre las diferentes clases de interpretación destaca la que atiende a los 
sujetos. Entre ellas, y con efectos distintos, se distingue entre interpretación 
auténtica, realizada por el órgano constituyente o reformador; definitoria o 
última, por tribunales constitucionales u órganos límite; doctrinal, elaborada 
por especialistas, y práctica u operativa, realizada por sujetos que actúan en 
los diferentes ámbitos de aplicación de la Constitución. Con base en ello se 
reconoce una pluralidad de intérpretes constitucionales.

En general, la significación constitucional depende de la actividad de sus 
intérpretes y del modelo de sistema de control de la constitucionalidad que se 
adopte (concentrado, difuso o mixto). En aquellos modelos que establecen un 
tribunal constitucional, o su equivalente, como máximo intérprete constitu-
cional (aunque no el único), su interpretación tiene un carácter autoritativo y 
obligatorio para el conjunto de operadores jurídicos, lo que implica, en ciertos 
casos, declarar la invalidez de una ley aprobada por un órgano legislativo elec-
to democráticamente, siempre que no sea posible salvar su constitucionalidad 
mediante la interpretación conforme. Esta posibilidad no está exenta de críti-
cas respecto del poder decisorio que puede llegar a ejercer la judicatura frente 
a los denominados órganos mayoritarios, de ahí que se exija un adecuado 
equilibrio entre el principio democrático que subyace a la noción de imperio 
de la ley; el principio de supremacía constitucional; la salvaguarda del con-
tenido esencial de los derechos humanos, y del propio régimen democrático. 
Por ello se afirma que la interpretación constitucional implica considerar ne-
cesariamente las relaciones de los diversos órganos estatales constituidos entre 
sí, y de éstos con el denominado poder constituyente o el órgano reformador 
de la Constitución, así como la relación entre el Estado y la ciudadanía.

En cuanto al objeto de la interpretación constitucional, involucra tanto 
a la Constitución como a la legislación infraconstitucional y, en general, al 
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conjunto de valores y principios que conforman la cultura constitucional. En 
lo concerniente a los métodos o técnicas interpretativas, se han distinguido 
dos perspectivas diferentes: el punto de vista descriptivo y el punto de vista 
normativo. El primero describe las diferentes técnicas empleadas por los in-
térpretes constitucionales, mientras que el segundo considera que aquéllos 
deberían seguir ciertas técnicas específicas.

Aunque no existe un consenso doctrinario, se suelen identificar diferentes 
tipos de argumentos interpretativos, entre ellos, el semántico, el genético, el 
histórico, el comparativo, el sistemático y el teleológico, y se distingue entre 
interpretación restrictiva, extensiva, evolutiva y mutativa. Asimismo, se han 
identificado algunos “principios de interpretación constitucional”, como el 
principio pro persona o aquéllos propuestos por Hesse, tales como la unidad de 
la Constitución, la concordancia práctica, la corrección funcional y la fuer-
za normativa de la Constitución, y algunas pautas como la interpretación 
conforme, la presunción de constitucionalidad, la razonabilidad y la fórmula 
política.

Aunado a lo anterior, y teniendo en cuenta que los derechos humanos, en 
tanto contenidos materialmente constitucionales, asumen la forma de princi-
pios, se plantea la exigencia de realizar interpretaciones a la luz de considera-
ciones axiológicas, lo que supone reconocer cierto margen de libertad, por un 
lado, al intérprete, para “rellenar” su contenido y, por otro, al legislador, para 
su configuración. Se destaca también la importancia de una interpretación 
evolutiva de las disposiciones constitucionales en materia de derechos huma-
nos, a fin de garantizar la eficacia de la Constitución y su fuerza normativa.

Finalmente, de conformidad con la doctrina del control de convenciona-
lidad, forjada con especial énfasis por los órganos del sistema interamerica-
no de protección de derechos humanos, la interpretación constitucional que 
realizan los tribunales estatales debe atender los parámetros interamericanos 
(tratados y jurisprudencia) como parte del ordenamiento jurídico y de los ra-
zonamientos judiciales, de forma tal que, como lo precisara la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos, “el control de constitucionalidad implica 
necesariamente un control de convencionalidad, ejercidos de forma comple-
mentaria” (Caso Gelman vs. Uruguay, 2013). Lo anterior supone una ampliación 
no solo del objeto de la interpretación constitucional, respecto de los tratados 
y jurisprudencia internacionales, sino también respecto a los sujetos, al in-
corporar a los tribunales internacionales como intérpretes constitucionales, 
evidenciando así una dimensión transnacional de la interpretación constitu-
cional en materia de derechos humanos.

Salvador O. Nava Gomar 
Javier M. Ortiz Flores

Interpretación constitucional (evolutividad)
La validez de las disposiciones que componen un orden jurídico no depende 
de su concreta aplicación sino de la corrección con la que han sido puestas 
en el ordenamiento. El propio Kelsen advirtió, sin embargo, que una general 
eficacia es condición de validez, y, en todo caso, distinguía entre ésta y aquélla 
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e incorporaba ambas a su teoría pura del derecho. En definitiva, toda dispo-
sición normativa aspira, siendo válida —estando vigente—, a ser también 
eficaz. La eficacia se presenta así como el punto de conexión entre el enuncia-
do normativo y la realidad, porque la norma eficaz somete la realidad a sus 
dictados: las personas que, en el ámbito de la realidad, se mueven, acomodan 
sus acciones a lo previsto la norma.

Las disposiciones del orden jurídico permanecen invariables en sus térmi-
nos hasta su reforma o derogación, así que la mejor manera de resolver las an-
tinomias entre ellas y la realidad que regulan es proceder a su reforma o a su 
derogación. No siempre, empero, son posibles los cambios legislativos, pues, 
como es sabido, cuanto mayor es el rango de la norma, más rígida resulta, de 
lo que se colige que las normas superiores, empezando por la Constitución 
que predetermina el contenido de las normas inferiores, no pueden cambiar-
se con facilidad. Esta rigidez que protege las normas, especialmente las de la 
Constitución, vuelve estático al ordenamiento constitucional que difícilmente 
sufre transformaciones formales (reformas). Entonces, la vía principal de esa 
adaptación para dotar al ordenamiento de cierto dinamismo es justamente la 
de emplear el llamado elemento evolutivo que permite a las disposiciones nor-
mativas afrontar los cambios de la vida sin sufrir modificaciones en su texto, 
pero manteniendo su eficacia, es decir, regulando efectivamente la realidad. 
La evolutividad del ordenamiento es, en rigor, la aptitud de las disposiciones 
que lo integran para seguir regulando una realidad dinámica. Porque, como 
recuerda Emilio Betti, hay una tensión latente entre las opuestas tendencias, 
estática y dinámica, del ordenamiento jurídico.

La interpretación evolutiva supone, como vemos, una elección del in-
térprete: optar entre la interpretación anteriormente dada a una disposición 
pero que ya no permite someter la realidad, o extraer otra nueva que sirva a 
ese propósito. Esta posibilidad de elegir entre mantener el sentido normativo 
“tradicional” o desvelar otro hasta entonces oculto presupone un intérprete 
creador, alejado del modelo de juez ventrílocuo que imperó durante tanto 
tiempo.

En la esfera constitucional, la tensión entre normatividad y normalidad 
resulta notoria, más que en los demás ámbitos normativos. Sucede por varios 
motivos, el primero, por la especial rigidez de las disposiciones constituciona-
les cuya aspiración de permanencia suele, por lo general, ser digna de aprecio. 
La imposibilidad real de cambiarlas, a veces con una intangibilidad formali-
zada, produce, como consecuencia inevitable, que su adaptación tenga que 
llevarse a cabo por vías interpretativas, es decir, mediante la interpretación 
evolutiva, porque ésta garantiza la “movilidad” de la que carecen las disposi-
ciones interpretadas y asegura la expansión de su fuerza normativa.

El segundo motivo que favorece la tensión apuntada es la especial dina-
micidad de la realidad política que el derecho constitucional regula. Ningún 
ordenamiento puede soportar que su norma suprema no sea satisfactoria-
mente eficaz, pues si así ocurriera, todo él se resentiría. Para hablar de una 
Constitución normativa, en los términos de Loewenstein, es necesario que 
su desarrollo legislativo y su interpretación favorezcan su eficacia. Y en esta 
labor es preciso advertir las peculiaridades de la interpretación constitucional 
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que acaba siendo una interpretación tópica y, por ello mismo, imprecisa, pero 
que, en todo caso, ha de encaminarse a desplegar el valor normativo de la 
Constitución.

Wrobelsky se refiere a la interpretación operativa de la Constitución, es 
decir, a aquella que despliega los efectos queridos en la ley fundamental. Por 
su parte, Hesse maneja una idea similar, según él hay que promover la volun-
tad de la Constitución. Ambos descubren la finalidad de toda interpretación 
de la Constitución que, por lo demás, comparten todas las disposiciones jurí-
dicas. Se trata, pues, de que la Constitución regule efectivamente la realidad 
constitucional y, para ello, será necesario adaptarla a los cambios que en ésta 
se produzcan.

Además de la rigidez del programa normativo y del sustancial dinamis-
mo de su ámbito normativo, hay otro factor que favorece la interpretación 
evolutiva de la Constitución: la textura abierta de sus disposiciones, su for-
malización en abstracto con abundancia de principios. No es que no haya 
reglas en la Constitución, que las hay, pero abundan los preceptos que, por su 
ambivalencia, amplían la esfera de discrecionalidad del intérprete; éste no se 
halla sujeto a una literalidad estricta sino a unos términos que se prestan a las 
interpretaciones alternativas.

La textura de los preceptos constitucionales, junto con el resto de sus pe-
culiaridades, favorece la creatividad del intérprete, la cual se asocia inevitable-
mente con la evolutividad, dado el carácter cambiante de la realidad política. 
La interpretación de las disposiciones constitucionales tiene que enfocarse en 
captar esas peculiaridades, a las que el intérprete ha de ser sensible.

En los términos de Hesse, el programa normativo, inserto en las dispo-
siciones constitucionales, y el ámbito normativo (la realidad política) donde 
se proyectan, favorece, sino exige, una interpretación evolutiva. El programa 
normativo —el enunciado—, cuya literalidad opera como límite último de la 
interpretación evolutiva, se mantiene inalterable, a veces durante siglos, pero 
el ámbito normativo, la realidad regulada, varía constantemente. Como aquél 
es muy difícil reformar y en ocasiones deliberadamente no se desea cambiar-
lo para mantenerlo como símbolo, la interpretación evolutiva entra en juego 
para extraer de los preceptos antiguos normas nuevas, sentidos normativos ni 
siquiera imaginados por los autores.

Raúl Canosa Usera

Interpretación constitucional 
(factor axiológico)
A pesar de la controversia que lo axiológico suscita entre los juristas, es in-
negable la carga estimativa que siempre ha estado presente en los órdenes 
jurídicos, como expresión de los valores subyacentes en cada sociedad dada 
(Reale). Si así son las cosas, toda interpretación ha de tener “carácter estima-
tivo”, apunta Lucas Verdú. Sin embargo, Schmitt, en el conocidísimo artículo 
que tituló La tiranía de los valores se extendía en múltiples consideraciones que 
despiertan la conciencia crítica respecto a los valores. El publicista alemán 
aduce, no sin cierta razón, que a través de las Constituciones modernas se 
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han incorporado al derecho innumerables e innecesarios datos valorativos. La 
consecuencia de ello es la inclusión misma de los deseos, fines y proyectos de 
las sociedades humanas, su utopía, dentro de un texto legislativo. Ello trans-
forma radicalmente el acercamiento científico al derecho, porque la propia 
lógica de los valores impone su fuerza expansiva. Debemos convenir en la 
exactitud del razonamiento schmittiano porque, en verdad, la consideración 
hermenéutica de la Constitución ha sufrido el influjo profundo de la carga 
axiológica que contiene. Sin entrar a juzgar lo acertado, no de incluir com-
ponentes valorativos de tanta magnitud como los que hallamos actualmente 
en las Constituciones, es preciso, no obstante, reconocer su existencia y la exi-
gencia derivada de la propia fuerza normativa de la carta para ser cumplidos.

La dificultad estriba en dar un rostro unitario a ese orden de valores que 
representa la Constitución. Al respecto, el derecho natural no parece poder 
brindarnos una solución por lo etéreo y fragmentario de sus conclusiones. No 
poseemos una línea directiva que nos oriente en la interpretación de la mate-
ria axiológica. Por ello, su comprensión sirve, al mismo tiempo, de orientación 
de sí misma. Quienes han criticado las Constituciones modernas por cargar 
las tintas sobre estos aspectos estimativos olvidan que ya las codificaciones 
abrieron la era de un tratamiento axiomático del derecho. Los códigos impu-
sieron, en su regulación aparentemente aséptica, todo en orden axiológico. 
La exigencia de vinculación que toda sociedad necesita a un orden axiológico 
se manifiesta, primerísimamente, a través del derecho. Es más, a la vista de la 
evolución de los sistemas jurídicos modernos, podemos constatar la profundi-
zación verificada en esta relación vinculatoria entre derecho y orden axioló-
gico. Por ello, es legítimo concluir que éste constituye un elemento estructural 
de la elaboración y aplicación del derecho en el presente.

Las Constituciones se encargan de servir como vehículos catalizadores 
de esa profundización axiológica del derecho, al introducir numerosísimos 
elementos estimativos que acaban caracterizando sustancialmente las Consti-
tuciones. Esto resulta especialmente fácil de apreciar en su parte dogmática, 
sobre todo en aquélla relativa a los derechos fundamentales o al principio de 
igualdad sustancial, pero no es desdeñable tampoco en la parte orgánica, a 
pesar de que en esta última prevalezcan los componentes técnicos.

Como la plasmación estimativa resulta evidente, no es legítimo adoptar 
ninguna postura de indiferencia estimativa, a pesar de que cierta doctrina 
aconseje una consideración formalista de los preceptos que presentan tal con-
tenido, aduciendo que, al incorporarse a una legislación cualquiera, pierden 
su naturaleza estimativa y adoptan la plena normativa. Sin embargo, este 
modo de proceder acarrea un acercamiento incorrecto y estéril al derecho 
constitucional porque no es posible con criterios formalistas desentrañar toda 
la carga normativa de los preceptos en cuestión. El intérprete debe asegu-
rarse de que los resultados serán satisfactorios; para ello, debe emplear los 
elementos y los criterios justos con miras a esos objetivos. Tales criterios nunca 
podrán reducirse a los estrictamente formales, porque ello costaría, en ocasio-
nes, la inaplicación de ciertas normas (recuérdese la polémica sobre la fuerza 
normativa de las disposiciones programáticas) o, como mal menor, un inter-
pretación sesgada de las mismas.
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Por todo ello, la tarea de los máximos intérpretes constitucionales es esti-
mativa, tanto en el control de la constitucionalidad como en la determinación 
del alcance de los derechos fundamentales. Cuando el juez constitucional se 
enfrenta a la oscuridad del texto acaba, incluso sin proponérselo, argumen-
tando estimativamente, en especial si el objeto interpretado lo componen las 
disposiciones de contenido más claramente axiológico. En tal operación, el 
peligro estriba en que el intérprete supremo extraiga del valor una regla qué 
oponer a la acción enjuiciada —legislativa o no—. Esta espuria “jurispru-
dencia de valores” ensancharía, sin justificación, la libertad del intérprete. 
Más bien lo que ha de ocurrir es que la interpretación de las reglas —cons-
titucionales o no— se haga a las luz de los principios y valores para ofrecer 
entonces su faz mejor, por ser conforme a esos valores y principios. Esto sig-
nifica la interpretación conforme a la Constitución, que no es otra cosa que 
la interpretación conforme a los valores y principios recogidos en la carta 
fundamental. No puede, definitivamente, eludirse la discusión acerca de la 
pertinencia de un pensamiento jurídico orientado, en los términos apunta-
dos, por los valores que las Constituciones modernas encarnan y que, al estar 
ya expresamente incorporados, exigen el despliegue de la fuerza normativa 
que les corresponde.

Raúl Canosa Usera

Interpretación constitucional (métodos)
La aplicación de la norma al caso concreto, o “técnica jurídica”, es un proceso 
jurídico complejo porque individualiza el derecho en un caso concreto. Por su 
naturaleza, requiere de un conjunto de procedimientos y recursos, entre ellos 
“métodos”. La voz método deriva del latín methŏdus, y del griego μέθοδος, se 
compone por metha (a lo largo) y odos (camino), es el camino ordenado que 
sigue para el logro de un objetivo. Los métodos son “lógicos” (inducción y 
deducción) y “epistemológicos” (observación, análisis, síntesis, etcétera).

En el Compendio moral salmaticense (1805), a la pregunta ¿qué es interpretación?, 
se responde: Declaratio verborum legis, de manera auténtica, usual y doctrinal. 
Friedrich Karl von Savigny (1779-1861) desarrolla los métodos de interpre-
tación jurídica literal o gramatical, histórico, lógico y sistemático. Eduardo 
García Máynez afirma que interpretar es “desentrañar el sentido de una ex-
presión” (1990-325). En materia jurídica, en el nivel constitucional o legal, se 
interpretan normas para establecer su sentido y alcances (tesis P. CIV/2000). 
En el análisis de los signos o “interpretación” adquiere relevancia el “texto”, 
así, podemos transitar a una “hermenéutica” que según Michel Foucault es 
el “conjunto de conocimientos y técnicas que permiten que los signos hablen 
y nos descubran sus sentidos” (2001-38). Según Mario Teodoro Rodríguez 
(2003-5), la hermenéutica expresa una teoría general de la comprensión y la 
interpretación.

Por último, la palabra “constitución” proviene de constitutio, constitutionis, 
que se forma del verbo constituere (establecer, colocar, organizar, construir). La 
Constitución es la ley suprema de un Estado que plasma la organización, 
competencias y los límites al poder público: los derechos humanos. Una Cons-
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titución se puede analizar desde diversas perspectivas: cratológica o política 
(poder), estructural (ingeniería constitucional), valorativa y normativa [princi-
pios (ponderación) y normas (subsunción)], programática (programa de futu-
ro para una nación), sociológica (factores reales de poder), económica (bienes 
de la nación, sistema económico), etcétera.

¿Por qué se requiere interpretar la Constitución? Las normas constitu-
cionales son generales, sintéticas, de significación valorativa, abiertas y con 
énfasis en principios, por lo que se distinguen de las normas secundarias por 
su origen (poder constituyente o constituyente permanente), su estructura (son 
la norma suprema), por su validez (son fuente de origen de las demás normas) 
y su contenido (principios y normas). Al destacar las características peculia-
res de las normas constitucionales, Jorge Carpizo (1991-1791) sostiene que se 
debe a su materia, a su carácter de supremas, al órgano que las crea y modi-
fica, y a su rigidez.

A las normas constitucionales se les aplican los mismos métodos de inter-
pretación que a otras normas del sistema jurídico, sin embargo, los métodos 
de interpretación constitucional deben considerar sus diversos aspectos. Los 
métodos de interpretación constitucional son “las vías que elige el juez cons-
titucional para entender o comprender el qué, el cómo, el por qué y para 
qué de las abstracciones que se integran a las normas constitucionales”, para 
individualizarlas y aplicarlas en casos concretos, su objeto es el conjunto de 
principios y normas que integran la Constitución. Así, según Rodolfo Luis 
Vigo, la interpretación constitucional intenta fijar el sentido de una norma 
constitucional, o fija el sentido de una norma o un comportamiento en rela-
ción con la Constitución.

Las reformas recientes a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en materia de amparo (6 de julio de 2011), derechos humanos (10 
de julio de 2011) y política (9 de agosto de 2012), nos obligan a revisar la manera 
en la que aplicamos las normas jurídicas en los casos concretos, por lo anterior 
adquiere relevancia la Constitución. En la actualidad encontramos en nuestra 
ley fundamental los siguientes métodos de interpretación constitucional:

a) Interpretación conforme constitucional y convencional internacional 
de las normas relativas a los derechos humanos privilegiando el principio pro 
personae (art. 1o., CPEUM). La primera permite que de entre varias interpre-
taciones de un precepto solo sean válidas las que se acomoden a la Constitu-
ción. La “interpretación conforme” permite que los derechos derivados de los 
tratados, pactos y convenciones internacionales prevalezcan sobre las normas 
internas si contienen disposiciones más favorables para el goce y ejercicio de 
los derechos humanos —tesis I.3o.P. J/1 (10a.)—. El control de convencio-
nalidad ex officio autoriza a prescindir del precepto de derecho interno y apli-
car un instrumento internacional en materia de derechos humanos —tesis P. 
LXVII/2011(9a.) y tesis P. V/2013 (10a.)—.

b) Ponderación, en especial en las materias de transparencia y electoral, 
sustentada en principios (arts. 6o., “A”, frac. I, y 41, CPEUM).

c) Interpretación conforme a la letra, a la interpretación jurídica de la ley, 
o en los principios generales del derecho (art. 14, CPEUM). Así, se ordena 
al órgano jurisdiccional aplicar las normas conforme a la letra o su inter-
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pretación jurídica, a falta de ésta, considerando los principios generales del 
derecho.

d) Interpretación legislativa o auténtica (art. 72, inciso f, CPEUM), que 
se encomienda al mismo órgano que crea la ley, o sea, del Poder Legislativo 
—tesis P./J. 87/2005—, históricamente remite al référé législatif  francés de 
1791 y 1837.

e) Interpretación jurisprudencial (art. 94, párrafo décimo, CPEUM).
f) Interpretación por contradicción de tesis en materia electoral (art. 99, 

párrafo séptimo, CPEUM).
g) Interpretación directa de un precepto de la Constitución (art. 107, frac. 

IX, CPEUM).
Otros métodos son: a) el método genético-teleológico permite descubrir 

las causas que generaron determinada enmienda constitucional —tesis P. 
XXVIII/98—; b) interpretación doctrinal que la que realizan los jurisconsul-
tos —tesis 2a. LXIII/2001—; c) método de interpretación histórico, con dos 
sus dos variantes interpretativas: histórico tradicional e histórica progresiva de 
la Constitución —tesis P./J. 61/2000—; d) método de interpretación sistemá-
tico que considera que las normas jurídicas forman parte de un sistema y que 
se relacionan entre sí, por lo que se interpretan armónicamente, y e) método 
de interpretación teleológico, tratando de encontrar el telos o fin que la norma 
persigue. La importancia de la elección del método de interpretación consti-
tucional es que permite arribar a una solución jurídicamente aceptable, por lo 
que cualquier solución del intérprete debe ser congruente y sistemática —tesis 
P. XII/2006—.

En el derecho comparado encontramos que en el art. II-112 “Alcance e 
interpretación de los derechos y principios”, numerales 3, 4, 6 y 7, del “Tra-
tado Por el que se establece una Constitución para Europa” (Bruselas, 29 de 
octubre de 2004), se destaca que los derechos fundamentales resultantes de las 
tradiciones constitucionales comunes a los Estados miembros se interpretarán 
en armonía con las citadas tradiciones. También que las explicaciones elabo-
radas para guiar en la interpretación de la Carta de los Derechos Fundamen-
tales obligan a los órganos jurisdiccionales y a los Estados miembros.

En la Constitución de Alemania de 1949 se prescribe que los derechos 
fundamentales vinculan al Poder Legislativo, al Poder Ejecutivo y al Poder 
Judicial como derecho aplicable (art. 1o.). La Constitución de España de 1978 
asienta que las normas relativas a los derechos fundamentales y a las liberta-
des se interpretan de conformidad con la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y los tratados y acuerdos internacionales (art. 10, numeral 2). La 
Constitución del Ecuador de 2008 establece que en materia de derechos y 
garantías constitucionales, las servidoras y servidores públicos, administrati-
vos o judiciales deben aplicar la norma e interpretación que más favorezcan 
su efectiva vigencia (art. 11). La Constitución de Jamaica de 1962 establece 
reglas de interpretación, entre ellas destaca los conceptos de “ley”, “oficial” y 
“oficialmente” (art. 1o.). La Constitución prevalece y anula las partes de la ley 
que no concuerden con ella (art. 2o.). En Zambia, la Constitución de 1991, 
numeral 2. (1) incluye conceptos como “Constitución”. La Constitución de 
Barbados de 1966 contiene una serie de conceptos de interpretación, entre 
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ellos los de contravención, corte y ley disciplinaria. El Capítulo II, art. 19, 
“Interpretación y salvaguardas”, de la Constitución de Botswana de 1966, 
contiene una serie de conceptos y su significado que constituyen reglas de 
interpretación, entre ellos: Corte, ley disciplinaria y representante legal.

Por su parte, la Convención Americana sobre Derechos Humanos de no-
viembre de 1969 destaca, en su art. 29, “Normas de Interpretación”, que: 
ninguna disposición de la Convención puede ser interpretada para suprimir 
el goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención 
o limitarlos; limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad reco-
nocido en las leyes de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención; 
excluir otros derechos y garantías inherentes al ser humano o que deriven de 
la forma democrática representativa de gobierno, y excluir o limitar el efecto 
de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros 
actos internacionales iguales.

En la Opinión Consultiva OC-10/89 del 14 de julio de 1989 se interpreta 
el art. 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, destacando 
que la Corte Interamericana de Derechos Humanos puede rendir opiniones 
consultivas sobre interpretación de la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre.

Daniel Márquez

Interpretación constitucional 
(pluralidad de intérpretes)
La noción de pluralidad de intérpretes de la Constitución se corresponde con 
una concepción amplia del término interpretación constitucional, no limitada 
a aquella que realizan los tribunales constitucionales, y supone reconocer no 
solo a los participantes formales en el proceso constitucional, y en su dinámi-
ca, sino también a todos aquellos sujetos —individuales y colectivos, públicos 
y privados— que participan materialmente de la realidad constitucional.

Ello sobre la premisa de que la Constitución es el orden jurídico funda-
mental del Estado y de la sociedad y, en cuanto tal, el principal instrumento 
de integración política; parámetro primordial de validez del ordenamiento 
jurídico; mecanismo de garantía de los derechos humanos; proyecto y guía 
de convivencia social, y modelo de institucionalización de la dignidad de las 
personas y de la democracia no solo participativa sino también deliberativa, 
abierta y plural. Desde esta perspectiva, la pluralidad de intérpretes constitu-
cionales implica reconocer un vínculo entre democracia, participación, Cons-
titución e interpretación.

En general, se reconoce que la interpretación de la Constitución no puede 
ser una función exclusiva y excluyente de los jueces constitucionales, sino que 
en ella participan otros sujetos o agentes públicos y privados, como el Par-
lamento, organismos públicos y los partidos políticos, así como especialistas, 
organizaciones no gubernamentales, medios de comunicación, agrupaciones 
religiosas, otros grupos de la sociedad y la ciudadanía en general, aunque se re-
conoce también que la responsabilidad última de la interpretación de la Cons-
titución se mantiene en la jurisdicción constitucional (Tribunal Constitucional).
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Tradicionalmente se distinguen dos tipos de interpretación: la auténtica, 
llevada a cabo por los órganos jurídicos de aplicación (por ejemplo, tribunales, 
Parlamento —interpretación auténtica en sentido estricto— y órganos admi-
nistrativos), y la interpretación no auténtica, que no se realiza por un órgano 
jurídico sino por una persona privada y, particularmente, por quienes parti-
cipan del desarrollo de la ciencia jurídica (doctrinal). Solo la interpretación 
auténtica se considera vinculante, aunque otras interpretaciones pueden tener 
un carácter persuasivo. En general, se identifican diferentes tipos de interpre-
tación constitucional según sus intérpretes: legislativa, administrativa, judicial, 
doctrinal y “popular”, esta última —como lo expresó Jorge Carpizo— rea-
lizada por “los habitantes en sus relaciones con las autoridades, cuando los 
primeros piensan que sus derechos han sido infringidos”, la cual puede llegar 
a tener relevancia, especialmente como opinión pública, y puede hacer que se 
realicen cambios trascendentes en el gobierno.

En la actualidad, la doctrina constitucional reconoce la importancia de los 
diversos partícipes en la interpretación constitucional. Como lo advirtió Raúl 
Canosa en su libro Interpretación constitucional y fórmula política (1988), la pluralidad 
de intérpretes implica un control de constitucionalidad disperso y más eficaz. 
Así lo ha destacado también Peter Häberle el expresar su tesis —en sentido 
normativo— acerca de la sociedad abierta de los intérpretes constitucionales (1975), 
según la cual en los procesos de la interpretación constitucional están incluidos 
potencialmente todos los poderes públicos, todos los ciudadanos y los grupos. 
Esta tesis supone el reconocimiento de sociedades pluralistas y otorga un papel 
más activo a los sujetos o destinatarios de la Constitución en la conformación 
de la “realidad constitucional”, lo que significa el tránsito de la “sociedad ce-
rrada” de los intérpretes constitucionales a la “interpretación por y para la so-
ciedad abierta”; ello supone también la “democratización de la interpretación 
constitucional” frente a aquellas concepciones que reservan exclusivamente la 
interpretación de la Constitución al legislador o a los jueces constitucionales.

Häberle propone una sistematización de escenarios y participantes en la 
interpretación constitucional, a partir de la premisa de “quien vive la nor-
ma, también la interpreta”: a) las funciones estatales, que incluye al Tribunal 
Constitucional y a los sujetos a los que el orden jurídico encomienda la pro-
ducción de decisiones obligatorias, pero revisables, como los órganos juris-
diccionales, legislativos y ejecutivos; b) los participantes, no necesariamente 
de carácter estatal, en los procedimientos constitucionales (jurisdiccionales, 
legislativos y administrativos); c) el “espacio público democrático-pluralista” 
(el proceso político como “gran excitador”), que incluye, pero no se limita a, 
medios de comunicación, el periodismo profesional, cartas de los lectores, ini-
ciativas ciudadanas, asociaciones, partidos políticos (fuera de su participación 
orgánica), iglesias, instituciones de extensión cultural, pedagogos, asociaciones 
de padres de familia, quienes imprimen fuerza normativa al proceso político, 
previamente a la interpretación de la Constitución por los jueces, y d) la teoría 
del derecho constitucional, que tematiza las diversas formas de participación 
y ella misma participa en los diversos escenarios de la interpretación.

Desde esta perspectiva, la interpretación constitucional no se limita a una 
actividad puramente estatal, sino que en potencia tienen acceso a ella todas 
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las fuerzas de la comunidad política que participan en el desarrollo, en forma 
independientemente, de un derecho constitucional material.

El reconocimiento de la pluralidad de intérpretes supone también el de 
la importancia de los votos minoritarios de los jueces constitucionales y su 
“fuerza normativa”, así como la relevancia del proceso político y de otras opi-
niones en el proceso constitucional, incluyendo a las partes en sentido formal 
y a otros sujetos, que pueden generar o detonar interpretaciones alternativas 
o confirmar una dada; para lo cual se han implementado mecanismos tales 
como la celebración de audiencias públicas en procesos constitucionales de 
interés general o a partir de la institucionalización de la figura del amicus curiae. 
Desde esta perspectiva, ningún tribunal constitucional puede válidamente ser 
indiferente o insensible a la interpretación de otros sujetos, como los ciudada-
nos y grupos pluralistas.

Siguiendo el modelo expuesto por Häberle, la tesis de la ampliación del 
círculo de los intérpretes de la Constitución encuentra su justificación en di-
versos tipos de razones provenientes de: a) la teoría de la interpretación; b) la 
teoría del derecho; c) la teoría constitucional, y d) la teoría democrática.

La interpretación es un proceso abierto y no una modalidad de recepción 
pasiva de criterios sin posibilidades alternativas; además la idea de los nuevos 
intérpretes constitucionales no es sino una consecuencia necesaria de la inclu-
sión de la realidad en el proceso interpretativo —ya que los intérpretes parti-
cipan y constituyen parte de esa realidad pluralista— y, por tanto, la norma 
no es un dato previamente determinado. Como lo apuntara Konrad Hesse, 
las normas constitucionales no son “completas ni perfectas”, y la Constitución 
es un “ordenamiento abierto”. Por otra parte (como lo han destacado Lucas 
Verdú, Raúl Canosa y el propio Häberle, entre otros), la “fórmula política” y 
las “fuerzas pluralistas” de la sociedad inciden en la actividad interpretativa 
al formar parte del espacio público y de la realidad constitucional, siendo que 
la Constitución no solo es una estructuración del Estado, sino también de la 
sociedad. Adicionalmente, la teoría de los derechos humanos y la democracia 
inciden en la interpretación constitucional como factor de legitimación y tam-
bién como un espacio de participación.

Finalmente, en las últimas décadas, la influencia de la jurisdicción inter-
nacional de los derechos humanos en el derecho constitucional —su dimen-
sión transnacional— ha ampliado también la noción de intérpretes constitu-
cionales a las instancias supranacionales de protección de estos humanos, en 
especial a los tribunales regionales en la materia, como la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos, a los cuales —como lo apunta uno de sus actuales 
integrantes, el juez mexicano Eduardo Ferrer Mac-Gregor— se les reconoce 
cada vez más como intérpretes constitucionales por ser órganos últimos de 
control de convencionalidad, complementario al control de constitucionali-
dad nacional, y constitutivo de la función constitucional del derecho interna-
cional como un Ius constitutionale commune.

Salvador O. Nava Gomar 
Mauricio I. del Toro Huerta
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Interpretación constitucional (politicidad)
Los jueces, al interpretar, no son “el instrumento que pronuncia las palabras 
de la ley, seres inanimados que no pueden moderar ni la fuerza ni el rigor de 
las leyes” (Montesquieu), que era tanto como afirmar que expresaban exacta-
mente la voluntad del legislador. El intérprete no puede expresar esta voluntas 
legislatoris que no pudo prever como la realidad futura evolucionaría, sino que, 
constreñido por esos cambios y por las circunstancias en torno, ha de hallar, 
en el enunciado normativo, un sentido, una norma concreta que permita a la 
disposición seguir siendo eficaz.

En esta labor, el intérprete está poniendo de su parte; creando, no se li-
mita a la mera subsunción. Es verdad que la literalidad del precepto y su 
finalidad le constriñen y no puede extraer de las palabras de la disposición un 
significado incompatible con ellas ni tampoco puede pervertir la finalidad de 
la disposición ni sacarla de su contexto normativo. Siguen jugando, pues, los 
elementos literal, lógico, teleológico y sistemático de la interpretación, pero a 
su lado y modulándolos aparecen los elementos evolutivo, político y axiológi-
co. Entra en el campo de acción del intérprete la ponderación que el peso que 
cada elemento presentará en un caso dado, porque la interpretación, y con 
ella el uso de tal o cual elemento interpretativo, es una tarea singular, para un 
caso concreto. Todos ellos vendrán catalizados por la creatividad del intér-
prete que, en esos márgenes tan amplios, habrá, tópicamente, de encontrar la 
solución correcta.

El intérprete goza, pues, de libertad —creatividad— para inclinarse entre 
una u otra opción interpretativa —retrógrada o progresista—, por aquella 
que mejor se ajuste a la realidad del momento (elemento evolutivo), a las cir-
cunstancias políticas del presente (politicidad) y mejor despliegue los valores 
constitucionales (factor axiológico). Pero como se trata de una realidad polí-
tica, el intérprete supremo de la Constitución está llamado colaborar en el 
proceso de integración del Estado (Smend), al que, en último término, ha 
de servir su labor hermenéutica. Es por ello por lo que ha de anticipar las 
consecuencias políticas de sus resoluciones para asegurarse de que su impacto 
no producirá un efecto desintegrador, ya que si lo que se pretende es que la 
norma extraída de un precepto constitucional regule efectivamente la reali-
dad política sin perturbarla ni crear conflictos políticos evitables, el intérprete 
supremo ha de ser cuidadoso; es el ejemplo histórico del Tribunal Supremo 
de los Estados Unidos con su criterio de las cuestiones políticas para declinar 
pronunciarse acerca de asuntos que mejor tratarían el Ejecutivo o el Legislati-
vo. Así evitaba convertirse, mediante un ejercicio de autocontrol, en actor po-
lítico. Pero no siempre el Tribunal Supremo puede eludir pronunciamientos 
con repercusiones políticas —todos los suyos la tienen— y, por lo general, los 
máximos intérpretes carecen de un certiorari que les permita escoger los ca-
sos, así que ante la imposibilidad de evitar pronunciarse deben considerar las 
consecuencias políticas de sus resoluciones y escoger la solución interpretativa 
que, fruto de una argumentación cuidadosa, produzca la menor controversia 
política posible. Este proceder permite al máximo intérprete colaborar en el 
proceso de integración estatal.
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La tesis de las political questions es en cierto modo falaz porque la Corte 
Suprema decide cuándo está ante una de ellas y debe declinar pronunciarse, 
y en esta decisión hay ya una opción política. Por lo demás, la materia con 
la que están hechas las disposiciones constitucionales es por esencia política; 
todo derecho constitucional es político, aunque no todo derecho político sea 
constitucional. Así que toda interpretación constitucional queda concernida 
por esa peculiar naturaleza que no es sino reflejo, en las disposiciones consti-
tucionales, de la realidad política que vienen a regular.

Sin embargo, la necesaria compenetración entre normatividad política y 
normalidad, igualmente política, no puede implicar que el máximo intérprete 
se convierta en promotor de transformación social y política alguna, ni legiti-
ma una interpretación alternativa orientada ideológicamente por el intérpre-
te, a quien corresponde la defensa de la Constitución mediante una interpre-
tación que promueva su eficacia normativa. De la función transformadora de 
la realidad que las Constituciones contemporáneas suelen auspiciar no puede 
encargarse ningún intérprete, ni siquiera el intérprete supremo, sino el legisla-
dor democrático. Porque la especial apertura a posibles interpretaciones que 
presentan las disposiciones constitucionales favorece la libertad del intérprete 
supremo pero no le autoriza a cerrar opciones futuras para el legislador de-
mocrático que el constituyente haya dejado deliberadamente abiertas. Más 
bien se trata de hallar interpretaciones posibles y alternativas —fijando, eso 
sí, sus límites insoslayables— que, incluso, amplíen las posibilidades del legis-
lador, dando cobertura a su legislación. En relación con la situación anterior 
se suscita el peligro opuesto: una interpretación constitucional tan abierta que 
acabe suponiendo una mutación de la Constitución. Son varias las formas por 
las cuales puede operarse una mutación a través de la interpretación, pero 
una de ellas es ampararse en el carácter polisémico de las disposiciones cons-
titucionales para consagrar acciones legislativas a priori discutibles. En estos 
supuestos se consagra una nueva interpretación del precepto constitucional 
en la que encaje la nueva ley. El peligro radica en que la expansividad de la 
interpretación transforme radicalmente el orden jurídico y acabe defendién-
dose la ley frente a la Constitución, y ésta deje de constituir y no decida nada, 
salvo un lábil y amplio marco donde con toda libertad se mueva el legislador.

Raúl Canosa Usera

Interpretación de tratados 
de derechos humanos
I. Naturaleza. La interpretación de tratados internacionales de derechos huma-
nos (en lo sucesivo TIDH) considera no solo el interés de sus Estados partes 
sino también el orden público que subyace en su efectiva aplicación: “A dife-
rencia de los tratados de clase ordinaria, la Convención comprende más que 
meros compromisos recíprocos entre los Estados partes. Ésta crea, sobre y más 
allá de esa red de recíprocos deberes, obligaciones objetivas que, en palabras 
del Preámbulo, se benefician del cumplimiento colectivo” (Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos —en lo sucesivo TEDH—, Irlanda v. RU, 1978). Con esta 
doctrina de interpretación sui generis, el “derecho internacional de los derechos 
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humanos”: 1. Asume el carácter especial de los TIDH al distinguirlos de los 
que solo norman intereses recíprocos; 2. Avala métodos de interpretación y 
mecanismos de supervisión particulares; 3. Establece valores comunes supe-
riores centrados en la protección del ser humano; 4. Garantiza la concreción 
sustantiva, real y práctica de los derechos humanos, y 5. Reconoce el interés 
general colectivo al establecer obligaciones internacionales de carácter objeti-
vo. Por ello, la intención original de las partes sobre el sentido específico de un 
término guarda, en la interpretación de los TIDH, un papel limitado (véase 
Corte Interamericana de Derechos Humanos —en lo sucesivo CIDH—, Ma-
sacre de Mapiripán v. Colombia, 2005).

II. Regulación. El hecho que los TIDH tengan carácter especial no significa 
que se interpreten de forma diferente no coherente con la Convención de Viena 
sobre el Derecho de los Tratados (en lo sucesivo Convención). Efectivamente, si bien 
únicamente los Estados partes son miembros de la Convención, los tribuna-
les, comisiones y órganos de vigilancia a cargo de interpretar los TIDH, ya 
sean ordinarios o especiales e internacionales o regionales, están compelidos 
a utilizar su Regla general de interpretación y Medios de interpretación complementarios 
debido a que: 1. Éstos son derecho consuetudinario codificado que obliga 
a los Estados partes a respetar los derechos humanos; 2. Esas instancias cu-
bren con su función espacios que originalmente corresponden a esos Estados 
partes obligados a su observancia; 3. La interpretación especial que realizan 
refleja la práctica ulterior de los Estados partes en el sentido que lo establece 
la propia Convención (art. 31.3); 4. Esa tarea interpretativa garantiza que 
los derechos humanos sean aplicados tanto por los órganos nacionales como 
internacionales de acuerdo con su objeto y fin; 5. Ese marco regulatorio co-
mún asegura que la interpretación especializada de los TIDH sea uniforme, 
comprensiva, racional, predecible, legítima, reproducible y confiable, y 6. Los 
TIDH no contienen usualmente disposiciones para su interpretación (véase 
TEDH, Golder v. RU, 1975; Rantsev v. Chipre y Rusia, 2010; CIDH, Masacre…, 
y Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Casos 9777 y 9718 —Ar-
gentina—, 1988).

III. Métodos especiales. A la luz de la Convención, la interpretación de los 
TIDH considera su texto y contexto pero, ante todo, el cumplimiento de su 
objeto y fin: la protección efectiva de los derechos humanos. Por esta naturale-
za especial, los tribunales, comités y órganos de vigilancia desarrollan, a través 
de técnicas particulares que no guardan prelación, conceptos autónomos 
que contienen definiciones y sentidos independientes a los que comprende 
el derecho interno de los países obligados (véase TEDH, Pellegrin v. Francia, 
1999 y CIDH, Masacre...). Para ese fin toman en cuenta, con diferentes gra-
dos de aceptación y en diversos ámbitos de aplicación, los principios siguientes: 
1. Texto, contexto, objeto y fin: la interpretación de los TIDH obliga a que 
éstos sean leídos de manera holística (véase TEDH, Soering v. RU, 1989), por lo 
que considera: la buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuir-
se a sus términos en el contexto de estos junto con su objeto y fin, premisa ésta 
que se traduce en mandatos y estándares en favor de los derechos humanos 
(por ejemplo, la CIDH señaló que por buena fe los Estados deben “realizar 
sus mejores esfuerzos para aplicar las recomendaciones de la Comisión Inte-
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ramericana” (Loayza-Tamayo v. Perú, 1997). 2. Instrumento vivo: éste asume la 
interpretación dinámica de los derechos humanos al tomar en cuenta junta-
mente con el contexto: a) todo acuerdo ulterior entre las partes sobre la inter-
pretación del tratado o la aplicación de sus disposiciones, y b) toda práctica ul-
teriormente seguida en la aplicación del tratado por el cual conste el acuerdo 
de las partes acerca de su interpretación. Este principio extiende el contenido 
de derechos humanos e indica que el sentido de sus términos no es estático. 
Por ejemplo, el TEDH subrayó: el “Convenio es un instrumento vivo que... 
debe ser interpretado a la luz de las condiciones actuales” (Tyrer v. RU, 1978); 
mientras que la CIDH indicó que la interpretación de los TIDH: “tiene que 
acompañar la evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales” 
(Masacre…). 3. Efecto útil: la protección efectiva de los derechos humanos no 
debe hacer depender la interpretación de los TIDH de la intención original 
de los Estados partes, ni tampoco a requisitos técnicos sustantivos y procesales 
limitativos, lo que conlleva a que sus disposiciones sean interpretadas para 
que su salvaguarda resulte efectiva y práctica (véase TEDH, Papamichalopoulos 
y otros v. Grecia, 1993; CIDH, Ricardo Canese v. Paraguay, 2004, y Comisión Afri-
cana sobre Derechos Humanos y de los Pueblos, Scanlen y Holderness v. Zimba-
bwe, 2009). 4. Universalidad: la interpretación de un TIDH debe considerar 
toda norma pertinente del “derecho internacional de los derechos humanos” 
aplicable a las relaciones entre los Estados partes (art. 31.3); máxime que esos 
derechos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados 
entre sí. Con ello se reconoce la existencia un sistema jurídico universal y 
convergente que abarca lo local, regional y global. Por tanto, el sentido de un 
TIDH debe guardar no solo coherencia interna sino también con el derecho 
internacional, indicativo y jurisprudencial, distinto al propio del intérprete 
(véase TEDH, Cruz Varas y otros v. Suecia, 2005). Así, por ejemplo, si un TIDH 
tiene una disposición clara que puede ayudar a interpretar una disposición 
de un tratado regional, ella se debe tener en cuenta (véase TEDH, Soering…). 
No es necesario que un Estado haya ratificado el tratado internacional que 
se utiliza para asistir en la interpretación de otro (TEDH, Demir y Baykara v. 
Turquía, 2008). 5. Pro homine: al interpretar los TIDH debe elegirse la alterna-
tiva más favorable para la tutela de los derechos por ellos protegidos según “el 
principio de la norma más favorable para el ser humano” (CIDH, Masacre…).

IV. Interpretación restrictiva y margen de apreciación. Un TIDH no debe ser inter-
pretado en forma acotada sino que debe apoyarse “tanto en el texto literal… 
como en su espíritu” (CIDH, Blake v. Guatemala, 1998). Luego, la no aplicación 
de un derecho humano no puede ser presumida, sino que debe ser justifica-
da como parte del propio orden internacional. Además: “las excepciones a 
un regla general... no pueden recibir una interpretación extensiva” (TEDH, 
Litwa v. Polonia, 2000). La falta de consenso sobre el alcance de un derecho hu-
mano configura un “margen de apreciación” para el Estado parte y su límite 
lo configura el umbral que permite la restricción, todo lo que determina la 
acción a seguir.

V. Intérpretes especializados. Las instancias de supervisión de derechos huma-
nos de Naciones Unidas realizan una importante función interpretativa al: 
1. Examinar informes de cumplimiento; 2. Conocer denuncias por violacio-
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nes, y 3. Emitir observaciones y recomendaciones. Estos últimos instrumentos 
pueden expresar “consenso emergente” a modo de “práctica ulterior”, con 
lo que la opinio juris y la práctica verbal que reflejan de los Estados partes pue-
de manifestar derecho consuetudinario. Finalmente, la jurisprudencia de tri-
bunales también puede expresar “práctica ulterior” en relación con tratados 
para cuya vigilancia fueron creados (véase TEDH, Soering… y Cruz Varas…).

Daniel Francisco Cabeza de Vaca Hernández

Interpretación doctrinal
Una de las categorías de la clasificación de la interpretación desde el ángulo 
del sujeto que la realiza es la interpretación doctrinal. Dicha clasificación se 
encuentra integrada, además, por la interpretación legislativa, ejecutiva, judi-
cial, popular y mediática.

El sector de la interpretación doctrinal adquiere relevancia gracias pre-
cisamente al papel fundamental que juega la doctrina en el ámbito jurídico.

La doctrina es labor de los estudiosos del derecho, que incide en oca-
siones en la creación y aplicación del derecho, y gracias a ella se logra la 
comprensión, interpretación, integración, sistematización, desarrollo, estudio 
y enseñanza del derecho. La doctrina jurídica, al igual que en otras discipli-
nas, ha sido objeto de una evolución paulatina que partió de la tradición oral 
y a la que se sumó en algún estadío la escritura, que ha permitido preservar 
el conocimiento y transmitirlo a lo largo de generaciones. La invención de la 
imprenta en el siglo XV, a la que han seguido numerosos avances técnicos y 
tecnológicos, han servido como vehículo de transmisión de ideas, información 
y conocimientos.

En suma, la doctrina se integra por las opiniones de los profesores y estu-
diosos del derecho en las diversas ramas del saber jurídico, las cuales tienen 
una deuda perene con un gran número de autores que permitieron su crea-
ción, identificación, sistematización o desarrollo. No cabe duda, por ejemplo, 
que en el ámbito jurídico privado la doctrina ha tenido destellos muy impor-
tantes, gracias al desarrollo del ius civile romano; el mos italicus, derivado de la 
labor de los glosadores y post glosadores en el siglo XVI; así como la labor 
de los civilistas durante el siglo XIX. En el campo del derecho internacional 
podemos señalar las aportaciones de Hugo Grocio y Francisco de Vitoria. 
En el derecho procesal, la labor de autores como Francesco Carnelutti, Piero 
Calamandrei y Niceto Alcalá Zamora y Castillo, entre muchos otros. En el 
campo del derecho procesal constitucional, por mencionar algunos ejemplos, 
las aportaciones iniciales de Hans Kelsen, y las posteriores de Mauro Cappe-
lletti y Fix-Zamudio.

La doctrina presta servicios muy importantes al derecho, a los operadores 
jurídicos y al foro en general. En primer término, y también en un primer 
nivel, tenemos la aportación de conceptos y categorías, así como opiniones 
acerca del derecho vigente, a efecto de criticarlo, sistematizarlo, concordarlo 
o esclarecer su sentido y alcance. En un segundo nivel encontramos los estudios 
u opiniones acerca de la labor de los propios juristas o del ordenamiento en 
un nivel ulterior de abstracción, lo cual corresponde a los estudios teóricos del 
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derecho. En un tercer nivel podríamos situar a los trabajos de filosofía del de-
recho, en donde se analizan los principios y cuestiones más básicas y abstractas 
del fenómeno jurídico; en este nivel se pretende dar respuesta a las preguntas 
acerca de qué es el derecho, por qué se obedece el derecho, qué es la justicia 
y muchos otros conceptos básicos.

De esta manera, la doctrina aporta conceptos, criterios, pautas, sistema-
tizaciones o clasificaciones que sirven para generar la opinión jurídica domi-
nante, pero también para cuestionar ésta e impulsar nuevos paradigmas sobre 
los cuales los operadores jurídicos pueden crear y aplicar el derecho.

En resumen, la interpretación doctrinal son las opiniones de los profesores 
o estudiosos del derecho, que, sobre todo a través de sus obras, determinan el 
sentido y alcance de las expresiones del derecho. Tan importante ha sido la 
doctrina que incluso a los criterios emanados de los órganos jurisdiccionales 
se les denomina “doctrina” judicial o la “doctrina” del tribunal.

Aún más, la importancia de la doctrina en el ámbito del derecho ha sido 
de tal entidad que incluso se le ha dado en ocasiones el reconocimiento explí-
cito de fuente, ya sea primaria o auxiliar del propio derecho, como lo ejem-
plifica el art. 38 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, que alude, 
entre otras fuentes del derecho internacional, a “las doctrinas de los publi-
cistas de mayor competencia de las distintas naciones”, en calidad de medio 
auxiliar para la determinación de las reglas del derecho. En nuestro país se 
puede mencionar la Ley de Amparo de 1882, que en su art. 34 señalaba que 
las sentencias pronunciadas por los jueces de distrito debían fundarse en el 
texto constitucional, para cuya interpretación había que estar a las ejecutorias 
de la Suprema Corte y “las doctrinas de los autores”.

El porqué de la relevancia y el apoyo que encuentran los operadores jurí-
dicos en la doctrina es una cuestión fuertemente enraizada en la importancia 
que otorgan los seres humanos al conocimiento y la experiencia, lo cual de-
viene posiblemente de los albores de la propia humanidad y su capacidad de 
supervivencia, gracias al aprendizaje que otorga la experiencia. En la actuali-
dad, el conocimiento y la experiencia es una de las fuentes de autoridad y, por 
ello, en el campo del derecho, invocar en nuestro apoyo o como justificación 
las opiniones de los estudiosos es uno de los diversos argumentos de autoridad 
que se utilizan con frecuencia.

En este sentido, hay que distinguir tres planos de la doctrina, uno como 
determinadora del sentido y alcance de las disposiciones jurídicas; dos, 
como generadora de argumentos o razones, y, tres, como referente de autori-
dad para fortalecer pretensiones, planteamientos o decisiones.

Es en el primer plano donde se ubica la interpretación doctrinal, que 
sirve de apoyo tanto al foro como a los operadores jurídicos, en la creación y 
aplicación del derecho a casos concretos. En la práctica se acude a la doctri-
na más de lo que abiertamente se reconoce, es decir, no es frecuente que los 
operadores jurídicos, en particular los jueces, citen expresamente la fuente 
doctrinal que les sirvió de guía, pauta o inspiración, aunque éstas se traslucen 
por lo regular en las decisiones de todo tipo y rango de jueces y tribunales.

La pluralidad de enfoques y perspectivas con que se puede estudiar al de-
recho impiden que la doctrina sea un conjunto unidireccional y monolítico de 
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pautas u opiniones, de ahí la necesidad de buscar una especie de uso racional 
de la doctrina, que en efecto valga por aquello que le da relevancia: el conoci-
miento y la experiencia; pero sobre todo por el hecho de que las razones que 
se invoquen resistan la crítica y deriven del estudio profundo y meditado de 
la institución jurídica de que se trate. Solo de esta manera la interpretación 
doctrinal puede seguir aportando de manera genuina a la creación y aplica-
ción del derecho.

Jorge Ulises Carmona Tinoco

Interpretación doctrinal/judicial/auténtica
I. Para comprender las peculiaridades de la interpretación judicial es per-
tinente confrontarla con la interpretación doctrinal y con la interpretación 
auténtica. Y con este propósito es necesario introducir un marco conceptual 
en el cual encuadrar estos diversos tipos de actividad interpretativa. En parti-
cular, dos distinciones son indispensables.

a) Primera distinción. Con el vocablo “interpretación” se hace referencia, 
a veces, a la atribución de significado a un texto normativo —“El texto T tiene 
el significado S”—; en otras ocasiones a la calificación jurídica de una situa-
ción concreta —“El acto X constituye homicidio”—, calificación que después 
da fundamento a la solución (o a la propuesta de solución) de una específica 
controversia. Por lo tanto, es necesario distinguir entre:

— La interpretación “en abstracto” (“orientada a los textos”), que con-
siste en identificar el contenido de significado —es decir, el contenido norma-
tivo— expresado por, y/o lógicamente implícito en, un texto normativo sin 
referencia a algún supuesto de hecho concreto, y

— La interpretación “en concreto” (“orientada por hechos”), que consiste 
en subsumir un supuesto de hecho concreto en el campo de aplicación de una 
norma previamente identificada “en abstracto”.

Mediante la interpretación en abstracto, los juristas resuelven problemas 
de ambigüedad del lenguaje normativo, concretizan principios, resuelven an-
tinomias y colman lagunas. La interpretación en concreto, por su parte, re-
suelve problemas de vaguedad o “textura abierta” de las normas.

b) Segunda distinción. Con el vocablo “interpretación” a veces se hace 
referencia a un acto de conocimiento; en otras ocasiones a un acto de deci-
sión, aunque otras tantas a un genuino acto de creación normativa. Por tanto, 
debemos distinguir:

— La interpretación cognitiva, que consiste en identificar, de un texto nor-
mativo, los diversos posibles significados posibles (teniendo en cuenta las re-
glas de la lengua, de las diversas técnicas interpretativas en uso, de las tesis 
dogmáticas propagadas por la doctrina, etcétera) sin elegir alguno;

— La interpretación decisoria, que consiste en la elección, entre los significa-
dos posibles, de un significado determinado, descartando los restantes;

— La interpretación creativa —o “construcción jurídica”— que consiste 
en atribuir a un texto un significado “nuevo”, que no figura entre los identifi-
cados o identificables en la interpretación cognitiva: prácticamente, consiste 
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en formular una norma nueva, no expresa (que se considera “implícita” en las 
normas existentes).

Desde el punto de vista lógico (no psicológico, por supuesto), la interpre-
tación decisoria y la interpretación creativa presuponen obviamente la inter-
pretación cognitiva, y ésta destaca, por así decirlo, la indeterminación del or-
denamiento, es decir, la ambigüedad de los textos normativos es resuelta por 
ella; la interpretación creativa colma las lagunas y resuelve otros “defectos” 
del sistema jurídico.

II. Las distinciones apenas introducidas son útiles para ilustrar la distin-
ción que se hará enseguida, que ya no se refiere a la actividad interpretativa, 
sino a los sujetos que típicamente la ejercitan: se trata sobre todo de los juris-
tas, los jueces y (a veces) del propio legislador.

1. Se llama “interpretación doctrinal” a la realizada por los “juristas”, es 
decir, por los académicos —por los profesores de derecho— en sus estudios 
monográficos, manuales, ensayos, comentarios a sentencias, entre otros. La 
interpretación doctrinal es esencialmente, aunque no necesariamente (por lo 
menos porque los juristas académicos ejercitan comúnmente también la pro-
fesión de abogado), interpretación en abstracto. Puede ser indistintamente 
una actividad cognitiva (de valoración), decisoria o creativa.

Cuando un jurista se limita a la interpretación cognitiva contribuye al 
conocimiento del derecho. Cuando realiza una interpretación decisoria hace 
“política del derecho”: busca con ello influenciar las decisiones interpretativas 
de los órganos de aplicación (y especialmente de los jueces); su interpretación 
tiene valor de “recomendación” (propuesta de sententia ferenda) dirigida a los 
jueces. Cuando, por último, realiza una interpretación creativa contribuye 
—o por lo menos pretende contribuir— a la producción de derecho (Juristen-
recht). Se entiende que la doctrina contribuye efectivamente a la producción 
de derecho cuando las normas (“apócrifas”) por ella formuladas se convierten 
en vigentes (“derecho viviente”) a través de las decisiones de los órganos de 
aplicación que las hacen propias (aplicándolas).

2. Se llama “interpretación judicial” a la realizada por los jueces en el 
ejercicio de la función jurisdiccional. La interpretación judicial es necesa-
riamente interpretación decisoria, a menudo creativa, y es necesariamente 
(también) interpretación en concreto (“además”, no solo eso, ya que, como 
he dicho, cualquier interpretación en concreto presupone lógicamente una 
interpretación en abstracto).

La interpretación doctrinal está desprovista de efectos jurídicos. Por su-
puesto, los juristas pueden, de hecho, influir en las decisiones de los jueces y de 
la administración pública (y de los órganos de aplicación en general). Pero ni 
los jueces ni la administración pública tienen obligación jurídica de adaptarse 
a las interpretaciones propuestas por los juristas. La interpretación judicial, 
por el contrario, sí tiene efectos jurídicos. Generalmente (con la excepción, so-
bre todo, de los jueces constitucionales) en los ordenamientos de civil law, ésta 
es vinculante para “las partes, sus herederos o cesionarios” (así lo establece, 
por ejemplo, el Código Civil italiano). Ella, como suele decirse, tiene eficacia 
inter partes: tiene efectos circunscritos al caso concreto.
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Hay que resaltar lo siguiente: la interpretación judicial es eficaz (nor-
malmente) solo inter partes. Ello quiere decir, ante todo, que ninguna decisión 
jurisdiccional puede producir efectos jurídicos contra “terceros”, extraños al 
proceso. Pero también quiere decir que, en principio, ningún juez tiene la 
obligación de conformarse con las elecciones interpretativas de cualquier otro 
juez, incluso si se trata de una Corte Suprema.

En otras palabras, en los ordenamientos de civil law, los “precedentes” 
jurisdiccionales —es decir, las decisiones jurisdiccionales de casos anteriores, 
similares, bajo cualquier aspecto esencial, al que se va a decidir— no son 
vinculantes para los otros jueces. Cada juez goza de total autonomía inter-
pretativa, y está sujeto, en principio, a la ley, y a ella sola (esto se establece 
expresamente, por ejemplo, en la Constitución italiana). En este sentido, la 
jurisprudencia “no es” fuente formal del derecho.

Así están las cosas, en teoría. Sin embargo, es claro que si un juez, en la 
interpretación de una determinada ley, se aparta de las orientaciones inter-
pretativas de la Corte Suprema, especialmente cuando se trata de criterios 
consolidados, es probable que su sentencia sea impugnada por la parte per-
dedora, y sea después anulada por la Corte Suprema. Por esta obvia razón, 
los precedentes —sobre todo los precedentes del Tribunal Supremo o de casa-
ción— ejercitan sobre los jueces una eficacia “persuasiva”; en otras palabras, 
son a menudo de hecho acatados, aunque no sean vinculantes.

3. Finalmente, se llama “interpretación auténtica” (por antonomasia) a 
la interpretación de la ley realizada por el mismo legislador mediante una ley 
sucesiva, cuyo contenido sea precisamente la determinación del significado de 
una ley precedente.

Se trata, obviamente, de una interpretación decisoria, y particularmente 
de una interpretación en abstracto. Dado que una ley que pretendiera inter-
pretar “en concreto”, es decir, de determinar la solución de una específica 
controversia, o bien interferir en los procesos en curso, constituiría un ejerci-
cio que no es de la función legislativa, sino de la función jurisdiccional; ella se-
ría, por tanto, constitucionalmente ilegítima en todos aquellos ordenamientos 
constitucionales que reservan a los jueces la función jurisdiccional.

También la interpretación auténtica, como aquella judicial, tiene efectos 
jurídicos. Pero, mientras la interpretación judicial tiene eficacia solo inter partes, 
la interpretación auténtica, estando incluida en una ley, es vinculante —como 
cualquier otra ley— erga omnes, es decir, vincula a todo sujeto del ordenamiento.

Riccardo Guastini 
(traducción de Giovanni A. Figueroa Mejía)

Interpretación en sentido amplio
La interpretación es una actividad que no se circunscribe exclusivamente al 
ámbito jurídico, son susceptibles de interpretarse acontecimientos, actitudes y 
expresiones de todo tipo. De ahí la necesidad de partir de un concepto gené-
rico para comprender mejor uno de sus sectores específicos: la interpretación 
jurídica.
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Si bien por siglos ha estado presente como actividad, los estudios acerca 
de la interpretación han proliferado desde la segunda mitad del siglo XX, 
dando lugar a toda una disciplina que la estudia, conocida como “hermenéu-
tica”.

En el ámbito de la filosofía, el solo concepto de interpretación ha susci-
tado entre los autores opiniones diversas —incluso contradictorias— y, tal y 
como sucede en muchos otros problemas planteados en este campo, no se ha 
llegado aún a conclusiones definitivas. Según la corriente que podemos de-
nominar como tradicional, la interpretación busca desentrañar un sentido ya 
incorporado en las expresiones consideradas como conjunto de signos. Una 
postura más moderna asigna un papel central al propio intérprete, quien, 
más allá de limitar su labor a buscar un sentido ya incorporado, en realidad 
asigna en definitiva sentido a tales expresiones. El propio término interpreta-
ción es utilizado en diversos contextos, por ejemplo, cuando hay actividad de 
traducción de un idioma a otro; cuando se ejecuta alguna obra artística o se 
tratan de comunicar los fines estéticos o los sentimientos del autor, o cuando 
se trata de extraer una determinada pauta de conducta, como en el caso de la 
interpretación de textos jurídicos.

La diversidad de usos del lenguaje y contextos en los que se utiliza la 
palabra “interpretación” ha dificultado la conformación de una teoría ge-
neral sobre el particular. Uno de los esfuerzos más notables es el de Emilio 
Beti, quien concibe la interpretación como “una actividad cognoscitiva” en 
la cual se trata siempre de entender la objetivación de una espiritualidad, es 
decir, su incorporación o fijación en un instrumento material perceptible, ya 
sea una piedra, mármol, madera, papel o el sonido acústico, que forma parte 
de la dimensión del mundo físico. Dicho autor afirma que de algún modo la 
dotación espiritual, que no pertenece a la dimensión del mundo físico, se halla 
trasvasada, incorporada y fijada en el instrumento material perceptible. En 
este sentido, para que exista interpretación es necesario contar con un objeto 
constituido por “formas representativas”, que son “una relación unitaria de 
elementos” apreciables por los sentidos por cuanto dejan huella en el material 
en que se plasman; éstas convierten al objeto en algo cognoscible. A partir de 
lo anterior, podemos considerar que “interpretar es la actividad por la cual 
se determina el sentido de ciertos acontecimientos, signos o expresiones sig-
nificativas, objetivamente plasmados”. En el ámbito jurídico dicha actividad 
consiste en “determina el sentido de las expresiones del derecho”.

La invención de la escritura permitió plasmar el derecho —de tradición 
oral remota—, por escrito, a partir de ese momento es que los textos, como 
una de las formas de expresión de las normas jurídicas, adquirieron una pre-
ponderancia hasta ahora insuperable. La Constitución, las leyes, los regla-
mentos, los contratos, los testamentos e incluso las señales de tránsito no son 
otra cosa que formas de expresión jurídica, es decir, el vehículo a través del 
cual son manifestadas las normas jurídicas. La interpretación permite extraer 
del texto la norma jurídica que tiene incorporada o trasvasada.

La interpretación jurídica como actividad ha acompañado al derecho 
desde sus orígenes y se ha manifestado con diversos matices. Es precisamente 
en este ámbito donde se aprecia que ocupa y, en ocasiones, preocupa a quie-
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nes detentan el poder mantener una especie de monopolio interpretativo, lo 
cual ha llevado en diversas etapas de la historia a prohibir la interpretación de 
los textos normativos; a limitarla a situaciones excepcionales o a un solo ca-
non o pauta, como puede ser desentrañar la de hallar la voluntad o el espíritu 
unívoco del legislador.

Hasta ahora se ha formado un gran número de escuelas y corrientes 
acerca de la interpretación jurídica, originadas en sus inicios alrededor del 
derecho privado de carácter civil; por lo que respecta al derecho continental 
europeo, se pueden citar entre las principales a la Escuela de la Exégesis 
o Francesa; la Escuela Histórica Alemana; la Jurisprudencia Dogmática; la 
Jurisprudencia de Conceptos; la Jurisprudencia de Intereses; la Escuela Cien-
tífica Francesa; el Sociologismo y la Escuela del Derecho Libre, entre muchas 
otras más. En el derecho angloamericano, donde los jueces han tenido histó-
ricamente una influencia decisiva en la evolución del derecho, han adquirido 
especial relevancia las corrientes del Realismo Jurídico y la Jurisprudencia 
Sociológica.

Cada una de estas escuelas o corrientes parte generalmente de concep-
ciones propias acerca del derecho y, por consiguiente, discrepan las ideas que 
ostentan sobre la interpretación, los métodos interpretativos y lo que consti-
tuye el “sentido” de los textos jurídicos. La mayoría de las escuelas de inter-
pretación es designada precisamente por el canon interpretativo que ostenta 
como bandera y, las más de las veces, que propone como el único correcto. En 
el ámbito jurídico, las corrientes acerca de la incidencia, objetivos y particu-
laridades de la interpretación, no han sido unívocas. Para algunos, el objeto 
de la interpretación es determinar el sentido y alcance de las reglas jurídicas; 
para otros consiste en explorar textos normativos, de manera que el resultado 
de la interpretación es precisamente obtener la regla jurídica aplicable a un 
determinado asunto.

Las distintos cánones de interpretación pueden identificarse a lo largo 
de un espectro que en uno de sus extremos tiene a la llamada “voluntad” del 
autor de la norma, y en el otro los términos objetivos del texto, por esta razón 
son generalmente clasificados en dos grandes grupos, “subjetivistas y objeti-
vistas”, según sea el extremo al cual se inclinen preponderantemente. Las co-
rrientes denominadas “subjetivistas”, por ejemplo, declaran que el sentido de 
la ley se encuentra en la “voluntad” del legislador, por otro lado, las llamadas 
“objetivistas” se apoyan en el sentido lógico-objetivo de la ley como expresión 
del derecho, es decir, los textos legales tienen una significación propia, implí-
cita en los signos que los constituyen e independiente de la voluntad real o 
presunta de sus autores, al penetrar la ley en la vida social adquiere matices 
diversos de aquellos que le fueron asignados en su creación. En la actualidad 
se vive una apertura interpretativa que acepta los diversos cánones de inter-
pretación (semántico, sistemático, teleológico, histórico y funcional), que se 
han ido conformando en el tiempo y que sirven al intérprete como aproxima-
ciones a los textos normativos. Asimismo, la interpretación ha sido objeto de 
muy relevantes clasificaciones, en relación con el intérprete, a sus efectos, a su 
contenido, entre otras categorías que la han ramificado y convertido en una 
disciplina de estudio recurrente.
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Si bien por siglos se consideró que solo había lugar a la interpretación 
cuando los textos normativos fueran obscuros, en la actualidad se reconoce 
que la interpretación es una fase indispensable de la aplicación del derecho 
a casos concretos, seguida por la subsunción y, por último la justificación. De 
manera paralela a estos desarrollos, la interpretación jurídica, ubicada en el 
ámbito de la aplicación de las normas del derecho privado, se ha ido exten-
diendo a otras ramas del derecho tanto privadas como públicas, de las que 
se debe destacar el desarrollo sobresaliente que ha tenido la interpretación 
constitucional y la de los tratados internacionales.

Jorge Ulises Carmona Tinoco

Interpretación evolutiva
I. En la cultura jurídica moderna, la historia de las doctrinas normativas (o 
ideología) de la interpretación está atravesada por dos oposiciones fundamen-
tales recurrentes; por un lado, la oposición entre una doctrina “literalista” 
y una doctrina “intencionalista”; del otro, la oposición entre una doctrina 
“estática” y una doctrina “dinámica”. Omitiendo la primera oposición, que 
no interesa en el presente contexto, la interpretación evolutiva es fruto preci-
samente de la doctrina “dinámica”.

a) La doctrina estática no recomienda cualquier “método” interpretativo, 
sino más bien un particular “producto” de la interpretación, a saber que la in-
terpretación atribuya a los textos normativos un específico tipo de significado 
(cualesquiera que sea la técnica empleada para argumentarlo). Recomienda 
que el producto de la interpretación sea estable, que a cada texto normativo se 
le atribuya siempre el mismo significado (o bien que cada texto esté dirigido a 
expresar siempre la misma norma); que no se muten orientaciones interpreta-
tivas, que no se pongan en entredicho las interpretaciones ahora consolidadas, 
que la jurisprudencia no cambie de rumbo.

La doctrina estática, por lo tanto, favorece una postura genéricamente 
conservadora en materia de interpretación, en el presupuesto de que la es-
tabilidad de la interpretación garantiza la “certeza del derecho”, es decir, la 
previsibilidad de las consecuencias jurídicas de las acciones de cada sujeto: 
concretamente, previsibilidad de las decisiones de los jueces y, más en general, 
de los órganos de aplicación (la administración pública, pero también los su-
premos órganos constitucionales).

b) La doctrina dinámica, por su parte, alienta a los intérpretes a cambiar 
la interpretación incluso consolidada de los textos normativos —especialmen-
te si se trata de textos normativos antiguos, como son a veces los textos cons-
titucionales— para adaptar así incesantemente el derecho a nuevas circuns-
tancias, a pesar de la inercia de las autoridades normativas (incluido el poder 
de revisión constitucional).

En otras palabras, la doctrina dinámica favorece la interpretación llama-
da “evolutiva”, útil para remediar, precisamente por vía interpretativa, el en-
vejecimiento de los textos normativos (por la falta de reformas legislativas y/o 
por la falta de reformas constitucionales).
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II. La interpretación evolutiva se caracteriza por su oposición a la inter-
pretación histórica. Para comprender mejor este punto es necesario distinguir 
preliminarmente entre dos tipos de significado: a) significado “originario”, 
que es aquel que un texto normativo tiene (o tenía) al momento de su entra-
da en vigor, y b) significado “actual”, que es aquel que un texto normativo 
asume en el momento en que es interpretado y eventualmente aplicado. Se 
trata, obviamente, de significados potencialmente (aunque no necesariamen-
te) divergentes, especialmente cuando el texto normativo interpretado es muy 
antiguo. Ahora bien:

1. Se llama “histórica” a la interpretación que atribuye a un texto norma-
tivo su significado original. A ésta se le pueden adscribir dos versiones: a) una 
versión lingüística, que atribuye a un texto el significado lingüístico originario 
(o “histórico”, aquel que las palabras tenían en la época que se creó), y b) una 
versión intencionalista, que atribuye a un texto el sentido originalmente que-
rido por el legislador.

2. Se llama, por el contrario, “evolutiva” —o también “dinámica”— a 
la interpretación que atribuye a un texto un significado actual (si difiere del 
original). Más en general, se llama “evolutiva” a toda interpretación que ads-
cribe a un texto normativo un significado nuevo, diverso del usual o conso-
lidado. La interpretación evolutiva es producto de la adaptación de viejas, o 
relativamente viejas, leyes (o Constituciones) a situaciones nuevas no previstas 
por el legislador histórico (o por los padres constituyentes).

Para comprender lo distintos que pueden ser los resultados de la interpre-
tación histórica y, respectivamente, evolutiva, se toma un simple ejemplo. 
La octava enmienda de la Constitución de los Estados Unidos —que data 
de 1791— prohíbe infligir penas “crueles e inusuales”. Evidentemente, hoy 
en día son “inusuales” y son sentidas como “crueles” sanciones penales que en 
1791 no lo eran, por ejemplo, la pena de muerte. Por lo tanto, la disposición 
mencionada prohíbe la pena de muerte si se interpreta de modo “evolutivo”; 
mientras que la permite si se interpreta de modo “histórico”.

En efecto, la interpretación evolutiva no es en sí misma una específica 
técnica interpretativa: lo que “evoluciona”, en sentido estricto, no es la “ac-
tividad” interpretativa, sino más bien el “producto” de la interpretación. En 
otros términos, lo que cambia es el significado adscrito a un mismo texto 
normativo.

Se entiende que la interpretación evolutiva no puede ser argumentada 
haciendo referencia a la concreta voluntad del legislador (es decir, a la inten-
ción real de los legisladores de carne y hueso, puesto que existe y es cognosci-
ble), que es, por el contrario, razonamiento fundamental de la interpretación 
histórica (en la variante internacional). Sin embargo, se puede argumentar: 
con referencia a la intención contrafactual del legislador, o en relación con la 
llamada “naturaleza de las cosas”: la interpretación de los textos normativos 
debe cambiar cuando cambien las circunstancias en las que éstos deben ser 
aplicados.

De hecho, existe en la doctrina y en la jurisprudencia una técnica están-
dar para argumentar este tipo de interpretación: aquella que consiste en ape-
lar a ciertos tipos de hechos —tal y como son percibidos y evaluados por el 
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intérprete a la luz de sus ideas de justicia—, como el cambio en la conciencia 
social, la aparición de nuevas exigencias en la vida social (económica, política, 
etcétera), y similares.

Desde el punto de vista político, la interpretación evolutiva puede ser im-
pugnada en razón de que los intérpretes no están habilitados para remediar la 
inercia de las autoridades legislativas, cambiando ellos mismos el derecho, por 
vía interpretativa, cuando no cambian los textos normativos. Si, por ejemplo, 
a los intérpretes se les permitiera atribuir a una cláusula constitucional un 
sentido diverso de aquel querido por los constituyentes, ellos sí sustituirían al 
poder constituyente (o al poder de revisión constitucional), usurpándolo.

Combinada con la doctrina intencionalista —se debe atribuir a los textos 
normativos no su significado literal, sino el significado que corresponde a la 
intención del legislador—, la doctrina dinámica de la interpretación da lugar 
a esa manera de ver (una evidente ficción) según la cual la intención de la au-
toridad normativa no se da una vez por todas, cristalizada en los documentos 
normativos, pero mágicamente evoluciona, adaptándose al mutar las circuns-
tancias. Esta formulación algo absurda oculta una idea llena de implicaciones 
prácticas.

La idea es, a grandes rasgos, la siguiente: que la intención del legislador no 
es tanto la norma que el propio texto expresa, sino más bien su ratio, su razón 
de ser, es decir, el propósito que la autoridad pretende perseguir o, aun, el 
“valor” o “principio” subyacente a la norma. En otras palabras: no la norma 
“expresa”, sino el principio —el valor ético-político— “implícito” subyacente, 
a partir del cual la autoridad normativa, se supone, era animada.

Ahora, un principio, un valor, una ratio son potenciales matrices de innu-
merables normas (ulteriores respecto a aquélla en la que cristalizan original-
mente) implícitas, idóneas para resolver situaciones nuevas, no previstas. Con 
el auxilio, principalmente, del argumento analógico, o bien de un argumento 
contra-factual: “si la autoridad normativa hubiese previsto la circunstancia F, 
la habría resuelto de conformidad con el principio P, en el modo G”.

Así que, desde este punto de vista, se resuelve a veces con la interpreta-
ción extensiva o analógica del texto en cuestión; otras veces no tanto con una 
interpretación peculiar —en sentido estricto— del texto, sino más bien con la 
creación de nuevas normas implícitas a partir del principio que se considera 
subyacente en el texto.

Riccardo Guastini 
(traducción de Giovanni A. Figueroa Mejía)

Interpretación evolutiva de la Constitución
La validez de las disposiciones que componen un orden jurídico no depende 
de su concreta aplicación sino de la corrección con la que han sido puestas 
en el ordenamiento. El propio Kelsen advirtió, sin embargo, que una general 
eficacia es condición de validez y, en todo caso, distinguía entre ésta y aquélla 
e incorporaba ambas a su teoría pura del derecho. En definitiva, toda dispo-
sición normativa aspira, siendo válida —estando vigente—, a ser también 
eficaz. Así, la eficacia se presenta como el punto de conexión entre el enun-
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ciado normativo y la realidad porque la norma eficaz somete la realidad a sus 
dictados: las personas que se mueven en el ámbito de la realidad, acomodan 
sus acciones a lo previsto la norma.

Las disposiciones del orden jurídico permanecen invariables en sus térmi-
nos hasta su reforma o derogación, así que la mejor manera de resolver las an-
tinomias entre ellas y la realidad que regulan es proceder a su reforma o a su 
derogación. No siempre, empero, son posibles los cambios legislativos, pues, 
como es sabido, cuanto mayor es el rango de la norma, más rígida resulta, de 
lo que se colige que las normas superiores, empezando por la Constitución 
que predetermina el contenido de las normas inferiores, no pueden cambiarse 
con facilidad. Esta rigidez que protege a las normas, especialmente las de la 
Constitución, vuelve estático al ordenamiento constitucional que difícilmente 
sufre transformaciones formales (reformas). Entonces, la vía principal de esa 
adaptación para dotar al ordenamiento de cierto dinamismo es justamente la 
de emplear el llamado elemento evolutivo que permite a las disposiciones nor-
mativas afrontar los cambios de la vida sin sufrir modificaciones en su texto, 
pero manteniendo su eficacia, es decir, regulando efectivamente la realidad. 
La evolutividad del ordenamiento es, en rigor, la aptitud de las disposiciones 
que lo integran para seguir regulando una realidad dinámica. Porque, como 
recuerda Emilio Betti, hay una tensión latente entre las opuestas tendencias, 
estática y dinámica, del ordenamiento jurídico.

La interpretación evolutiva supone, como vemos, una elección del intér-
prete: optar entre la interpretación anteriormente dada a una disposición, 
pero que ya no permite someter la realidad, o extraer otra nueva que sirva a 
ese propósito. Esta posibilidad de elegir entre mantener el sentido normativo 
“tradicional” o desvelar otro hasta entonces oculto presupone un intérprete 
creador, alejado del modelo de juez ventrílocuo que imperó durante tanto 
tiempo.

En la esfera constitucional, la tensión entre normatividad y normalidad 
resulta notoria, más que en los demás ámbitos normativos. Esto sucede por 
varios motivos; el primero, por la especial rigidez de las disposiciones consti-
tucionales cuya aspiración de permanencia suele, por lo general, ser digna de 
aprecio. La imposibilidad real de cambiarlas, a veces con una intangibilidad 
formalizada, produce, como consecuencia inevitable, que su adaptación tenga 
que llevarse a cabo por vías interpretativas, es decir, mediante la interpreta-
ción evolutiva, porque ésta garantiza la “movilidad” de la que carecen las 
disposiciones interpretadas y asegura la expansión de su fuerza normativa.

El segundo motivo que favorece la tensión apuntada es la especial dina-
micidad de la realidad política que el derecho constitucional regula. Ningún 
ordenamiento puede soportar que su norma suprema no sea satisfactoria-
mente eficaz, pues si así ocurriera, todo él se resentiría. Para hablar de una 
Constitución normativa, en los términos de Loewenstein, es necesario que 
su desarrollo legislativo y su interpretación favorezcan su eficacia. Y en esta 
labor es preciso advertir las peculiaridades de la interpretación constitucional 
que acaba siendo una interpretación tópica y, por ello mismo, imprecisa, pero 
que, en todo caso, ha de encaminarse a desplegar el valor normativo de la 
Constitución.
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Wrobelsky se refiere a la interpretación operativa de la Constitución, es 
decir, a aquella que despliega los efectos queridos en la ley fundamental. Por 
su parte, Hesse maneja una idea similar; según él hay que promover la volun-
tad de la Constitución. Ambos descubren la finalidad de toda interpretación 
de la Constitución que, por lo demás, comparten todas las disposiciones jurí-
dicas. Se trata, pues, de que la Constitución regule efectivamente la realidad 
constitucional y, para ello, será necesario adaptarla a los cambios que en ésta 
se produzcan.

Además de la rigidez del programa normativo y del sustancial dinamis-
mo de su ámbito normativo hay otro factor que favorece la interpretación 
evolutiva de la Constitución: la textura abierta de sus disposiciones, su for-
malización en abstracto con abundancia de principios. No es que no haya 
reglas en la Constitución, que las hay, pero abundan los preceptos que, por su 
ambivalencia, amplían la esfera de discrecionalidad del intérprete; éste no se 
halla sujeto a una literalidad estricta sino a unos términos que se prestan a las 
interpretaciones alternativas.

La textura de los preceptos constitucionales, junto con el resto de sus pe-
culiaridades, favorece la creatividad del intérprete, la cual se asocia inevitable-
mente con la evolutividad, dado el carácter cambiante de la realidad política. 
La interpretación de las disposiciones constitucionales tiene que enfocarse en 
captar esas peculiaridades, a las que el intérprete ha de ser sensible.

En los términos de Hesse, el programa normativo, inserto en las dispo-
siciones constitucionales, y el ámbito normativo (la realidad política) donde 
se proyectan, favorece, sino exige, una interpretación evolutiva. El progra-
ma normativo —el enunciado—, cuya literalidad opera como límite último 
de la interpretación evolutiva, se mantiene inalterable a veces durante siglos, 
pero el ámbito normativo, la realidad regulada, varía constantemente. Como 
aquél es muy difícil de reformar y en ocasiones deliberadamente no se desea 
cambiarlo para mantenerlo como símbolo, la interpretación evolutiva entra 
en juego para extraer, de los preceptos antiguos, normas nuevas, sentidos nor-
mativos ni siquiera imaginados por los autores.

Raúl Canosa Usera

Interpretación extensiva
I. La interpretación extensiva es un tipo de interpretación “correctora”; ésta, 
a su vez, se contrapone a la interpretación considerada “declarativa”.

El uso de estas expresiones presupone la (ingenua) teoría cognitiva de la 
interpretación: esa teoría entiende que los textos normativos incorporan un 
significado intrínseco preexistente a la interpretación, susceptible de descu-
brimiento o conocimiento, de “declaración” justamente; así, la interpretación 
—o al menos la “buena” interpretación— consiste precisamente en compro-
barlo y no manipularlo.

a) Se entiende generalmente como “interpretación declarativa” a la que 
atribuye a un texto normativo su significado (se supone) “propio”, sin alterarlo 
en modo alguno.
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b) Se entiende como “interpretación correctora”, trivialmente, cualquier 
interpretación no declarativa. La interpretación correctora, entonces, puede 
ser ya sea “extensiva” (lex minus doxit quam voluit), ya sea “restrictiva” (lex magis 
dixit quam voluit).

Hay que decir que —como consecuencia de la inevitable vaguedad de 
los enunciados (términos que denotan clases) en todos los lenguajes natura-
les— el campo de aplicación de cada norma es indeterminado, así que pue-
den darse casos concretos que seguramente entran en su ámbito, casos que 
a su vez claramente están excluidos y, finalmente, casos “difíciles” de dudosa 
cualificación. Bueno, la interpretación extensiva y la interpretación restrictiva 
constituyen dos formas alternativas de reducir la vaguedad de los enunciados 
y, por tanto, de precisar el campo de aplicación de las normas.

II. Existen, de hecho, dos estrategias fundamentales para reducir la va-
guedad: la técnica de la analogía (o de la igualdad “sustancial”) y la técnica de 
la disociación (o de la diferencia “sustancial”).

Supongamos que tenemos una disposición normativa que atribuye una 
determinada consecuencia jurídica para el supuesto “edificio en ruinas”, y 
tener que resolver una controversia relativa al colapso de un balcón. Ahora 
bien:

1. Analogía. Una primera estrategia para reducir la vaguedad consiste en 
sostener que —a la luz de una supuesta ratio legis (el propósito que la norma 
tenía la intensión de perseguir) — el colapso de un balcón es en todo “análo-
go” a la ruina de un edificio, es decir, merece la misma regulación jurídica. Se 
puede concluir que la norma sobre la ruina de edificio se aplica “también” al 
supuesto “colapso de un balcón”.

Éste es un ejemplo de interpretación extensiva, basado en el empleo del 
argumento analógico. Por esta vía, el área de “penumbra” de la norma se 
reduce, incluyendo en ella la clase de situaciones marginales “colapso de 
balcón”.

2. Diferencia. Una segunda estrategia consiste en sostener, a la inversa, que 
la ruina del edificio y el colapso del balcón —aun a la luz de una supuesta ratio 
legis— son situaciones sustancialmente “diversas”, así que merecen diferentes 
regulaciones jurídicas. Con la conclusión de que la norma sobre la ruina del 
edificio “no” se aplica al supuesto “colapso del balcón”.

Éste es un ejemplo de interpretación restrictiva, basada sobre el argumento 
de la disociación (lo que los juristas del Common Law denominan distinguishing). 
De nuevo, para esta vía, el área de “penumbra” de la norma se reduce, 
excluyendo de ella la clase de casos marginales “colapso del balcón”.

III. Las expresiones “interpretación extensiva” e “interpretación restric-
tiva” pueden denotar dos cosas diversas (diferentes conceptualmente, aunque 
no siempre distinguibles en concreto).

Ponemos nuevamente un simple ejemplo. Supongamos que tenemos que 
decidir qué hacer con una norma que se aplica a las “viviendas”. A su vez, 
estamos de acuerdo en que el vocablo “vivienda”: denota el apartamento en el 
que uno vive, y por lo tanto se extiende, sin duda, a la recámara y a la cocina; 
no comprende seguramente la oficina donde se trabaja; es dudoso si se aplica 
a la bodega posiblemente anexa a un departamento. Ahora bien:
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1. En un primer sentido (restringido, podremos decir) constituye: a) in-
terpretación extensiva aquella que aplica la norma en cuestión también a 
la bodega, y b) interpretación restrictiva aquella que no aplica la norma a la 
bodega.

2. En un segundo sentido (amplio, digamos) constituye: a) interpretación 
extensiva —o, más precisamente, aplicación analógica— aquella que aplica 
la norma también a la oficina, y b) interpretación restrictiva aquella que no 
aplica la norma a todo el departamento, pero incluye (digamos) la cocina.

La diferencia entre los dos tipos de interpretación extensiva está en lo 
siguiente: la del primer tipo reduce la indeterminación —la “zona de penum-
bra”— de la norma, extendiendo su ámbito de aplicación también a los casos 
dudosos; la del segundo tipo, por el contrario, produce una norma nueva con 
el auxilio del argumento analógico (la supuesta similitud, a la luz de una su-
puesta ratio legis, entre apartamento y oficina).

La diferencia entre los dos tipos de interpretación restrictiva, a su vez, 
está en lo siguiente: la del primer tipo reduce la indeterminación de la norma, 
restringiendo su campo de aplicación solo a los casos claros (y excluyéndolo 
a los casos dudosos); la del segundo tipo, por el contrario, mediante el argu-
mento de la disociación (recámara y cocina son supuestos “sustancialmente 
diversos”) introduce en la norma una cláusula de excepción (la recámara, ex-
ceptuando la cocina), el que —hay que señalar— equivale a sustituir la norma 
original (“si habitación, entonces X”) con una norma diversa (“si habitación 
y no cocina, entonces X”).

La interpretación extensiva y la restrictiva del primer tipo son operacio-
nes meramente interpretativas: consisten en determinar el significado de los 
enunciados usados por la autoridad normativa para diseñar los supuestos.

La interpretación extensiva y la restrictiva del segundo tipo son más bien 
operaciones “constructivas” —de construcción jurídica— que consisten, res-
pectivamente, en formular una norma nueva, no expresa (interpretación ex-
tensiva), y en formular una excepción no expresa, o sea, como he dicho, en 
sustituir una norma con otra (interpretación restrictiva).

IV. Desde tiempo inmemorable se ha discutido en la doctrina si existe una 
diferencia entre interpretación extensiva y aplicación analógica.

El argumento analógico (o a simili) consiste trivialmente en la aducción de 
que dos casos son similares, análogos o también “sustancialmente iguales”, 
así que merecen la misma consecuencia jurídica. Ahora bien, este argumento 
puede ser empleado para sostener dos tipos de conclusiones algo diversas: 
una mera interpretación extensiva y, respectivamente, la formulación (la cons-
trucción) de una norma no expresa en presencia de una laguna (verdadera o 
imaginaria).

La interpretación extensiva es un tipo de interpretación en concreto: tiene 
que ver con la aplicación a casos concretos de una norma (vaga) previamente 
identificada. Es un modo de reducir la vaguedad de la norma de que se trata, 
así como incluir un caso dudoso dentro de su campo de aplicación.

La construcción, mediante analogía, de una norma no expresa —con el 
propósito de colmar una laguna— pertenece, por el contrario, al dominio de 
la interpretación “en abstracto” (entendida en sentido amplio): concierne no 
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al ámbito de aplicación de una o de otra norma, sino a la identificación mis-
ma de las normas vigentes.

Sin embargo, la línea de demarcación entre la interpretación extensiva 
propiamente dicha y la construcción de una norma no expresa es muy sutil. 
Si vemos las cosas desde el punto de vista del significado literal prima facie, de 
hecho, una y otra se resuelven simplemente conectando una consecuencia 
jurídica a un caso que “no” entra en el significado “literal” de la disposición 
de la cual se trata. Por aquellos que se inclinan a interpretar literalmente y, 
en particular, a argumentar “a contrario” los casos dudosos, de incierta cua-
lificación, “no” entran en el campo de aplicación de la norma. Desde este 
punto de vista, la sedicente interpretación extensiva no constituye verdadera 
interpretación, sino creación (encubierta) de una norma nueva no expresa. 
Y la diferencia entre interpretación extensiva y construcción de una norma 
nueva parece reducirse, trivialmente, a un diverso modo de argumentar o de 
construir verbalmente una misma operación.

Por ejemplo, se puede aplicar una norma en materia de “religión” al mo-
vimiento llamado Scientology, aduciendo indiferentemente: o que la categoría 
no está expresamente regulada, sino Scientology “es similar a” una religión, o 
que “es” una religión en sentido amplio. En uno de los casos evidentemente 
se construye una norma no expresa, se crea una norma nueva; en el otro se 
extiende el significado del término “religión” al área de penumbra del con-
cepto, y se subsume el caso dudoso en la disposición así interpretada: pero el 
resultado no cambia.

Riccardo Guastini 
(traducción de Giovanni A. Figueroa Mejía)

Interpretación legal
En el marco de las discusiones teóricas del derecho, sin duda, las referentes a 
la interpretación han adquirido una importancia inusual en los últimos años. 
Ha sido tal el tratamiento del tema que algunas personas piensan que la filo-
sofía del derecho, en buena medida, se dedica exclusivamente a este tópico y 
al de la argumentación o, puesto en otros términos, que agotamos las discusio-
nes filosóficas del derecho con el tema interpretativo y argumentativo. Voy a 
aprovechar esta colaboración para avanzar ciertas advertencias sobre las dis-
cusiones de interpretación en el derecho y sobre todo deslindar las diferentes 
preguntas que tenemos que plantear para discutir el tema.

¿Qué nos interesa saber de la interpretación legal? ¿Qué es en sí la 
actividad interpretativa?, o bien nos interesa ¿Cómo interpretan los tribunales, 
o cómo deben interpretar los tribunales? ¿Solo la llevada a cabo por la función 
jurisdiccional o también la interpretación realizada por otros oficiales del 
derecho? ¿Qué relación tiene la actividad interpretativa con otras funciones 
propias del derecho?

Como podemos ver, las reflexiones pueden ser muy variadas y las pre-
guntas lo suficientemente amplias como para abordarse de manera sepa-
rada. No es lo mismo, desde un plano descriptivo, preguntarse cómo in-
terpretan los tribunales, a indagar, desde el plano prescriptivo, cómo deben 

www.juridicas.unam.mx                                      Ir a la página del libro
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2014. Poder Judicial de la Federación, Consejo de la Judicatura Federal 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas



756

In
te

r
pr

et
ac

ió
n

 l
eg

al

interpretar, finalmente en estos casos, como lo dice Joseph Raz, nos pregunta-
mos sobre el “cómo interpretar”. O bien, nos podemos centrar en la pregunta 
“qué es en sí la actividad interpretativa”, es decir, analizar la naturaleza de 
la interpretación legal y comparar la interpretación que se lleva a cabo en el 
derecho con otras actividades interpretativas, como la interpretación de obras 
de arte, o la interpretación musical o la interpretación literaria.

Desafortunadamente, “algunas” discusiones en el ámbito jurídico pasan 
por alto deslindar este tipo de interrogantes indispensables y se limitan al tema 
de la interpretación legal en el seno de los tribunales. La razón no debe extra-
ñar: el tema de la interpretación jurídica es la cara más práctica de la filosofía 
del derecho, y los abogados exigen discusiones prácticas para sus actividades 
diarias. Pero espero que quede claro que, por una parte, la filosofía del de-
recho no se agota con el tema de la interpretación legal, y que el tema de la 
interpretación jurídica no se agota con el tema de la interpretación en los 
tribunales. Para agotarlo tenemos que plantearnos otras cuestiones.

Además, el tema de cómo interpretan los tribunales o cómo deben in-
terpretar es un muy contingente que depende de las circunstancias políticas, 
económicas, sociales y culturales de cada sistema jurídico. Quizá por esto, H. 
L. A. Hart siempre fue cauto en avanzar una “teoría” completa de la interpre-
tación, y más bien se dedicó a preguntas más concretas y posibles de atender 
desde la filosofía del derecho.

Una de estas preguntas más concretas que podemos plantearnos es la 
formulada por el realismo jurídico, consistente en reflexionar hasta qué punto 
los tribunales están constreñidos por las normas jurídicas en sus decisiones. 
La pregunta nos lleva al tema de los límites del derecho, también al tema de 
cuándo el derecho se agota en sus respuestas correctas y cuándo los tribunales 
tienen discrecionalidad para decidir ante varias alternativas viables, o cuando 
pueden tomar el papel de legisladores ante la ausencia del derecho. Y éstas son 
preguntas sumamente complicadas en el terreno filosófico, que tienen que ver 
con la vaguedad del derecho, con la seguridad jurídica y la noción de Estado de 
derecho, y con principios de organización política, tal como el de la división 
de poderes.

Junto con H. L. A. Hart, muchos pensamos que estas preguntas más con-
cretas acerca de la interpretación jurídica se pueden distinguir de otras que le 
interesan al filósofo, sobre todo de la pregunta: ¿qué es el derecho? Es decir, una 
cosa es preguntarse qué es el derecho y otra cómo se interpreta ese derecho.

Pero las cosas no suelen ser tan unánimes en filosofía, Ronald Dworkin 
nos dice que la pregunta ¿qué es el derecho? se contesta al voltear la mirada 
hacia la actividad interpretativa que se realiza en lo jurídico. Para Dworkin, 
el concepto derecho, junto con conceptos de la moral y la política siempre 
se interpretan. Y así como el juez interpreta, por ejemplo, el concepto “ali-
mentos” para decidir un caso de pensión, el filósofo interpreta conceptos más 
abstractos como el de derecho mismo, el de justicia o el de equidad, para 
saber su naturaleza. Debo advertir que Dworkin no llega a esta conclusión 
“únicamente” analizando lo que hacen los tribunales, más bien la idea es 
producto de un análisis exhaustivo de lo que es la actividad interpretativa en 
el derecho y otros dominios.
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Esta actividad interpretativa que Dworkin ve en el centro de las preguntas 
filosóficas en el derecho tiene dos componentes indispensables: uno fáctico 
que analiza el material jurídico existente, material como los textos constitu-
cionales, legales, jurisprudenciales, etcétera, y otro evaluativo, donde se pre-
gunta acerca del valor moral de la práctica sobre la cual discutimos. En este 
componente moral nos preguntamos cuál es el valor que sirve, por ejemplo, el 
derecho. La parte evaluativa y moral le da sentido a la parte fáctica del mate-
rial jurídico existente, y así llegamos a conclusiones de interpretación sobre lo 
que “es” el derecho, por ejemplo.

Pero independientemente de que la interpretación esté en el centro de 
nuestra actividad explicativa de la naturaleza del derecho, como en Dworkin, 
o bien en un lugar accesorio como en H. L. A. Hart, podemos, de manera 
preliminar, extraer ciertas coincidencias entre las diferentes tradiciones filosó-
ficas para saber qué es lo que caracteriza la interpretación jurídica.

La interpretación jurídica se caracteriza por tener dos elementos en juego 
que se sopesan al intentar dar una explicación a sus directivas. El elemento 
de la certeza, producto de un derecho expedido con anterioridad y generado 
a través de ciertas fuentes sociales como la legislación, precedente, etcétera, y 
otro elemento de desarrollo, es decir, una tarea de tratar de ajustar el derecho 
a condiciones sociales actuales y para casos posteriores. ¿Qué tanta impor-
tancia tiene el elemento de la certeza a diferencia del elemento de desarrollo? 
¿Cuándo inicia uno de estos elementos y termina el segundo? Contestar estas 
preguntas es la tarea de las teorías de la interpretación, y las diferentes res-
puestas que tenemos explican las disputas teóricas con las que contamos hoy 
en día en la filosofía jurídica contemporánea.

Juan Vega Gómez

Interpretación oficial
Toda persona que inquiera sobre el sentido y alcance de las disposiciones 
jurídicas está interpretándolas. Esto hace necesario contar con algún criterio 
para distinguir la interpretación de quienes crean y aplican el derecho en cali-
dad de autoridades, de aquella que pueden realizar otros sujetos, pero que no 
posee eficacia jurídica; la primera puede calificarse como “oficial y orgánica”, 
y la segunda “no oficial o no orgánica”, desde otro ángulo, una es la de los 
operadores jurídicos (órganos de creación y aplicación del derecho), y la otra 
la aportada por abogados, los medios de comunicación, los grupos sociales y 
personas en general.

La diferencia esencial entre la interpretación “oficial” y la “no oficial” es 
que la primera vincula, es decir, obliga a los destinatarios a su cumplimiento, 
y llegado el momento, se puede hacer exigible. la segunda, en cambio, a pesar 
de no tener este carácter, sí puede orientar o influir en aquella que realicen los 
operadores jurídicos.

Aunado al aspecto vinculante u obligatorio de la interpretación “oficial”, 
ésta puede ser, desde otros ángulos, “implícita” y en ocasiones también “ex-
plícita”. La interpretación, como uno de los momentos del procedimiento de 
creación o aplicación de la norma, se entiende comprendida de tal forma en 
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éste, que no es necesario llamar la atención del sujeto para que la realice, en 
este caso es “implícita”.

En cambio, la interpretación es “explícita” cuando el orden jurídico fa-
culta expresamente para realizarla a determinado órgano, el cual lo hace de 
manera manifiesta, deliberada, intencional y directa; ésta generalmente es 
de observancia obligatoria. Asimismo, este tipo de interpretación puede o no 
ser “definitiva”, esto es, en los casos en que la determinación del sentido de 
las disposiciones sea susceptible de ser analizada por otro órgano que tenga a 
este respecto la última palabra, la interpretación que lleve a cabo el primero 
es “provisional”; por el contrario, si esto no sucede, puede considerarse como 
“última” o “definitiva”.

Dentro de las diversas categorías que admite la interpretación oficial, la 
que llevan a cabo los jueces, en la mayoría de las ocasiones, es considerada 
como la última y definitiva, sin embargo, ésta última requiere una explicación 
ulterior, pues entre los órganos de creación y aplicación del derecho debe 
existir una estrecha relación de cooperación, de manera que la interpreta-
ción judicial perdura hasta que el órgano legislativo realiza algún cambio a la 
normatividad, luego de lo cual cae de nuevo en el ámbito administrativo o 
judicial para efecto de la determinación de su sentido y alcance.

La idea de la interpretación oficial tiene lugar no solo en el ámbito domés-
tico, sino que se extiende también al ámbito internacional. Por ejemplo, en 
relación con la garantía internacional de los derechos humanos, corresponde, 
en algunos casos, la interpretación oficial de los tratados a órganos jurisdic-
cionales y, en otros casos, a los órganos cuasi jurisdiccionales. Así ocurre, por 
ejemplo, con la actividad que realiza la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos que ante los casos de Estados que aún no ratifican la Conven-
ción Americana, posee la interpretación oficial última y definitiva.

Por otra parte, cuando es la Corte Interamericana quien provee en los 
casos contenciosos el sentido y alcance de las disposiciones de la Convención 
Americana o de otros tratados en el ámbito del sistema interamericano, lo 
hace con el carácter de intérprete oficial de la Convención, lo cual se refuerza 
con la atribución adicional que posee de emitir opiniones consultivas a instan-
cia de los Estados o los órganos de la OEA, legitimados para tal efecto. Los 
operadores jurídicos al interior de los Estados si bien tienen a su cargo la inter-
pretación oficial de la Convención en el ámbito doméstico, ésta no es la última 
y definitiva, misma que se deposita en la Comisión o, en su caso, en la Corte 
Interamericana según lo apuntamos.

Otro tema vinculado con la interpretación oficial de las disposiciones es 
el de los cánones, principios y materiales para llevar a cabo dicha actividad. 
Los cánones son medios de aproximación a los textos normativos que per-
miten determinar racionalmente su sentido y alcance; entre los cánones más 
extendidos están los de carácter semántico, sistemático, teleológico, histórico 
y funcional, según se concentre en el significado o los usos del lenguaje, la 
posición de la disposición frente a otras reglas del ordenamiento, el fin último 
al que atienda la disposición, los hechos o acontecimientos que impulsaron su 
establecimiento y el papel que juegan para posibilitar la dinámica institucio-
nal de aplicación de las disposiciones.
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Por lo que se refiere a los principios para llevar a cabo la interpretación, 
en específico la interpretación oficial, son máximas o pautas generadas en el 
devenir histórico de las diversas ramas del derecho, que concentran la expe-
riencia acumulada y dan a las propias ramas su individualidad y razón de ser 
frente a las demás, aunque hay algunos de aplicación general. Por ejemplo, 
el principio que afirma que las excepciones son de interpretación estricta no 
se aplica a alguna rama en lo particular, sino que podríamos afirmar que 
resulta apropiada para todas; por otro lado, el principio que señala que lo no 
prohibido está permitido opera en el ámbito del derecho civil, mientras que 
el principio que expresa que las autoridades solo pueden llevar a cabo aque-
llo que expresamente les está señalado es propio del ámbito administrativo. 
En el campo de la interpretación constitucional, por ejemplo, son célebres 
los principios propuestos por Linares Quintana, quien afirma: a) en la inter-
pretación constitucional debe siempre prevalecer el contenido teleológico o 
finalista de la Constitución, que es la protección y la garantía de la libertad y 
la dignidad de la persona; b) la Constitución debe interpretarse con un criterio 
amplio, liberal y práctico; c) las palabras empleadas en la Constitución deben 
ser entendidas en su sentido general y común, a menos que resulte claramen-
te de su texto que el constituyente quiso referirse a su sentido legal técnico; 
d) la Constitución debe interpretarse como un conjunto armónico, ninguna 
disposición debe ser considerada aisladamente; e) se debe tener en cuenta no 
solamente las condiciones y necesidades existentes al tiempo de su sanción, 
sino también las condiciones sociales, económicas y políticas que existen al 
tiempo de su interpretación y aplicación; f) las excepciones y los privilegios 
deben interpretarse con criterio restrictivo, y g) los actos públicos se presumen 
constitucionales en tanto, mediante una interpretación razonable de la Cons-
titución, puedan ser armonizados con ésta.

Por último, en cuanto a los materiales o instrumentos para llevar a cabo 
la interpretación oficial, éstos poseen en cada país, o en el ámbito internacio-
nal, matices diversos, los cuales están determinados por su evolución jurídica, 
la técnica legislativa, el interés doctrinal en el estudio de la interpretación 
y el papel que desempeñen los operadores jurídicos. Los siguientes son solo 
algunos de los instrumentos de interpretación relevantes en el ámbito domés-
tico: Diario de los Debates, exposiciones de motivos de las reformas normativas, 
estudios doctrinales, estudios de derecho comparado y las propias decisiones 
judiciales. En el ámbito internacional, por lo que se refiere a los tratados inter-
nacionales, la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados de 1969, 
en sus arts. 30 y ss., otorga un papel relevante a todos aquellos documentos en 
que se encuentre plasmada la voluntad de los Estados partes, e incluso, en al-
gún momento, a los trabajos preparatorios que reflejan en parte las posturas 
de las delegaciones que representaron a los Estados en su formación.

Jorge Ulises Carmona Tinoco

Intérprete indígena
Es la persona que mediante el uso de un lenguaje establecido hace posible la 
comunicación entre un sujeto o comunidad indígena y algún otro interlocutor 
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que no conoce la lengua, costumbres, tradiciones, cultura y demás especifici-
dades propias del lugar de donde aquél es originario.

Bajo la premisa de que el derecho indígena se basa en un modelo de 
respeto a las diferencias culturales de las personas, se concibe al intérprete 
como un auxiliar de la comunicación, que constituye una prerrogativa para 
las personas indígenas, y una obligación de las autoridades en proporcionarlo.

Mediante el intérprete, las autoridades están en posibilidad de entablar 
un diálogo con las personas o grupos indígenas, además permite un primer 
acercamiento con los rasgos particulares del grupo social, para que a partir, 
no solo de un lenguaje sino de toda una cosmovisión basada en una diversidad 
cultural, las autoridades y operadores jurídicos puedan entender sus costum-
bres y tradiciones.

La concepción del intérprete se desarrolla bajo la postura de que la lengua 
es una manifestación cultural, y como tal, es un instrumento característico de 
la comunicación humana, materializada mediante el uso de un lenguaje y un 
canal de comunicación común.

El derecho a contar con un intérprete se inscribe en el marco de los dere-
chos fundamentales a la comunicación y defensa adecuada, ya que parte del 
criterio de que una persona tiene derecho a exponer sus argumentos en su len-
gua originaria, y es al Estado a quien le corresponde allegarse de los medios 
necesarios para poder entablar una comunicación adecuada y oportuna con 
las personas o comunidades indígenas.

Desde la perspectiva de acceso a la justicia, el intérprete es un auxiliar de 
comunicación entre la persona o comunidad indígena, con algún órgano del 
Estado, mediante el empleo de canales de comunicación como la escritura, la 
voz, signos o señas; con la característica imprescindible de conocer la cultura 
y especificidades propias de la comunidad para poder establecer, a partir de 
esa cosmovisión, una traducción apegada a una realidad indígena. Se trata 
de justicia en lengua indígena.

Así, la interpretación debe partir de la particular cosmovisión de la comu-
nidad indígena; esto es, poder conocer costumbres y especificidades culturales 
y, en su caso, advertir si éstas han influido en el comportamiento de la persona.

El intérprete indígena responde a la necesidad de reducir la distancia cul-
tural que de facto opera entre una persona indígena y las reglas de un sistema 
judicial inspirado en códigos que no incluyen la visión de determinadas mi-
norías culturales.

Desde la perspectiva de acceso a la justicia, todas las autoridades al inicio 
de un juicio o procedimiento, o simples peticiones, tienen la obligación de 
garantizar a la persona o comunidad indígena la asistencia de un traductor 
para que les dé una voz a partir de la cosmovisión particular de una realidad 
diferente.

La figura del intérprete se funda en la idea del equilibrio de oportunidades 
en el acceso a la justicia, pues se concibe a las comunidades indígenas como 
un grupo históricamente desprotegido y en desventaja económica, cultural y 
social, en cuanto al ejercicio de los derechos.

Así, toda comunicación de las autoridades del Estado con una persona in-
dígena debe realizarse en su lengua; de manera que en juicios, procedimientos 
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o incluso peticiones, la persona o comunidades indígenas tengan el derecho de 
acceso en su propia lengua; pues corresponde a las autoridades designar un 
intérprete que auxilie en el proceso de comunicación.

El derecho a un intérprete implica, entre otras cuestiones, un reconoci-
miento a la composición multicultural de los Estados; y una reconciliación 
con grupos sociales, históricamente en desventaja en relación con el ejercicio 
de los derechos mínimos que garantizan la dignidad de los seres humanos.

El reconocimiento de los derechos indígenas corresponde a las autorida-
des, por lo que en el caso que se tenga duda sobre el origen o pertenencia in-
dígena de una persona es obligación de las autoridades indagar sobre el tema.

Así, una vez determinada la calidad indígena de una persona, ésta tiene 
derecho a la asistencia, en todo momento, de un intérprete; pues, en la comu-
nicación entre las personas o grupos indígenas deben considerarse las costum-
bres, tradiciones, el sistema jurídico del estado en el que ocurran los hechos 
o se ventile la controversia, la regulación jurídica indígena en particular y las 
normas del sistema internacional de los derechos humanos.

En este contexto, las personas indígenas no se encuentran en un grado 
de excepción respecto de las demás partes en un proceso, sino que lo trascen-
dente es analizar los planteamientos jurídicos desde su cosmovisión, es decir, 
se juzga desde la diferencia, respetando los derechos humanos y la multicul-
turalidad.

Graciela Rocío Santes Magaña 
José Artemio Zúñiga Mendoza

Intérprete supremo de la Constitución
I. La posición del Tribunal Constitucional. ¿Cómo podemos caracterizar a este ór-
gano en la división de poderes? Kelsen construyó la idea de “legislador nega-
tivo”. Eisenmann se refería a un “poder constituyente por defecto”. García 
de Enterría a un “comisionado del poder constituyente” para la defensa de la 
Constitución. A mi entender, las tres caracterizaciones no son adecuadas, y las 
dos últimas, pese a sus matices, entrañan una hipérbole, pues su labor no pue-
de confundirse con el ejercicio extraordinario de la soberanía popular propio 
del poder constituyente. Un tribunal constitucional es un poder constituido, li-
mitado y que ejerce sus funciones habitualmente; tampoco debería decidir en 
lugar del poder de reforma, sustituyéndolo, ni siquiera ocupar sus silencios en 
aquellos espacios constitucionales vacíos, propios del poder de modificar una 
Constitución. Bien es verdad que las Constituciones cambian por su reforma 
o a través de la interpretación constitucional, y ambas actúan en terrenos 
colindantes. Pero no es casual que ni la Constitución española ni la Ley Or-
gánica del Tribunal Constitucional (LOTC) prevean la posibilidad del control 
de constitucionalidad material de la reforma. Una cuestión muy debatida en 
derecho comparado y que sí es enjuiciada por otras Cortes iberoamericanas. 
Tampoco es fortuito que el Tribunal Constitucional español esté sometido no 
solo a la Constitución y a sus reformas, sino también a su Ley Orgánica por 
mandato del art. 1.1, LOTC. Una y otra pueden derogar alguna de sus com-
petencias o abrogar su doctrina jurisprudencial. Curioso poder constituyente 
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sería aquél sometido a una ley orgánica o al poder de reforma que es derivado 
del primero. Por lo demás, las delegaciones o comisiones deben ser expresas 
en vez de tácitas o presuntas. Las dos tesis que acaban de refutarse no me 
parecen convincentes.

II. El intérprete supremo de la Constitución. Conforme al art. 1.1, LOTC, un 
precepto de matriz alemana, el Tribunal Constitucional es el “intérprete su-
premo de la Constitución” y, en realidad, de todo el bloque de la constitucio-
nalidad. Con esa condición puede aclarar el sentido de los preceptos consti-
tucionales si resultase ambiguo, oscuro o necesitado de concreción. Segundo, 
cabe integrar las normas constitucionales y cubrir sus lagunas allí donde no 
sea explícito el sentido de las mismas pero resulte inmanente, haciendo que 
aflore. Tercero, puede incluso interpretar tales disposiciones de manera cons-
tructiva de nuevas normas; el carácter constructivo de la interpretación cons-
titucional es uno de sus rasgos diferenciales. Si la interpretación constitucional 
debe consistir normalmente en hacer explícitas las normas constitucionales 
con criterios de justicia y razón antes que en edificar un derecho nuevo. La 
jurisprudencia constitucional participa de las fuentes de creación del derecho, 
formando verdaderas normas mediante la exégesis de otras que se adhieren a 
las de rango constitucional. El juez de la ley es artífice del derecho (Zagrebels-
ky). En la labor de un intérprete supremo, el deslinde entre creación y aplica-
ción del derecho se difumina, aunque no desaparezca, ni las normas se creen 
del mismo modo por sentencias que mediante leyes: “... El Tribunal Constitu-
cional actúa como intérprete supremo de manera que su interpretación de los 
preceptos constitucionales, es decir, la definición de la norma, se impone a todos 
los poderes públicos” (STC 1/1981).

III. La apertura de las normas constitucionales. La politicidad de los conflictos. Las 
normas constitucionales incorporan cláusulas muy generales, dotadas de un 
alto grado de abstracción e indeterminación. Su exégesis suele reclamar una 
declaración, fundada en una argumentación que supera la decisión del caso 
concreto. Además, bastantes de los conflictos jurídicos que enjuicia la jurisdic-
ción constitucional, y deben resolverse con arreglo a esas normas tan genérales, 
se adentran en el dominio de las tensiones políticas, lo que dificulta hallar un 
adecuado distanciamiento supra partes. Estas decisiones son, pues, parte de una 
dirección política de Estado y, en ese sentido —pero solo en ese—, son políticas.

IV. Los intérpretes de la legalidad y la interpretación conforme. El Tribunal es el 
intérprete supremo de la Constitución “pero no del resto del ordenamiento 
jurídico” (STC 74/1987). No es juez de la legalidad. Una labor que corres-
ponde a los órganos que integran el Poder Judicial. Pero cualquier Tribunal 
Constitucional, aunque en teoría acepte estos límites, sobrepasa a veces tales 
fronteras, siendo difícil saber cuándo se adentra en territorios de legalidad. 
Por eso ha podido llegar a decirse: “…este Tribunal que, en cierto sentido, 
es... no sólo defensor de la Constitución, sino defensor también de la ley” 
(STC 17/1981). La explicación de esta perspectiva equivocada —por excesi-
va— reside en que, efectuar una interpretación constitucional, reclama “bu-
cear” —ahondar— en la legalidad para comprenderla antes de poder volver 
a la superficie a la altura de la jerarquía de las normas constitucionales. En 
particular, ciertos derechos relacionales —especialmente, el proceso debido— 

www.juridicas.unam.mx                                      Ir a la página del libro
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2014. Poder Judicial de la Federación, Consejo de la Judicatura Federal 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas



763

In
té

r
pr

et
e 

su
pr

em
o

 d
e 

la
 C

o
n

st
it

u
c

ió
n

abocan a una interpretación conforme a la Constitución de las leyes. Es pro-
bable que, utilizando la interpretación conforme, algunos tribunales consti-
tucionales puedan haberse desbordado e invadido funciones nomofilácticas y 
casacionales. Se genera entonces un “efecto llamada” de cualesquiera pleitos 
hacia la jurisdicción constitucional y se menoscaba el recto funcionamiento de 
los otros órdenes jurisdiccionales. La única salida radica en depurar los límites 
de la interpretación constitucional.

V. ¿Un legislador negativo? Un órgano constitucional y jurisdiccional. Vinculación. 
Está muy difundida la caracterización de Kelsen como “legislador negativo”. 
Pero no me parece que pueda ser aceptada. Le preocupaba al clásico ubicar 
el nuevo órgano dentro de la triada horizontal de poderes, para superar dos 
objeciones a su creación: la soberanía del Parlamento y la separación de po-
deres. Por eso afirmaba que el órgano al que se confiere el poder de anular las 
leyes no ejerce verdaderamente una función jurisdiccional sino otra semejante 
a fijar una norma general, y concluía que un tribunal con tal poder es un ór-
gano del Poder Legislativo; solo después diría que la decisión de un tribunal 
constitucional de anular una ley tiene el mismo carácter que “una ley de dero-
gación u otra ley”, es decir, “un acto negativo de legislación”, y es una función 
legislativa, lo que justifica que sus miembros sean elegidos por el Parlamento.

Pero, en los ordenamientos contemporáneos, el Tribunal Constitucional 
no se integra orgánicamente en el Parlamento ni ejerce funciones legislati-
vas. Es un órgano jurisdiccional, independiente, dotado de una jurisdicción 
propia, que dicta sus decisiones motivadamente, en forma de sentencia, tras 
tramitar unos procesos y resolver unas pretensiones con congruencia. La mo-
derna organización constitucional ya no se articula desde el corsé de la vieja 
concepción tripartita de poderes y funciones, por ello, en muchos países se 
solventa su posición acudiendo a la categoría de “órgano constitucional”. Un 
órgano al margen de los poderes clásicos y ubicado en situación de paridad 
con los mismos, según argumentaron Sandulli y García Pelayo.

Las funciones de la jurisdicción constitucional asumen frecuentemente 
un papel “positivo”, según se hace evidente en las “sentencias interpretativas” 
frente a aquéllas en las que se declara la nulidad y que tienen prevalentemente 
una dimensión negativa. No obstante, los efectos generales, derivados de la 
“vinculación” del legislador a la doctrina jurisprudencial, más allá del caso 
concreto enjuiciado, existen también en las sentencias de declaración de in-
constitucionalidad (art. 38.1, LOTC).

VI. Los tribunales constitucionales no son un poder constituyente ilimi-
tado, ni siquiera otro derivado de reforma, tampoco un legislador negativo, 
pues están sometidos a los primeros, pero solo al segundo cuando configura 
su Ley Orgánica. La función de intérprete supremo de la Constitución tiene 
una dimensión positiva, más jurídica que la de “defensa de la Constitución”, 
porque no se contenta con preservar contenidos, anulando leyes, sino que 
suministra criterios y principios. Es la propia de órganos jurisdiccionales, no 
de árbitros políticos, pero al tiempo son órganos constitucionales ubicados en 
el flujo de una concreta división de poderes.

Javier García Roca
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Interrupción de jurisprudencia
El término interrupción significa, según el Diccionario de la lengua española, de 
la Real Academia, la acción y efecto de interrumpir. Este verbo proviene del 
latín interrumpere que significa “recortar la continuidad de algo en el lugar o en 
el tiempo”. La aplicación de la interrupción se explica con base en la manera 
en que el ordenamiento mexicano ha dispuesto que se crea y se cambia la ju-
risprudencia. Ya que una de las formas de hacerlo es a través de la reiteración, 
la interrupción de ese proceso reiterativo cobra relevancia para determinar la 
vigencia o no de criterios jurisprudenciales.

El art. 94 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  es-
tablece, en su párrafo 10, que la “ley fijará los términos en que sea obligatoria 
la jurisprudencia que establezcan los Tribunales del Poder Judicial de la Fe-
deración y los Plenos de Circuito sobre la interpretación de la Constitución y 
normas generales, así como los requisitos para su interrupción y sustitución”.

Con base en la disposición constitucional, la Ley orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación (LOPJF) se refiere a la jurisprudencia electoral y a la 
dictada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN). En el caso de 
Sala Superior, se requieren tres sentencias no interrumpidas por otra en con-
trario que sostengan el mismo criterio de aplicación, interpretación o integra-
ción de una norma. En las Salas Regionales se requieren cinco sentencias no 
interrumpidas por otra en contrario y ratificadas por la Sala Superior. Nótese 
el señalamiento de la eventual interrupción como impedimento para la con-
formación de jurisprudencia. De hecho, la misma ley se refiere directamente 
a la interrupción al determinar que la jurisprudencia del Tribunal Electoral se 
interrumpe y deja de tener carácter obligatorio si hay un pronunciamiento en 
contrario que cuente con mayoría de cinco votos de los miembros de la Sala 
Superior. Adicionalmente, como sucede en todos los casos de interrupción de 
jurisprudencia, la ley exige que en la resolución respectiva se manifiesten las 
razones en las que se basa el cambio de criterio, pues éste tiene el potencial 
para convertirse en jurisprudencia bajo las condiciones establecidas por la ley.

El requisito de no interrupción también puede verse en las exigencias 
para constituir jurisprudencia en la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
El art. transitorio décimo quinto de la LOPJF determina que “las resoluciones 
del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación constituyen jurispru-
dencia, siempre que lo resuelto en ellas se sustente en cinco sentencias no in-
terrumpidas por otra en contrario, y que hayan sido aprobadas por lo menos 
por ocho ministros”.

 La Ley de amparo también se refiere al tema del inicio y fin de vigencia 
de la jurisprudencia con la alusión constante a la figura de la interrupción. 
De esa manera, la jurisprudencia del Pleno de la SCJN puede surgir por rei-
teración de criterios cuando se sustente un mismo criterio en cinco sentencias 
no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones, por 
una mayoría de cuando menos ocho votos. En el caso de las Salas, debe sus-
tentarse un mismo criterio en cinco sentencias no interrumpidas por otra en 
contrario, resueltas en diferentes sesiones, por una mayoría de cuando menos 
cuatro votos. En los tribunales colegiados de circuito deben cumplirse los mis-
mos requisitos pero con votación unánime.
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La Ley de Amparo igualmente prevé que la jurisprudencia se interrum-
pe y, por tanto, deja de tener carácter obligatorio cuando se pronuncia una 
sentencia en contrario, aunque cabe aclarar que la interrupción de la juris-
prudencia puede ser parcial cuando el órgano que la ha conformado asume 
que no puede seguir siendo un criterio jurídico único y absoluto, sino que 
amerita excepciones que son introducidas por la sentencia que genera la in-
terrupción.

Además, la Ley de Amparo incluye el deber de expresar las razones en 
las que se apoya la interrupción. Estas razones son cualificadas, pues deberán 
referirse a las consideraciones que se tuvieron para establecer la jurisprudencia 
relativa. Cuando obra este fenómeno, es decir, una vez interrumpida la juris-
prudencia, deberán observarse las mismas reglas de formación para integrar 
la nueva.

De tal manera es posible afirmar que la interrupción de jurisprudencia 
puede ser de dos tipos: absoluta o parcial. Además, para que obre el fenómeno 
deben cumplirse tres tipos de requisitos a) de competencia: el mismo órgano 
que creó dicha jurisprudencia deberá emitir una sentencia en sentido diverso; 
b) de votación: es necesario que la sentencia que interrumpe la jurisprudencia 
sea emitida con la misma votación idónea para integrarla, es decir, por cuatro 
votos si se trata de una Sala de la Suprema Corte de Justicia, por ocho votos 
si es por el Pleno de la Suprema Corte y por unanimidad si es de un Tribunal 
Colegiado de Circuito, y c) de argumentación: expresar las razones en que se 
apoya la interrupción, teniendo en cuenta que éstas deberán referirse a las 
motivaciones que se tuvieron para generarla. Por otra parte, pueden verse va-
rias consecuencias normativas derivadas de la interrupción de jurisprudencia: 
a) vigencia: los criterios pierden vigencia por la interrupción; b) obligatorie-
dad: cuando una jurisprudencia es interrumpida pierde su carácter obligato-
rio; c) rango de libertad decisoria para tribunales inferiores: los tribunales infe-
riores que anteriormente se veían obligados a acatar la jurisprudencia tendrán 
libertad de decidir si siguen el criterio de la jurisprudencia interrumpida, el 
criterio de la sentencia que la interrumpe como ejecutoria aislada o, incluso, 
un distinto criterio; d) potencial jurisprudencial: la sentencia que genera la 
interrupción tiene el potencial para generar jurisprudencia si cumple con los 
demás requisitos para lograrlo, y e) manifestación de cambio: la interrupción 
manifiesta desafíos a la jurisprudencia vigente y materializa una eventual ne-
cesidad de cambio de tesis total o parcial, por lo tanto es una expresión de 
adaptación del sistema jurídico frente a eventuales cambios sociales.

Ethel Nataly Castellanos Morales

Investigación de servidores públicos judiciales
La investigación de los servidores públicos se encuentra orientada a determi-
nar si en el ejercicio de sus funciones han incurrido en actos u omisiones, es 
decir, en alguna causa de responsabilidad prevista en ley.

La palabra “investigación” deriva del latín investigatĭo, -ōnis que significa 
acción y efecto de “investigar”, palabra también de origen latino investigāre.
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Dentro del Título IV de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se encuentran cuatro tipos de responsabilidades: política, penal, 
civil y administrativa.

Servidor público judicial es aquel que presta un servicio al Estado en el ám-
bito del Poder Judicial federal o local, bien sea que se desempeñe directamente 
en un órgano formal y materialmente jurisdiccional o en funciones de carácter 
administrativo vinculados con la función pública de impartición de justicia; 
concepto en el que se incluyen los defensores y los asesores jurídicos, y cada una 
de esas categorías tiene una correspondiente forma de investigación.

En el desempeño jurisdiccional del juzgador, por regla general, se excluye 
de la investigación el arbitrio judicial, para garantizar la independencia y au-
tonomía del titular, y solo se puede abordar cuando se aduce que existe con-
tradicción notoria y objetiva con el orden normativo o que se falló en contra 
de las constancias que obran autos. Y está surgiendo una nueva vertiente que 
abarca la revisión de la uniformidad o regularidad del criterio.

En el derecho comparado, el procedimiento de responsabilidad de los 
funcionarios del Poder Judicial se encuentra relacionado principalmente con 
la garantía de independencia para ejercer su función. En esa virtud, los juzga-
dores, así como su personal, pueden ser sujetos de responsabilidades adminis-
trativas, civiles, penales e incluso patrimoniales.

La actuación del servidor público estrictamente jurisdiccional frente al or-
den interno puede ser investigada en diversos aspectos: en su actuación como 
juzgador; en sus relaciones con los subalternos, y entre éstos y respecto de 
su honestidad. En este último renglón, la investigación, en la esfera federal, 
comprende la situación y evolución patrimonial, en donde se puede investigar 
también al cónyuge del servidor público; concubina, en su caso, y dependien-
tes económicos, análisis que puede verificarse sobre sus ingresos, propiedades, 
cuentas bancarias, e incluso su situación fiscal.

En el ámbito federal, el nombramiento lleva expreso el reconocimiento 
de la potestad del Consejo de la Judicatura para investigar todos esos rubros, 
a través de su Contraloría, la Comisión de Disciplina y la Comisión de Vigi-
lancia y Evaluación.

El inicio de una investigación a un servidor público judicial se efectúa 
a través de una queja o denuncia; también puede llevarse a cabo de oficio, 
como resultado de una visita extraordinaria, por determinación del Pleno, por 
inconsistencias en la situación patrimonial o cuando se presuma la existencia 
de irregularidades.

Los servidores judiciales en el Poder Judicial Federal se encuentran sujetos 
al régimen general de responsabilidad de los servidores públicos establecido 
en los arts. 110-113 de la Constitución federal.

El art. 131 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación estable-
ce un catálogo de causales por las que puede iniciarse un procedimiento admi-
nistrativo, entre ellas: realizar conductas que atenten contra la independencia 
judicial; ineptitud o descuido de funciones; impedir que las partes ejerzan 
sus derechos; no preservar la dignidad, imparcialidad y profesionalismo de la 
función; prejuzgar sobre asuntos; abandonar la residencia del tribunal o juz-
gado; dejar de desempeñar las funciones del cargo; realizar nombramientos 
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o promociones infringiendo disposiciones. Y el art. 135 de esa ley contempla 
como sanciones aplicables en los casos de responsabilidad de los juzgadores y 
demás sujetos: el apercibimiento privado o público; la amonestación privada 
o pública; la sanción económica; la suspensión; la destitución del puesto, y la 
inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el 
servicio público.

Al concluir los primeros seis años en su encargo, los magistrados de circui-
to y jueces de distrito son sujetos a un procedimiento de ratificación.

De acuerdo con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para la ratificación de magistrados de circuito y jueces de distrito, el Con-
sejo tomará en consideración el desempeño que se haya tenido en el ejercicio 
de su función, principalmente: los resultados de las visitas de inspección; el 
grado académico, que comprende el nivel de estudios con que cuente el ser-
vidor público, así como los diversos cursos de actualización y especialización 
acreditados de manera fehaciente; no haber sido sancionado por falta grave 
con motivo de una queja de carácter administrativa.

Respecto de los procedimientos de investigación que se llevan a cabo en 
relación con los servidores públicos de los poderes judiciales locales, encontra-
mos que en la mayoría de los estados de la República mexicana se reproduce 
parte del sistema implementado por el fuero federal, descrito en párrafos an-
teriores.

Juan Carlos Cruz Razo
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